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COMISION INTERNACIONAL DE JURISTAS

La Comisión Internacional de Juristas es una organización no gubernamental 
dedicada a promover la comprensión y observancia del Imperio del Derecho y la 
protección jurídica de los derechos humanos.

Su sede central está ubicada en Ginebra, Suiza. Posee secciones nacionales y 
organizaciones jurídicas afiliadas, en más de 60 países. Goza de estatuto consultivo 
ante el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas, la UNESCO y el Con­
sejo de Europa.

Sus actividades incluyen una serie de publicaciones periódicas y no periódicas; 
organización de congresos y seminarios; realización de estudios sobre temas que 
involucran el Imperio del Derecho y la publicación de informes sobre ello; el envío 
de observadores internacionales a juicios penales; intervenciones ante gobiernos y 
difusión de comunicados de prensa referidos a violaciones del Imperio del Derecho; 
el patrocinio de propuestas dentro de las Naciones Unidas y otras organizaciones 
internacionales para promover procedimientos y convenciones tendientes a la pro­
tección de los derechos humanos.

Si usted simpatiza con los objetivos y la labor de la Comisión Internacional de 
Juristas, lo invitamos a apoyar su acción asociándose a ella.

Los Socios, ya fueren personas individuales como colectivas, pueden ser:

Protector, contribuyendo anualmente con 1000 Fr. Suizos,
Simpatizante, contribuyendo anualmente con 500 Fr. Suizos,
Contribuyente, contribuyendo anualmente con 100 Fr. Suizos.

Los Socios cualquiera fuere su categoría, recibirán por correo aéreo ejemplares 
de todos los informes y publicaciones especiales hechos por la CIJ, incluyendo la 
Revista, el boletín trimestral (ICJ Newsletter) en el que se da cuenta de las activi­
dades de la Comisión (sólo en lengua inglesa), y el Boletín bianual del Centro para 
la Independencia de Jueces y Abogados (en inglés y español).

Lo invitamos a completar y enviarnos el formulario que figura en la página 2.

Alternativamente, puede usted suscribirse solamente a La REVISTA:

Tarifa anual de suscripción, tanto sea para la edición en español o en inglés 
(bianuales):

Vía ordinaria Fr. S. 12,50
Vía aérea Fr. S. 17,50
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El formato de la Revista ha sido modificado para alcanzar el tamaño ordinario A5. 
De esta manera la Revista y las otras publicaciones de la CIJ impresas en offset, como el 
Newsletter trimestral, el Boletín bianual del Centro para la Independencia de Jueces y 
Abogados, y los informes especiales, tendrán un tamaño uniforme. Quienes deseen recibir 
las publicaciones de la CIJ quedan invitados a asociarse, enviando el formulario que figura 
a continuación.

FORMULARIO

Sr. Secretario General de la Comisión Internacional de Juristas 
B.P. 120 —  1224 Chéne-Bougeries — Ginebra —  Suiza

El suscrito/los suscritos

con dom icilio  en ..................................................................................................................................

(país) ............................................................................................... apoya los objetivos y la labor
de la Comisión Internacional de Juristas.

En consecuencia, solicita asociarse a ella en calidad de (por favor tache lo que no corres­
ponda):

Socio Protector, con una cuota anual de 1000 Fr. Suizos
o

Socio Simpatizante, con una cuota anual de 500 Fr. Suizos
o

Socio Contribuyente con una cuota anual de 100 Fr. Suizos

Fecha: ................................................................  Firma:

Nota:
Las contribuciones pueden abonarse en Francos Suizos o en su equivalente en otras monedas, sea 

mediante cheque válido para pagos al exterior o a través de un banco, a la Société de Banque Suisse, 
Ginebra, cuenta No. 142.548; al National Westminster Bank, 63 Piccadilly, London W IV OAJ, cuenta 
No. 11762837; o a la Swiss Bank Corporation, 4 World Trade Center, New York, N .Y. 10048, cuenta 
No. 0-452-709727-00.

Para facilitar la obtención de autorización en países donde rijan restricciones cambiarlas, a solicitud 
de los interesados, enviaremos facturas.



Derechos humanos en el mundo

COLOMBIA

Colombia es uno de los pocos países en 
América Latina que tiene un gobierno ele­
gido según una constitución democrática. 
En un aspecto esta constitución no tiene 
igual, es decir en cuanto a las disposiciones 
que aseguran la independencia de la rama 
judicial; es una independencia completa. El 
nombramiento, el ascenso y, si es necesario, 
el retiro de los jueces dependen de la rama 
judicial misma, sin interferencia del ejecuti­
vo o del legislativo. La rama judicial puede 
manifestar, y de hecho manifiesta, su inde­
pendencia al anular las normas legales que 
considera inconstitucionales.

Sin embargo, hechos recientes han cau­
sado preocupación e incluso han llevado a 
algunos a temer por el futuro de las institu­
ciones democráticas colombianas. Para ubi­
car esos sucesos en su contexto, es necesa­
rio reflexionar brevemente sobre la historia 
política reciente del país.

Desde 1949 a 1957 Colombia vivió bajo 
un estado de sitio caracterizado por diez 
años de guerra civil (“la violencia” ) entre 
los partidos políticos liberal y conservador. 
Se estima que 300,000 personas murieron 
durante este período a manos de una poli­
cía politizada, de las guerrillas y de las ban­
das armadas de ambos partidos. De 1953 a
1957 estuvo en el poder la dictadura popu­
lista y represiva del General Gustavo Rojas 
Pinilla. Después de su derrocamiento, un 
plebiscito de 1957 aprobó un acuerdo 
entre liberales y conservadores para termi­
nar la lucha y compartir el poder por 16 
años. Desde ese entonces, ha habido elec­
ciones cada cuatro años.

El mecanismo del estado de sitio ha 
estado en vigencia intermitentemente desde 
1958. Inicialmente sus facultades se usaron 
con cautela pues era necesario establecer 
una clara distinción entre los abusos del 
estado de sitio bajo el gobierno del General 
Rojas y su empleo en un gobierno demo­
crático.

El Frente Nacional, como se llamó al 
acuerdo de los dos partidos, condujo a un 
apagamiento de la actividad política. Cada 
partido tenía asegurada su cuota de cargos 
en el gobierno y en la administración. Los 
resultados no se dejaron esperar; en las elec­
ciones acudían a las urnas cada vez menos 
votantes. El país comenzó a experimentar 
serios problemas económicos que llevaron a 
crecientes protestas sindicales y estudianti­
les. La libertad de movimiento, las manifes­
taciones y el derecho de huelga fueron 
objeto de frecuentes restricciones o suspen­
siones. Se dictaron cientos de decretos de 
estado de sitio, inclusive sobre aspectos la­
borales, fiscales y económicos.

Con frecuencia el estado de sitio regía 
únicamente en unas pocas zonas, especial­
mente en aquellas donde las actividades 
guerrilleras se consideraban importantes. A 
veces, se declaraba en una ciudad para en­
frentar una situación específica, como por 
ejemplo una huelga en una refinería de pe­
tróleo. En 1965 se adoptó una nueva medi­
da. Se concedió a los tribunales militares 
(llamados Consejos de Guerra) la compe­
tencia para juzgar a civiles por ciertas in­
fracciones penales. Así comienza el pro­
ceso de creciente injerencia militar en la



justicia.
Las actividades guerrilleras fueron la jus­

tificación aducida para esta intervención 
militar. Inicialmente activas sólo en unas 
pocas áreas rurales, las guerrillas nunca han 
contado con más que unos cientos de ele­
mentos; carecen de amplio apoyo de la po­
blación, actualmente urbana en su mayo­
ría. El ejército ha asumido el control total 
de las áreas de guerrilla, hasta el punto de 
nombrar oficiales militares como alcaldes, 
restringir los movimientos de la población 
local, y aun racionar los alimentos a los ci­
viles por su supuesto apoyo a las guerrillas. 
En varias ocasiones las guerrillas han ocu­
pado pequeñas poblaciones y aldeas, asesi­
nando a funcionarios o secuestrando acau­
dalados terratenientes.

En los últimos cinco años han aparecido 
guerrillas urbanas. El M-19 y otros grupos 
de guerrilla urbana han reivindicado la res­
ponsabilidad de secuestros, bombas, robos 
y otros graves delitos.

Poco después de tomar posesión el Presi­
dente Julio César Turbay -  en agosto de
1978 -  el gobierno expidió el llamado 
Estatuto de Seguridad (Decreto 1923 del 6 
de septiembre de 1978) con base en las fa­
cultades otorgadas por el estado de sitio. 
Este decreto:
— creó nuevas infracciones y aumentó la 

pena máxima para otras;
— amplió la jurisdicción de los tribunales 

militares sobre los civiles;
— autorizó a los comandantes de policía, 

ejército, marina y aviación para arres­
tar y detener hasta por un año a perso­
nas sospechosas de alguna de siete in­
fracciones relacionadas con el orden pú­
blico, infracciones definidas en términos 
vagos. Tres de ellas fueron luego declara­
das inconstitucionales por la Corte Su­
premo de Justicia, incluyendo la relativa 
a “propaganda subversiva” ;

— creó un procedimiento sumario para 
ciertas infracciones de competencia de

las cortes militares. Se contempla un re­
curso de reposición ante el funcionario 
militar que dicta la sentencia, pero no 
existe recurso de apelación ante un tri­
bunal superior;

— prohibió a las estaciones de radio y tele­
visión la transmisión de noticias y co­
mentarios relativos al orden público y a 
las huelgas.
En enero de 1979 el movimiento guerri­

llero M-19 logró robar 5,000 armas de un 
arsenal del ejército en Bogotá, a través de 
un túnel construido desde una casa vecina. 
Los servicios de inteligencia recuperaron la 
mayor parte de las armas en unos pocos 
días. También a comienzos de enero, un 
hombre de negocios que había sido secues­
trado por el M-19 fue asesinado cuando el 
ejército ocupó la casa donde se le mante­
nía. El sensacional robo de armas, junto 
con otros secuestros, actos terroristas y 
operaciones terroristas en 1978, incluyen­
do el asesinato de un ex-ministro de gobier­
no, produjo una ola de arrestos en todo el 
país. Se cree que alrededor de 1,000 perso­
nas han sido detenidas, incluyendo supues­
tos líderes y miembros del M-19. También 
han sido arrestados estudiantes, sindicalis­
tas, profesores universitarios, periodistas, 
políticos, abogados, artistas, trabajadores, 
campesinos e indígenas.

Personalmente o a través de sus aboga­
dos, los detenidos han hecho numerosas de­
nuncias de torturas. Las denuncias incluyen 
golpes, plantones prolongados, colgamien­
tos, choques eléctricos, inmersión en agua, 
torturas sicológicas tales como ser forzado 
a presenciar la tortura de otros, maltratos 
de palabra y vendas en los ojos.

Entre los denunciantes se cuentan 34 
estudiantes que afirmaron haber sido tortu­
rados después de su arresto en septiembre 
de 1978. El Procurador General ordenó 
una investigación oficial a cargo de un juez 
militar, quien en marzo de 1979 concluyó 
que los estudiantes no habían sido tortura­



dos. Sin embargo, el informe del Instituto 
de Medicina Legal, que fue publicado luego 
mostró que muchos de los estudiantes pre­
sentaban lesiones concordantes con la des­
cripción que ellos habían dado de la tortu­
ra. Una revista colombiana publicó las foto­
grafías de las lesiones. A pocas personas 
convenció el informe del juez militar sobre 
este asunto, ya que todo el proceso por el 
que los sospechosos son arrestados, deteni­
dos, interrogados, acusados y juzgados o li­
berados, se desarrolla exclusivamente en la 
esfera militar.

El Consejo Municipal de Bogotá nombró 
una comisión especial, compuesta por 
miembros de todos los partidos políticos. 
La Comisión presentó un informe el 24 de 
abril de 1979, La comisión no emitió con­
clusiones sobre si habían ocurrido torturas, 
pero reprodujo las pruebas que recogió de 
detenidos en tres cárceles. El Consejo Mu­
nicipal decidió por unanimidad publicar el 
informe y remitirlo al Presidente de la Re­
pública.

Las restricciones a las libertades políti­
cas, los crecientes poderes de las autorida­
des militares y las denuncias de torturas 
fueron algunos de los temas examinados en 
un Foro de Derechos Humanos realizado 
en Bogotá a finales de marzo. Entre los par­
ticipantes se contaban miembros importan­
tes de todos los partidos políticos, inclu­
yendo a cuatro ex-ministros, y varios obis­
pos de la Iglesia Católica. Más de 4,000 per­
sonas asistieron a la sesión de clausura. El 
Foro expresó la creciente preocupación de 
muchos colombianos acerca de la vigencia 
efectiva de los derechos fundamentales. Se 
formó una Comisión Nacional para la De­
fensa de los Derechos Humanos.

Las medidas que se han tomado para 
contrarrestar la amenaza a la seguridad cau­

sada por las operaciones de las guerrillas ur­
banas y rurales, implican suspensiones de 
muchos de los derechos y libertades procla­
mados en el Pacto Internacional de Dere­
chos Civiles y Políticos, del cual Colombia 
es parte. Según el artículo 4 del Pacto un 
Estado Parte puede suspender muchos de 
estos derechos, pero no todos, cuando en­
frente una situación excepcional que ponga 
en peligro la vida de la nación. Las suspen­
siones son permitidas solo en la medida es­
trictamente limitada a las exigencias de la 
situación. Cualquier Estado Parte que sus­
penda derechos y libertades conforme a 
esta disposición, debe informar a todos los 
demás Estados Partes por medio del Secre­
tario General de Naciones Unidas, cuales 
normas ha suspendido y cuales han sido las 
razones que lo impulsaron.

Aunque en octubre de 1976 fue declara­
do el estado de sitio, el gobierno de Colom­
bia no envió la comunicación prevista en el 
art. 4. En consecuencia, el gobierno viola 
sus obligaciones internacionales contenidas 
en el Pacto, en relación con las medidas 
que suspenden las garantías previstas por el 
mismo Pacto. Por ejemplo, el Estatuto de 
Seguridad, al suprimir el derecho de apela­
ción para ciertas infracciones, es claramen­
te incompatible con el artículo 14(5) del 
Pacto, según el cual “Toda persona declara­
da culpable de un delito tendrá derecho a 
que el fallo condenatorio y la pena que se 
le haya impuesto sean sometidos a un tri­
bunal superior, conforme a lo prescrito por 
la ley.”

Por otra parte, si las denuncias de tortu­
ras están bien fundadas, se habrá producido 
la violación de por lo menos uno de los ar­
tículos que no pueden ser suspendidos ni 
aun durante una emergencia declarada.



MALASIA

Según un informe del Colegio de Aboga­
dos de Malasia, las condiciones del arresto 
administrativo en dicho país, distan de ser 
adecuadas. El Colegio, en un documento 
enviado al Primer Ministro, al Procurador 
General y al Ministro de Justicia, informó 
de las conclusiones de una investigación 
que había llevado a cabo, en base a quejas 
de los familiares de los detenidos, sobre las 
condiciones en las que sus parientes habían 
estado detenidos, de acuerdo a la Ley de 
Seguridad Interna de 1960.

El Colegio de Abogados encontró que 
los detenidos eran tratados como crimina­
les pese a que el arresto, según esta Ley, era 
una medida de carácter preventivo y no pu­
nitivo. En su informe, hecho público en mar­
zo de 1979, el Colegio afirma que los dete­
nidos fueron mantenidos en confinamiento 
solitario, sometidos a prolongados interro­
gatorios, a restricciones de su derecho de 
asistencia legal, limitaciones en el acceso a 
material de lectura, así como a una inade­
cuada asistencia médica.

Resulta relevante el examen de las inves­
tigaciones del Colegio de Abogados Mala­
yo, a la luz del “Proyecto de un Conjunto 
de principios para la protección de todas 
las personas sometidas a cualquier forma de 
detención o prisión” . En 1975, la Asam­
blea General de las Naciones Unidas soli­
citó a la Comisión de Derechos Humanos 
la formulación de un conjunto de princi­
pios para la protección de todas las perso­
nas sometidas a detención o prisión. El 
actual proyecto fue aprobado por la Comi­
sión de Derechos Humanos de las Naciones 
Unidas y será sometido, con las observa­
ciones de los gobiernos, a la consideración 
de la próxima Asamblea General.

La preocupación del Colegio de Abo­
gados se centra en los siguientes aspec­
tos:

Confinamiento Solitario 
(incomunicación )

Las personas detenidas según el artículo 
73 de la Ley de Seguridad Interna, son in­
variablemente mantenidas en confinamien­
to solitario. Dicho artículo autoriza a todo 
funcionario policial a proceder al arresto o 
detención sin orden judicial previa, de cual­
quier persona cuya detención podría justi­
ficarse por el artículo 8, o en los casos en 
que haya actuado, o intente actuar, o sea 
probable que actúe, de una manera perjudi­
cial para la seguridad de Malasia. El artícu­
lo 8 faculta al Ministro del Interior para 
emitir órdenes de arresto administrativo pa­
ra impedir que cualquier persona actúe de 
una forma perjudicial para la seguridad de 
Malasia. La detención no puede durar más 
de dos años.

Recientemente, los confinamientos soli­
tarios en centros de detención no revela­
dos, se han extendido a las personas deteni­
das en virtud del artículo 8. Se sabe que los 
confinamientos solitarios pueden durar 
hasta 24 horas al día. El Colegio de Aboga­
dos Malayo, citando las consecuencias psi­
quiátricas y la naturaleza punitiva del con­
finamiento solitario, ha exigido al gobierno 
la interrupción de esta práctica.

En cuanto al tratamiento actual de las 
personas detenidas en base al artículo 73, 
el Colegio de Abogados observa que son 
mantenidas en celdas diseñadas para aislar­
los completamente del mundo exterior. Las 
personas no pueden ver nada fuera de sus 
celdas y normalmente, se les priva de sus 
relojes, provocándoles la pérdida de todo 
sentido del tiempo. Las celdas son peque­
ñas, oscuras, pobremente iluminadas, mal 
ventiladas, a veces sucias e infestadas de gu­
sanos, mosquitos y ratones. No se dispone 
de ropa de cama ni de medios para que los 
detenidos puedan mantenerse limpios. Han 
sido frecuentes las quejas sobre el caracter 
incomible y no nutritivo de los alimentos y



sobre la ausencia de medios recreativos y 
de ejercicios.

El Colegio de Abogados encuentra que 
las condiciones descritas son incompatibles 
con el status de los detenidos, que no son 
criminales condenados. En realidad, tales 
tratos no serían tampoco aceptables para 
los criminales condenados.

A este respecto, vale la pena señalar que 
el Proyecto de un Conjunto de Principios 
establece entre sus normas, que las perso­
nas detenidas, salvo en circunstancias ex­
cepcionales, serán separadas del resto de los 
prisioneros y se les dará un trato acorde 
con su condición de personas no declaradas 
culpables (art. 7). Mantener a los detenidos 
en confinamiento solitario implica darles 
un trato peor que a los criminales condena­
dos y equipararlos con los prisioneros que 
están en celdas de castigo.

Interrogatorios prolongados

Ha habido quejas de que algunos deteni­
dos han sido sometidos a interrogatorios 
durante todo un día. Como consecuencia, 
se les ha privado de dormir por largas ho­
ras. En el caso de un detenido, se alega que 
fue interrogado durante cuatro noches con­
secutivas y sometido a abusos verbales y 
violencia física. El Colegio de Abogados ha 
exigido al gobierno la limitación de los in­
terrogatorios a tres horas diarias y prohibir­
los, en todos los casos, después de las 10 de 
la noche, permitiendo a los detenidos 8 ho­
ras diarias de sueño como mínimo.

El Proyecto de Principios establece que 
deberá registrarse la duración y los interva­
los entre interrogatorios, así como los nom­
bres de los funcionarios que los conducen. 
Los detenidos y sus abogados tendrán acce­
so a estos registros (art. 20). Se establece la 
obligación de guardar los registros, con el 
fin de asegurar que las condiciones de pri­
sión estén sometidas a un efectivo control

por un Juez u otra autoridad competente, 
imparcial e independiente (art. 3). Es útil, 
asimismo, para otorgar sentido práctico al 
“recurso efectivo” previsto por el Pacto In­
ternacional de Derechos Civiles y Políticos 
(art. 2(3)).

Derecho a Asistencia Jurídica

Se informa de graves infracciones a este 
derecho fundamental, en Malasia. Los que­
josos han dicho que a las personas deteni­
das en virtud del art. 73 sólo se les ha per­
mitido ver a sus abogados, después del 
transcurso de un considerable período de 
tiempo. La comunicación con los abogados 
se ha hecho difícil a raíz de una reciente 
decisión del Superintendente de los Cam­
pos, que establece que las consultas sobre 
la detención de personas o sobre las condi­
ciones de detención, no son “asuntos lega­
les” y que por lo tanto caen fuera del ámbi­
to de la relación abogado-cliente. Como 
consecuencia, se niega a los abogados el 
permiso para visitar a sus clientes. En algu­
nos casos, ni siquiera se les ha permitido la 
comunicación por carta.

Una violación adicional es la grabación 
de las conversaciones entre el detenido y su 
abogado. Un funcionario asiste siempre a la 
entrevista con el propósito de registrar la 
conversación.

La Constitución Federal de Malasia per­
mite el arresto administrativo, siempre que 
las personas sean informadas de las razones 
de su detención y se les permita efectuar 
descargos contra la orden (art. 151). Ante 
la ausencia de un efectivo derecho para ele­
gir defensor y comunicarse con él, el dere­
cho a efectuar descargos contra la orden de 
detención se convierte en letra muerta. Se­
gún las Normas de Emergencia (Orden Pú­
blico y Prevención del Delito) (Personas 
Detenidas), 1970, los detenidos tienen de­
recho a dos consultas con su abogado, con



el fin de preparar los recursos escritos. Las 
consultas deben tener lugar durante horas 
normales de trabajo y bajo control visual, 
aunque no audible, de un funcionario. Esta 
norma de privacidad se ajusta a una norma 
similar contenida en el Proyecto de Princi­
pios (art. 16(3)), pero en la práctica es sis­
temáticamente infringida, según el Colegio 
de Abogados Malayo.

Además, sólo se permiten consultas adi­
cionales con el consentimiento escrito del 
Procurador General, y si son concedidas de­
ben tener lugar a la vista y escucha de un 
funcionario (y de un intérprete si aquel no 
entiende el idioma hablado) (Norma 102).

El Proyecto de Principios atribuye espe­
cial importancia al derecho a la asistencia 
legal. Las personas deben poder comunicar­
se con un abogado de su elección, en el pe­
ríodo más breve posible después de su de­
tención (art. 15(3)). En el Proyecto tam­
bién se incluyen amplias oportunidades 
para consultas, una pronta comunicación 
por escrito y sin censura con el abogado, 
así como la garantía de que la comunica­
ción será considerada en forma privilegiada 
(art. 16). El derecho a la asistencia legal no 
puede suspenderse o restringirse, salvo por 
circunstancias excepcionales, especificadas 
por ley, y cuando se considere indispensa­
ble para mantener la seguridad y el orden 
en el lugar de detención.

Asistencia Médica

Los reglamentos establecen que un fun­
cionario médico prestará asistencia diaria­
mente en los lugares de detención. En la 
práctica, la situación es muy diferente. En 
el Campo de Detención de Taiping, los de­
tenidos sólo podían consultar un médico 
después de haber sido vistos por un asisten­
te de hospital. El médico hacía visitas una 
vez a la semana y por unas pocas horas. El 
Campo albergaba 169 detenidos. Esto ocu­

rría en 1974 cuando se realizó una investi­
gación a raíz de la muerte de un detenido. 
En Taiping los detenidos pueden ver direc­
tamente al médico, pero en el Campo de 
Detención de Batu Gajah aún tienen que 
consultar primero a un inidóneo asistente 
de hospital. El médico concurre ahora a 
Taiping dos veces por semana, pero la po­
blación del Campo ha aumentado a 650 de­
tenidos. Al solicitar la designación de un 
médico residente en cada campo, el Colegio 
de Abogados señala que por lo menos cua­
tro detenidos se han suicidado.

Otra de las protestas se refiere a la nega­
tiva de las autoridades a permitir que el de­
tenido consulte, a expensas propias, su mé­
dico personal. El Proyecto de Principios in­
cluye este derecho, sujeto tan solo a razo­
nables condiciones para mantener la segu­
ridad (art. 22).

Material de lectura, visitas y  
m étodos de sujeción (esposas)

Se ha informado que, por lo menos en 
dos casos, a los detenidos no sólo se los 
mantuvo en confinamiento solitario, sino 
que también se les privó de todo material 
de lectura y escritura. El Colegio de Aboga­
dos no encuentra ninguna justificación para 
privar a los detenidos de libros y publica­
ciones que circulan legalmente en el país. 
Exige también que se termine con la prohi­
bición de los libros.

La introducción de un panel de vidrio 
para separar al detenido de su visitante, 
además de provocar fricciones con los fun­
cionarios del campo, implica una restric­
ción innecesaria del derecho del detenido a 
comunicarse con el mundo exterior y, en 
particular, a ser visitado y corresponder 
con los miembros de su familia (art. 17).

Los métodos de sujeción constituyen 
otro aspecto lamentable de los campos de 
detención. Cuando son llevados fuera del



campo, los detenidos son invariablemente 
esposados.

Los detenidos no se liberan de esta regla 
ni siquiera cuando son hospitalizados. En
1976, dos detenidos se negaron a asistir al 
funeral de su padre cuando los funcionarios 
del campo insistieron en esposarlos. El Co­
legio de Abogados observa esta práctica co­
mo un tratamiento degradante e innecesa­
rio.

Castigos a los Detenidos

Los reglamentos otorgan amplios pode­
res a los Superintendentes de los campos, 
para mantener el orden y la disciplina. Pue­
den privar a los detenidos de derechos tales 
como escribir o recibir cartas, recibir visi­
tas, o los pueden confinar en una “celda de 
castigo” bajo una “dieta de castigo”. Se 
han recibido quejas sobre el abuso de tales 
poderes.

Se supone que un Comité de Inspección, 
designado por el Ministro del Interior, visi­
ta los lugares de detención, por lo menos 
una vez al mes, para oir las quejas. Pero su­
cede que los detenidos tienden a recelar del 
Comité. Ello ha conducido al Colegio de 
Abogados a sugerir que un juez, un médico 
y un abogado se integren a dicho Comité. 
El Proyecto de Principios prevée visitas re­
gulares por autoridades competentes distin­
tas de las encargadas de la dirección de los 
lugares de encarcelamiento (art. 25).

El Colegio y  el Gobierno

Se espera que la acción llevada a cabo 
por el Colegio de Abogados de Malasia, lla­
mado la atención pública sobre las condi­
ciones de detención, sea seguida por los co­
legios de abogados en otros países donde 
prevalecen similares condiciones.

Al examinar el rol de los abogados en 
los países en desarrollo, y en particular en 
los del Sudeste Asiático y región del Pacífi­
co, la Conferencia de 1965 en Bangkok or­
ganizada por la Comisión Internacional de 
Juristas llegaba a la siguiente conclusión: 

“El jurista tiene la imperiosa obligación 
moral de defender e impulsar el régimen de 
derecho en todas sus esferas de actividad o 
de influencia, y ha de cumplir esta obliga­
ción aunque sus actos le malquisten con la 
autoridad o se opongan a las tendencias 
políticas del momento.”

La acción del Colegio de Abogados de 
Malasia ha sido, en este caso, ejemplar. Es 
de esperar que esta actitud asumida por el 
Colegio no conduzca a ninguna represalia 
contra sus miembros. Las relaciones entre 
el Gobierno y el Colegio de Abogados han 
sido tensas durante algún tiempo. Luego de 
la aprobación de las Normas Esenciales 
(Casos de Seguridad) (Enmienda) de 1975 
(ya comentada en la Revista No. 16 de la 
CIJ, junio, 1976), el Colegio de Abogados 
resolvió, en octubre de 1977, aconsejar a 
sus miembros a que no comparezcan en el 
futuro en los juicios sometidos a estas nor­
mas, dado su caracter "opresivo y contrario 
a las normas de derecho". La respuesta del 
gobierno fue la elaboración de la Ley sobre 
la Profesión de Abogado (Enmienda) de
1977, que fue aprobada por la Cámara de 
Representantes el 10 de enero de 1978. De 
acuerdo a ella, el Procurador General tiene 
facultades para privar de su calidad de 
miembro del Colegio de Abogados, a todo 
abogado malayo integrante de cualquiera 
de las Cámaras Legislativas, de un gobierno 
local, o que actúe en cualquier sindicato o 
partido político u otra organización, corpo­
ración o grupo de personas que tenga obje­
tivos o realice actividades que “puedan in­
terpretarse como políticas por su naturale­
za, caracteres o efectos". Contra tales órde­
nes no cabe “recurso o apelación ante nin­
gún tribunal”.



La decisión del Colegio de Abogados 
aconsejando a sus miembros a no tomar 
asuntos bajos las Normas Esenciales (Casos 
de Seguridad), puede ser objeto de críticas. 
Si bien les asiste toda la razón para protes­
tar contra estas normas, podría haber sido 
preferible aconsejar a sus miembros a conti­
nuar prestando sus servicios y asistiendo a 
quienes tienen la desgracia de ser persegui­
dos por las mismas. Aun así, la acción del 
Colegio de Abogados probablemente no 
puede justificar una ley de carácter extraor­
dinario y sin precedentes como es la apro­
bada sobre la Profesión de Abogado (En­
mienda). En toda democracia, los miem­
bros de la profesión jurídica pueden y de­
ben jugar un rol importante en la defensa

de los derechos humanos. Es del todo natu­
ral que los miembros dirigentes de las orga­
nizaciones profesionales quieran también 
perseguir estos objetivos tomando parte 
activa en los partidos políticos, en asocia­
ciones y en el Parlamento. Amenazar al Co­
legio de Abogados, con la eliminación de 
cualquiera de sus miembros si participan en 
actividades políticas, es una acción dirigida 
contra la independencia de la profesión ju ­
rídica, reconocida como uno de los prime­
ros resguardos de la democracia.

Es claramente un mérito del Colegio de 
Abogados que, frente a tal amenaza, hayan 
publicado su informe sobre las condiciones 
en que se cumple la prisión en Malasia.

PARAG UAY

La presión internacional, ya sea de ori­
gen gubernamental como no gubernamen­
tal, logró disminuir sensiblemente la repre­
sión en Paraguay; así por ejemplo condujo 
a la liberación de la casi totalidad de los 
2000 prisioneros políticos mantenidos en 
prisión por largos períodos sin ninguna for­
ma de proceso penal o, aún después de ha­
ber cumplido íntegramente sus condenas. 
Lamentablemente, a pesar de la existencia 
de algunos partidos políticos de oposición 
y de la celebración de elecciones periódi­
cas, se mantiene incambiado el carácter bá­
sicamente antidemocrático del régimen.

El General Alfredo Stroessner ocupó el 
poder en mayo de 1954, en virtud de un 
golpe de Estado y a partir de entonces diri­
ge el país como Presidente de la República, 
bajo un régimen permanente de estado de 
sitio y con el apoyo de las fuerzas armadas. 
Es el Jefe de Estado que lleva más tiempo 
en el poder en toda América Latina. Como 
la Constitución autoriza la reelección presi­
dencial por un único período de 5 años, a

efectos der permitir que Stroessner conti­
nuara, se fueron realizando sucesivas modi­
ficaciones constitucionales; finalmente co­
mo la cuestión se había transformado en 
un mero formalismo, una Asamblea Consti­
tuyente integrada únicamente por miem­
bros del partido de gobierno (Partido Colo­
rado), aprobó en 1977 una modificación 
permanente de la Constitución por la que 
se eliminó lisa y llanamente el artículo 173 
que prohibía sucesivas reelecciones. Por su­
puesto que las elecciones se llevan a cabo 
en un marco de libertades restringidas, vi­
gente el estado de sitio que afecta derechos 
fundamentales, en especial los políticos y 
de expresión; que todo el proceso de recep­
ción de votos, escrutinio y proclamación de 
resultados queda siempre en manos exclusi­
vas del gobierno y sus allegados. Por ello no 
representan la voluntad soberana del pue­
blo, libremente expresada.

El art. 79 de la Constitución prevé la po­
sibilidad de que sea proclamado el estado 
de sitio, pero solamente en los casos de 
conflicto o guerra internacional, invasión 
exterior, conmoción interior o amenaza



grave de alguno de estos hechos. El art. 
establece también que el estado de sitio 
será siempre “por tiempo limitado” y que 
su aplicación no podrá afectar el funciona­
miento de los 3 Poderes del Estado. A su 
vez, el art. 181 otorga al titular del Ejecuti­
vo la potestad de declararlo. Paraguay ha 
vivido en régimen de estado de sitio desde 
el año 1929, con la única excepción del pe­
ríodo 1946—1947 en que había sido levan­
tado. O sea que ininterrumpidamente desde 
1947 el estado de sitio ha sido renovado ca­
da tres meses por Decreto; solamente el día 
en que se celebran elecciones generales, se 
lo levanta durante 24 horas.

Al haberse transformado la emergencia 
en un estado permanente, todo el sistema 
de protección de los derechos humanos 
dejó de funcionar. El mecanismo es utiliza­
do para desconocer o limitar los derechos 
básicos de los opositores. Pese a que según 
el texto constitucional, el Presidente sólo 
queda facultado para “detener a las perso­
nas indiciadas de participar en alguno de es­
tos hechos" (conflicto o guerra internacio­
nal, invasión exterior o amenaza grave) “o 
para trasladarlas de un punto a otro de la 
República, y prohibir reuniones y manifes­
taciones públicas...” ha sido y es utilizado 
para mantener a los opositores presos por 
tiempo indefinido (hay casos extremos que 
llegaron a los 18 años), sin someterlos a la 
justicia; para prohibir reuniones públicas, 
disolver asociaciones, sindicatos, partidos 
políticos, censurar la prensa; en definitiva 
los principales derechos quedan sujetos a la 
buena voluntad del gobierno. Si bien los 
últimos decretos que lo implantan limitan 
la emergencia a la capital, Asunción, una 
decisión del gobierno aceptada por la Su­
prema Corte de Justicia en 1975, dispuso 
que las personas detenidas en otras zonas -  
en las que formalmente no rige el estado de 
sitio — pero llevadas a donde sí rige, que­
dan sujetas a sus disposiciones.

En cuanto a los restantes Poderes del

Estado, el Legislativo formado por una Cá­
mara de Senadores y otra de Diputados, 
está claramente bajo el control del partido 
de gobierno (Colorado). Los 2/3 de las ban­
cas son atribuidas al partido que gana las 
elecciones Presidenciales. En la escena polí­
tica aparecen también cuatro partidos que 
forman la oposición tolerada: Liberal Radi­
cal, Revolucionario Febrerista, Liveral (por 
el nombre de su fundador, Carlos Levi) y 
Demócrata Cristiano. Están prohibidos, 
aun cuando actúan clandestinamente el 
Partido Comunista (¡legalizado en 1947 
luego de la guerra civil) y el MOPOCO (Mo­
vimiento Popular Colorado), una escisión 
del partido de gobierno y que actúa en una 
clarísima línea de oposición.

El Poder Judicial también se halla bajo 
control, dependiendo el nombramiento y 
destitución de los Magistrados de la volun­
tad del Ejecutivo. Sus funcionarios, así co­
mo todo el personal de la administración 
pública, deben estar afiliados al Partido Co­
lorado para ingresar y conservar sus cargos. 
La situación es tal que la Comisión Inter­
americana de Derechos Humanos dijo en su 
último informe sobre Paraguay (OEA/Ser. 
L/V/11.43 -  doc. 13 -  31 enero 1978) 
que “el derecho a la justicia para los deteni­
dos por el estado dé sitio no existe". Las 
facultades excepcionales han llevado a 
hacer totalmente inoperantes los recursos 
de Amparo y de Habeas Corpus (arts. 77 y 
78 Constitución), así como toda otra ga­
rantía que protege al detenido contra los 
excesos o abusos de poder. Los Jueces se 
han inhibido sistemáticamente de interve­
nir en tales casos, sobre la base de que a la 
justicia no le corresponde controlar la ma­
nera en que el Ejecutivo aplica las normas 
del estado de sitio. Los detenidos por el 
estatuto excepcional -  que han sido siem­
pre la inmensa mayoría -  no disponen de 
abogado y en los raros casos en que son so­
metidos a proceso penal, los abogados que 
han aceptado defenderlos han sido intimi­



dados y perseguidos. Uno de los sistemas 
utilizados a este efecto, fue el de impedirles 
ejercer su profesión en base a una resolu­
ción de la Suprema Corte reteniéndoles su 
matrícula, en virtud de distintas acusacio­
nes. Por ejemplo, cuando un abogado pro­
testó ante la negativa del tribunal de practi­
car un examen médico sobre un detenido 
que alegaba haber sido torturado; le fue re­
tenida su matrícula por haber pronunciado 
agravios contra la justicia. Es un hecho fre­
cuente el que los sospechosos sean mante­
nidos en prisión por largos períodos — a ve­
ces años — sin ser acusados de delitos con­
cretos o todavía, cuando han sido juzgados 
y condenados por un tribunal se los man­
tiene en prisión después de haber cumplido 
la totalidad de la pena impuesta.

El esquema normativo de represión se 
basa en el estado de sitio, pero también en 
las leyes No. 294 de “Defensa de la Demo­
cracia", de octubre de 1955 y en la No. 209 
de “Defensa de la paz pública y libertad de 
las personas” de setiembre de 1970. Ambas 
están dirigidas a reprimir toda manifesta­
ción subversiva, pero también marxista, co­
munista y en general toda oposición que re­
sulte molesta al régimen. Son conductas de­
lictivas el integrar partidos o grupos políti­
cos prohibidos y se castiga incluso el sus­
tentar una ideología determinada, aun 
cuando ésta no se ponga en evidencia por la 
realización dé actos materiales concretos. 
Esto resulta incompatible con la Declara­
ción Americana de Derechos del Hombre, 
aceptada por Paraguay. Ambas leyes esta­
blecen también una verdadera censura so­
bre los medios de comunicación social, al 
configurar como delito la impresión, distri­
bución e introducción al país de publica­
ciones o filmes conteniendo aspectos de las 
doctrinas prohibidas.

Durante mucho tiempo Paraguay fue co­
nocido por el elevado número de presos po­
líticos y las condiciones en que se los man­
tenía. En los últimos tiempos gracias a la

acción incesante desplegada por organiza­
ciones de protección a los derechos huma­
nos, tanto a nivel nacional como interna­
cional, estos aspectos han mejorado. En Pa­
raguay mismo, puede citarse la actividad de 
los abogados, familiares de los presos, de la 
Comisión Paraguaya de defensa de los dere­
chos humanos, del Comité de Iglesias para 
ayudas de emergencia y de los mismos pre­
sos que realizaron diversas huelgas de ham­
bre. A escala internacional mencionamos el 
informe de 1978 de la Comisión Interame­
ricana de Derechos Humanos y la acción de 
diversas organizaciones no gubernamenta­
les, que enviaron misiones a Paraguay y di­
fundieron ampliamente la información ob­
tenida. Como resultado hubo sucesivas libe­
raciones de presos en los últimos dos años, 
llegando a que en momentos de redactar 
este artículo quedan en prisión solamente 
6 presos políticos. Como ejemplo puede 
citarse el hecho de que en enero de 1977 
fueron liberados tres dirigentes del Partido 
Comunista, que habían sido condenados en
1958 y 1959 a penas de 1 año y 2 años de 
prisión; luego de cumplidas sus condenas, 
fueron mantenidos en locales policiales 
durante 17 años, con la excusa de las facul­
tades atribuidas por el estado de sitio.

Se logró también un avance en el campo 
de la prensa y la información y hoy día los 
diarios y revistas paraguayas gozan de ma­
yor latitud para publicar noticias y comen­
tarios, aunque por continuar en vigor las 
leyes 294 y 209, se mantiene una amenaza 
sobre la libertad de expresión.

Pero como la esencia del régimen auto­
ritario se mantiene intacta, subsisten viola­
ciones de derechos como la prohibición de 
partidos políticos, el control gubernamen­
tal sobre los sindicatos, represión y limita­
ciones de derechos contra comunidades 
campesinas e indígenas. Los campesinos, 
que en su mayor parte son indígenas asimi­
lados -  éstos constituyen el 63 por ciento 
de la población -  han formado para su de­



fensa Ligas Agrarias. Una experiencia suma­
mente interesante que incluye la formación 
de cooperativas de producción y consumo, 
centros sociales, etc., conservando las tradi­
ciones nativas y teniendo como objetivo el 
salir de la marginalidad en que el gobierno 
los mantiene. Las Ligas Agrarias fueron im­
pulsadas y financiadas por la Iglesia Católi­
ca Paraguaya y por esta razón muchos sa­
cerdotes fueron perseguidos, encarcelados 
o expulsados del país.

Con respecto a la tortura y malos tratos 
a los sospechosos políticos, el problema si­
gue presente, aun cuando en los últimos 
tiempos hubo muchas menos detenciones. 
Así lo ha denunciado la Conferencia Epis­
copal paraguaya en sus cartas pastorales de 
1976 y 1978, y la Comisión Interamericana

de Derechos Humanos en su ya citado in­
forme de enero de 1978, en cuanto dice, 
refiriéndose a casos graves de torturas y 
malos tratos: “La Comisión cuenta con am­
plia documentación que respalda los he­
chos denunciados”.

Es también importante la negación de 
derechos económicos y sociales de una par­
te considerable de la población urbana y 
rural, debido a la aplicación de un rígido y 
extremo sistema de economía neo-liberal 
que, si bien ha hecho progresar la econo­
mía entregó los beneficios de ese progreso 
a un grupo muy reducido, aumentando la 
miseria de la mayoría. Por último, más del 
20 por ciento de la población vive en el ex­
terior desde hace varios años, tanto por ra­
zones políticas como económicas.

LAS ELECCIONES EN RHODESIA DEL SUR /ZIMBABWE

En abril de 1979 se celebraron eleccio­
nes en Rhodesia del Sur/Zimbabwe, sobre 
la base del sufragio universal, de las que re­
sultaron una Asamblea Legislativa y un Ga­
binete ministerial, cada uno integrado por 
una mayoría de miembros negros. Las au­
toridades declararon que votó cerca del 64 
por ciento del electorado. La constitución 
interina, de acuerdo a la cual tuvieron lugar 
las elecciones, así como las elecciones mis­
mas, fueron denunciadas como fraudulen­
tas por el Frente Patriótico. Esta opinión 
fue respaldada por la opinión negra africa­
na, y tanto la constitución interina como las

elecciones fueron denunciadas por el Con­
sejo de Seguridad de las Naciones Unidas.

Muchas personalidades en los países oc­
cidentales, particularmente en el Reino 
Unido y en los Estados Unidos, quedaron 
perplejos frente a estas elecciones y, en 
especial, al confrontarlas con los argumen­
tos de que la nueva constitución y las elec­
ciones se ajustan a los seis principios elabo­
rados hace unos 15 años por los gobiernos 
conservador y laborista británicos, como 
condiciones para el reconocimiento del go­
bierno de Rhodesia1. Una resolución del 
Senado de los Estados Unidos exigió al Pre-

1) En 1963/64, el Gobierno Británico, estando el partido conservador en el poder, fijó cinco princi­
pios como base para el reconocim iento de la independencia: la existencia de un progreso sin im pedi­
m entos hacia un gobierno de la m ayoría; ninguna enmienda regresiva de la Constitución que retrase el 
desarrollo Africano; el inm ediato desarrollo de la representación política de los africanos; el fin de la 
discriminación racial; y una base de independencia aceptable para la población de Rhodesia en su con­
junto . En 1966, el Primer Ministro del Gobierno laborista Harold Wilson, agregó un sexto principio; 
que, sin distinción de raza, no hubiera opresión de la m ayoría sobre las minorías, o de las minorías 
sobre la m ayoría.



sidente Cárter levantar las sanciones im­
puestas como consecuencia de las resolu­
ciones de Naciones Unidas. Un equipo de 
observadores enviado por la Sra. Thatcher 
ha informado que la celebración de las elec­
ciones de abril fue imparcial y, en la medi­
da de lo posible, libre, si se tiene en cuenta 
la lucha de guerrillas. Expresaron también 
la sorprendente opinión de que por la suma 
de votos se llegara a la aprobación de la 
nueva Constitución propuesta, si bien esta 
cuestión nunca fue planteada a los votantes 
y nadie podía hacer campaña en contra. A 
la fecha de este artículo, ni el gobierno de 
los Estados Unidos ni el gobierno Británico 
han llegado a una decisión sobre la cuestión 
del reconocimiento o la suspensión de las 
sanciones.

El 13 de abril de 1979, los Senadores 
George McGovern, Edward Kennedy y 
otros 10 Senadores de los Estados Unidos, 
solicitaron a la Comisión Internacional de 
Juristas que les remitiera sus puntos de vis­
ta, ínter alia, sobre los siguientes problemas:
-  si la constitución interina preveía el “go­

bierno de la m ayoría” dentro de los tér­
minos de las sanciones resueltas por las 
Naciones Unidas, y

-  si dicha constitución, las leyes electora­
les y las normas y procedimientos, per­
mitían elecciones libres e imparciales en 
las cuales,
a) se permite a toda la población y gru­

pos políticos participar libremente;
b) se otorga igual representación a todos 

los ciudadanos sin distinción de raza, 
origen étnico o afiliación política;

c) se establecen iguales derechos de vo­
to a todos los ciudadanos, sin distin­
ción de raza, origen étnico o afilia­
ción política, en base al principio de 
un ciudadano, un voto.

Un memorándum elaborado por la Co­
misión Internacional de Juristas contestaba 
estas preguntas como sigue:

“En nuestra opinión, no puede decirse 
que la Constitución prevea igual represen­
tación e iguales derechos de voto, sin dis­
tinción de la raza. Significativamente, la 
Constitución sólo fue sometida a la aproba­
ción del electorado blanco.

El sistema de representación está basado 
en el elemento racial y no es equitativo. De 
las 100 bancas de la Cámara de Diputados, 
28 se reservan para el electorado blanco, si 
bien los blancos constituyen bastante me­
nos del 5 por ciento de la población. En 
consecuencia, 28 miembros blancos repre­
sentan una población de alrededor de 
250 000 blancos (aprox. 1 miembro por 
8900), mientras que 72 miembros no blan­
cos representan bastante más de 5 millones 
de no blancos (aprox. 1 miembro por 
700 000). Un voto de origen blanco es 
igual, por tanto, a casi 75 votos de origen 
negro.

La representación en el Senado o Cáma­
ra Alta, se distribuye en tres bloques, cada 
uno con 10 miembros. Se designan 10 por 
los representasntes blancos de la Asamblea, 
10 por los representantes no blancos y 10 
representan a los jefes tribales, 5 por cada 
una de las dos áreas tribales principales. El 
Senado no sólo contiene una desigual divi­
sión racial, sino que además reafirma y per­
petúa la división tribal del pasado. Una di­
visión racial comparable se encuentra en el 
Poder Ejecutivo. De las veinte carteras mi­
nisteriales, seis se reservan para la minoría 
blanca.

Además de estos rasgos no equitativos y 
racistas del sistema electoral, existen dispo­
siciones en la Constitución que aseguran la 
continuación del predominio de la raza 
blanca por lo menos en los próximos cinco 
años. Las funciones cruciales en las fuerzas 
armadas, policía, judicatura y servicio civil, 
van a ser controladas por cuatro Comisio­
nes. Las Comisiones se constituyen de ma­
nera tal que, por un largo tiempo serán 
controladas por los blancos y utilizadas



como mecanismos para preservar el status 
quo racial. Por ejemplo, para prestar servi­
cios en la Comisión Policial, las personas 
deben haber servido como asistentes de la 
comisión durante, por lo menos, cinco años. 
Ningún negro puede lograr esta calificación. 
Otras Comisiones comprenderán a los fun­
cionarios civiles de mayor jerarquía o exi­
gen calificaciones que, en la práctica, asegu­
ran (están previstos para asegurar) a los 
blancos su control.

Una efectiva reforma agraria, en el senti­
do de redistribución de la tierra en favor de 
la mayoría negra, será imposible en térmi­
nos prácticos. El 50 por ciento de la tierra 
cultivable está en manos de la reducida mi­
noría blanca. Ninguna de estas tierras pue­
de expropiarse para su redistribución, a me­
nos que:
— se pruebe que no han sido utilizadas con 

fines agrícolas por un período continua­
do de cinco años, y

— se pague rápidamente una compensación 
en términos tales que pueda ser libre­
mente transferida al exterior del país, 
con prescindencia de las normas sobre 
control monetario.

En consecuencia, se mantendrá la desi­
gual división de la tierra sobre lineamientos 
raciales, aún cuando la legislación sobre la 
que se basaba haya sido derogada.

Las dos terceras partes de las disposicio­
nes de la Constitución no pueden enmen­
darse sin la aprobación del 78 por ciento de 
la Cámara de Diputados. La enmienda re­
queriría, por lo tanto, el acuerdo de por lo 
menos 6 miembros blancos; un resultado 
remoto en relación con cualquier enmienda 
que afecte los intereses de la minoría 
blanca.

No tenemos suficiente información co­
mo para juzgar si los procedimientos elec­
torales fueron libres e imparciales. Existen 
informaciones contradictorias al respecto. 
Dado que cerca del 90 por ciento del país

estaba sometido a la ley marcial, existían 
obvias restricciones de los derechos. El go­
bierno declaró que todas las poblaciones y 
todos los grupos políticos estaban faculta­
dos para participar libremente, y se invitó a 
participar a las fuerzas de liberación nacio­
nal asentadas en los países vecinos. Ello se 
hizo, por supuesto, con el conocimiento de 
que las disposiciones constitucionales eran 
consideradas inaceptables para estas fuer­
zas. Debe señalarse, sin embargo, que los 
dirigentes del “ala interna” de estos movi­
mientos de liberación, que no son ni están 
acusados de terrorismo ni de actos de vio­
lencia, han sido arrestados y detenidos sin 
juicio y no tuvieron derecho a tomar parte 
en la campaña electoral o a pedir al pueblo 
que apoyaran su boycot a las elecciones.

En vista de lo anterior, no consideramos 
que la Constitución prevea un "gobierno de 
la m ayoría” según el sentido de las resolu­
ciones relevantes de Naciones Unidas. La 
“mayoría” no fue elegida según el princi­
pio de un ciudadano, un voto, sino sobre la 
base del voto ponderado. Lo más importan­
te, como se ha señalado, es que la Constitu­
ción contiene una división tal que asegura 
la continuidad del predominio de una mi­
noría blanca en todos los aspectos esencia­
les, mientras que sólo establece una forma 
limitada de gobierno de la mayoría en ma­
terias menos esenciales.”

Después de la preparación de este me­
morándum, la Comisión Internacional de 
Juristas ha recibido un informe de 22 pági­
nas preparado por la Profesora Claire Palley, 
destacada experto en Derecho Constitucio­
nal de Rhodesia. A diferencia de la mayo­
ría de los observadores “oficiales”, ella ha 
estado presente en anteriores elecciones en 
Rhodesia del Sur y está familiarizada con 
sus leyes electorales; también estuvo pre­
sente durante cuatro semanas en la campa­
ña electoral y no solamente en el momento 
de los comicios.

En su informe, la Profesora Palley des­



cribe en detalle las medidas adoptadas para 
inducir a los africanos a votar y para evitar 
se llevara a cabo cualquier campaña contra 
el acuerdo interino o para persuadir a la po­
blación de abstenerse de votar o saquear las 
papeletas de votos. Estas medidas incluían: 
las recientes detenciones administrativas sin 
juicio de unos 500 dirigentes de las alas in­
ternas del Frente Patriótico (que en sí mis­
mas son organizaciones proscriptas), junto 
a otras 700 personas detenidas en campos o 
prisiones en todo el país; el control de la 
prensa y publicaciones en virtud de leyes 
de emergencia; y presiones masivas para vo­
tar en las elecciones que los africanos tuvie­
ron que soportar de parte de sus emplea­
dores, de funcionarios gubernamentales o 
de los auxiliares. Estos últimos correspon­
den a una milicia armada, de origen recien­
te, que se eleva a “un número de 7000, 
bajo la tenue supervisión de las fuerzas de 
seguridad del Sr. Smith, reclutada en un 90 
por ciento entre miembros del ejército pri­
vado del Obispo Muzorewa y el Reverendo 
Sithole, que permanecen leales a sus pro­
pios dirigentes políticos, y en un 10 por 
ciento de ex-guerrilleros de las filas de Mu- 
gabe (según un portavoz de las fuerzas de 
seguridad)” . La profesora Palley también 
ilustra en detalle la intimidación masiva 
practicada por todos los partidos durante 
las elecciones.

No había ningún registro de los 
2 800 000 electores africanos estimados. 
Por consiguiente, todo africano era libre de 
votar en cualquier circunscripción electo­
ral. Se facultaba a los partidos, mediante el 
alquiler de ómnibus (práctica desautorizada 
en elecciones anteriores), para conducir a

sus partidarios a las circunscripciones mar­
ginales en las que carecían de apoyo. Los 
partidos africanos, y en particular el del 
Obispo Muzorewa, que carecían de recur­
sos monetarios, surgieron con una copiosa 
provisión de fondos.

Se alteraron las leyes electorales a fin de 
permitir que 250 000 trabajadores extran­
jeros inmigrantes pudieran votar, los que 
constituyeron así el 9 por ciento del electo­
rado. Estos trabajadores fueron particular­
mente sometidos a amenazas de despido 
por sus empleadores, quienes los conduje­
ron a los comicios. En caso de despido, se­
rían inmediatamente repatriados. Por con­
traste, 250 000 africanos de Rhodesia que 
viven en el exilio (cifra que no incluye a las 
fuerzas del Frente Patriótico), no estaban 
habilitados para votar1.

La Profesora Palley cita ejemplos de 
prácticas electorales constitutivas de delito, 
tales como corrupción y cohecho, dentro 
de las leyes electorales. Estas leyes fueron 
estrictamente reforzadas en previas eleccio­
nes, pero en esta ocasión se ignoraron por 
las autoridades electorales.

El informe de la Profesora Palley con­
cluye así:

“La Constitución de 1979 no se ajusta, 
por cierto, a los criterios establecidos por 
los sucesivos gobiernos británicos para ase­
gurar un progreso sin obstáculos hacia el 
gobierno de la mayoría. Tampoco es acep­
table para la población de Rhodesia en su 
conjunto. Si los criterios para el reconoci­
miento han sido actualmente abandonados 
y lo que importa es que las elecciones ha­
yan sido razonablemente libres e imparcia­
les en las circunstancias prevalecientes en

1) De acuerdo con un estudio estadístico realizado por el Institu to  Católico de Relaciones Internacio­
nales de Londres, si se excluye de los comicios a los potenciales votantes europeos o nacidos en el exte­
rior, el número de africanos nacidos en el lugar que votó alcanzaría al 50,87 por ciento del electorado 
africano, y la proporción del Obispo Muzorewa estaría por debajo del 38 por ciento. Las verdaderas 
cifras probablemente están por debajo de éstas, ya que no existe un registro de votantes africanos y las 
estimaciones oficiales están basadas en proyecciones a partir del censo poblacional de 1969. Previas 
estimaciones de este tipo han resultado ser sustancialmente inferiores a la realidad.



Rhodesia, aunque hayan tenido lugar bajo 
una supuesta Constitución aceptando la 
regla de la mayoría, la respuesta a las de­
mandas de reconocimiento debería ser la 
siguiente. En vista de toda la evidencia an­
terior y dando una respuesta objetiva, las 
elecciones no fueron ni imparciales ni libres, 
tanto sea de acuerdo con los modelos elec­
torales aplicables en las democracias occi­
dentales, como con los que prevalecen en 
las elecciones que preceden a la concesión 
de la independencia de los estados de Asia 
o Africa, en vías de desarrollo. Aparte de la 
intimidación e indebida influencia aplicada

en gran escala por el Gobierno de Transi­
ción, por los empleadores, por los partidos 
del Obispo y del Reverendo Sithole, por los 
partidos proscriptos a través de sus armas y 
por prácticas electorales corruptas, debe 
puntualizarse que no había otra opción al­
ternativa disponible para el pueblo africa­
no. La única ideología y conjunto de pro­
posiciones en estas elecciones era la de 
“apoyar el arreglo interno” . No se dio 
oportunidad a la población africana para 
valorar todos los aspectos de estas eleccio­
nes, no dándosele otra alternativa que el 
Régimen de Arreglo Interno del Sr. Smith” .



COMENTARIOS

Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas

Del 12 de febrero al 16 de marzo de
1979 tuvo lugar en Ginebra, el treinta y 
cinco período de sesiones de la Comisión 
de Derechos Humanos. Si bien se progresó 
con respecto a una serie de asuntos, no se 
completó la consideración de una serie im­
portante de otros. Lo que caracterizó a este 
período de sesiones fueron las largas reu­
niones privadas dedicadas a la considera­
ción de denuncias de violaciones manifies­
tas de los derechos humanos, y el papel 
más activo desempeñado por los observado­
res de Estados que no son miembros de la 
Comisión.

Un grupo de trabajo abierto se reunió 
durante una semana antes de la iniciación 
del período de sesiones para considerar dos 
puntos de suma importancia: el programa y 
métodos de trabajo de la Comisión y el 
proyecto de Convención contra la Tortura.

El programa de trabajo 
de la Comisión

En el primer punto, el grupo de trabajo 
no pudo completar sus deliberaciones sobre 
una serie de interesantes propuestas que ha­
bían sido hechas en el período de sesiones 
anterior, inclusive la propuesta renovada 
ahora de crear un Comisionado de Nacio­
nes Unidas para los Derechos Humanos (ver 
Revista CIJ, No 20, 21 pág. 30). Sin embar­
go hubo amplio margen de acuerdo con res­
pecto a ciertas propuestas. Una resolución 
adoptada sin votación por la Comisión, so­
licitó al ECOSOC la aprobación de las si­
guientes sugerencias:

-  la Comisión podrá asistir a la coordina­
ción de actividades referentes a los dere­
chos humanos dentro del sistema de la 
ONU, y podrá en su período de sesiones 
del 81 establecer un grupo de trabajo 
que haga propuestas con este fin;

-  el número de miembros de la Comisión 
se incrementará de 32 a 43, de acuerdo 
con el principio de distribución geográfi­
ca equitativa;

-  las reuniones regulares de la Comisión 
tendrán una duración de seis semanas, 
en lugar de las actuales 5 semanas, con 
una adicional para las reuniones de los 
grupos de trabajo;

-  la duración del período de reuniones de 
la Subcomisión será extendido de 3 a 4 
semanas;

-  se acepta el principio de que puede ha­
ber períodos de sesiones especiales para 
completar los asuntos no terminados, in­
clusive los proyectos de instrumentos 
sobre derechos humanos, como así tam­
bién reuniones de la mesa especialmente 
convocadas, a efectuarse entre los perío­
dos de sesiones en casos de “circunstan­
cias excepcionales” . Aún no se resolvió 
cual será el criterio para determinar en 
qué circunstancias pueden convocarse 
tales reuniones;

-  se solicita que el ECOSOC pida al Secre­
tario General que examine la cuestión 
de dotar de mayor personal y de más re­
cursos al sector de derechos humanos.

Se espera que un aumento en la dura­
ción del período de sesiones a disposición 
de la Comisión, hará posible una mayor



capacidad de producción y que no será uti­
lizado para extender los debates debido al 
aumento del número de miembros.

El Derecho al Desarrollo

El trabajo de la Comisión comenzó con 
la discusión del derecho al desarrollo. La 
Comisión contó con un documento suma­
mente interesante preparado antes del pe­
ríodo de sesiones por la Secretaría, sobre 
“Dimensiones Internacionales del Derecho 
al Desarrollo...". Hubo consenso general 
para apoyar la promoción del derecho al 
desarrollo y la búsqueda de medios para su 
puesta en práctica, a pesar de que algunos 
participantes consideraron que tal derecho 
no estaba aún definido y el delegado de 
Australia expresó dudas acerca de su exis­
tencia jurídica.

Se adoptaron dos resoluciones sobre el 
derecho al desarrollo. En la primera, si­
guiendo con el estudio sobre dimensiones 
internacionales del derecho, la Comisión 
decidió efectuar un estudio de las dimen­
siones nacionales y regionales de este dere­
cho. Esta decisión es de alguna importan­
cia, ya que implica escudriñar en lo que al­
gunas veces es considerado como un asunto 
puramente interno de los estados. En la se­
gunda resolución, la Comisión expresó su 
“preocupación porque se están imponiendo 
condiciones cualitativas y relacionadas con 
los derechos humanos a las políticas comer­
ciales bilaterales y multilaterales con la in­
tención y el efecto de perpetuar la actual 
estructura del comercio mundial". Este pa­
rágrafo se votó por separado para permitir 
que la mayoría de los países occidentales 
expresaran su desacuerdo. Esta resolución 
recomienda además la realización de un se­
minario en 1980 sobre “los efectos que el 
injusto orden económico internacional ac­
tual tiene sobre las economías de los países 
en desarrollo, y el obstáculo que ello repre­

senta para la aplicación de los derechos hu­
manos y libertades fundamentales y, espe­
cialmente para el derecho a disfrutar de un 
nivel de vida adecuado”.

Proyecto de Convención 
contra la Tortura

El grupo de trabajo sobre la tortura que 
se reunió antes de la Comisión examinó el 
proyecto sueco a la luz de los comentarios 
efectuados por los gobiernos y continuó 
reuniéndose durante las sesiones de la Co­
misión. Sujeto a ciertas reservas, aprobó 
cuatro artículos, uno relativo a la defini­
ción y los otros tres referentes a disposicio­
nes generales sobre prohibición y preven­
ción de la tortura. Se propuso la considera­
ción de un parágrafo que establecía que la 
tortura es “una forma agravada de tratos o 
penas crueles, inhumanos o degradantes”. 
A la luz de la resolución de la Corte Euro­
pea de Derechos Humanos en el caso Irlan­
da c/ Reino Unido, se pensó que existía el 
peligro de que un parágrafo de este tipo pu­
diera conducir a una interpretación indebi­
damente restringida de la definición de tor­
tura. La opinión general pareció ser que si 
bien la cuestión de tratamiento cruel, inhu­
mano o degradante no debería ser ignorada 
por la convención, era un concepto de 
naturaleza demasiado general para ser 
incluido en artículos referentes a delitos 
penales. -

El tiempo de que dispuso el grupo de 
trabajo fue muy limitado. Un grupo no ofi­
cial acordó redactar nuevamente doce artí­
culos más, que el delegado sueco hizo pos­
teriormente circular (referencia E/CN.4/ 
WG.l/WPI del 19 de febrero de 1979). El 
grupo de trabajo oficial se reunirá nueva­
mente el año próximo, una semana antes 
del período de sesiones y ello permitirá que 
se efectúen progresos con respecto-al pro­
yecto.
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Convención sobre Derechos del Niño

La Comisión comenzó la consideración 
de un proyecto de Convención sobre Dere­
chos del Niño presentado por Polonia. Este 
proyecto busca transformar las disposicio­
nes de la declaración de 1959 en un instru­
mento jurídicamente obligatorio. El tiem­
po adjudicado al grupo de trabajo le permi­
tió solamente la consideración del preám­
bulo. Varias delegaciones expresaron que 
eran de la opinión de que los términos ge­
nerales de la declaración no eran ajustados 
para una Convención y sugirieron que se 
debía pensar en medidas más específicas 
para la protección del niño.

Proyecto de Declaración 
sobre Intolerancia Religiosa

Su consideración estuvo a cargo de otro 
grupo de trabajo. Por primera vez desde 
que la Comisión comenzó su trabajo en 
esta materia en 1975, se aprobaron tres 
artículos, que fueron adoptados luego por 
la Comisión.

Proyecto de Declaración 
sobre Derechos de las Minorías

El delegado de Yugoslavia tomó a su car­
go la revisión de su proyecto de Declara­
ción sobre Derechos de las Minorías, a la 
luz de los comentarios efectuados por va­
rias delegaciones en las reuniones de otro 
grupo de trabajo. Entretanto, se solicitó a 
la Subcomisión que efectúe comentarios 
sobre este proyecto de declaración.

Protección de Detenidos y  Prisioneros

El proyecto de Un Conjunto de Princi­
pios para la Protección de todas las personas

sometidas a cualquier forma de Detención 
o Prisión fue aprobado por unanimidad y el 
Consejo Económico y Social acordó enviar­
lo a todos los gobiernos solicitándoles que 
presenten sus comentarios al Secretario Ge­
neral antes de la próxima reunión de la 
Asamblea General. Hay, por lo tanto, una 
buena perspectiva de que este importante 
documento, cuyo contenido fue extractado 
en la Revista CIJ Nos. 20-21 pág. 81, sea 
aprobado a fines del año.

Derechos de los No-nacionales

El proyecto de Declaración de los Dere­
chos de los individuos que no son naciona­
les del país en que viven, preparado por la 
Baronesa Elles del Reino Unido, también 
fue aprobado por consenso y sometido al 
ECOSOC para ser remitido a la Asamblea 
General.

Violaciones de los derechos humanos

Las violaciones de los derechos humanos 
fueron objeto de largos debates durante las 
reuniones plenarias, algunas públicas y 
otras privadas. Inevitablemente las discusio­
nes sobre estos temas fueron politizadas y 
las decisiones a que se llegó estuvieron in­
fluenciadas fundamentalmente por conside­
raciones de índole política.

Palestina

Se examinó una vez más, la cuestión de 
la violación de los derechos humanos en los 
territorios árabes ocupados, conjuntamente 
con el derecho a la libre determinación de 
los pueblos. La discusión fue prolongada y 
condujo a la adopción de una resolución 
que condena las prácticas israelíes y llama a 
aplicar el Convenio No. 4 de Ginebra; en



cierta medida en términos similares a las de 
los años anteriores. La comisión también 
decidió enviar un telegrama al Gobierno de 
Israel, urgiéndole el cese de la “represión y 
tortura sistemáticas”. Fue rechazada la soli­
citud de que se defiriera la votación por 24 
horas (que hubiera permitido una respuesta 
a las acusaciones que se planteaban).

Se discutió el estudio del Sr. Aureliu 
Cristescu, relator especial de la Subcomi­
sión sobre desarrollo histórico y actual del 
derecho a la libre determinación. El infor­
me expresaba la idea de que el derecho a la 
libre determinación es un derecho básico, 
necesario para el ejercicio de todos los de­
más derechos humanos, y algunos represen­
tantes concluyeron que este derecho tiene 
las características del “ius cogens” . Se 
adoptaron dos resoluciones, una reafirman­
do el derecho inalienable del pueblo de Pa­
lestina a la libre determinación y otra reite­
rando el apoyo de la Comisión a la lucha de 
los pueblos sometidos a dominación colo­
nial o a cualquier otra forma de domina­
ción u ocupación extranjera, en especial los 
pueblos de Namibia, Zimbabwe y Sudáfrica.

Sudáfrica

El grupo especial de expertos sobre Afri­
ca Meridional, en la introducción de su in­
forme, describe la situación en esta región 
como de “intensificación de la represión 
política y del intento de expansión del 
apartheid". Teniendo en cuenta el deterio­
ro de la situación, la Comisión decidió au­
mentar su acción anti apartheid. Solicitó a 
la Subcomisión continuar con la prepara­
ción de una lista provisional que se presen­
tó este año por primera vez, que incluye los 
nombres de todas las personas cuyas activi­
dades constituyen asistencia a los regíme­
nes colonialistas y racistas de Sudáfrica. En 
otra resolución se hizo un nuevo llamado a 
los estados a ratificar o acceder a la Con­

vención contra el Apartheid y se solicitó al 
Secretario General que invite a los estados 
partes a proponer sugerencias para el esta­
blecimiento del tribunal penal internacio­
nal establecido en la Convención.

La Comisión expresó también su reco­
nocimiento por la decisión del nuevo Go­
bierno de Irán de romper relaciones y cesar 
el suministro de petróleo a Sudáfrica.

Se adoptó una recomendación del grupo 
especial de expertos proponiendo que el 
“ECOSOC pida a la Asamblea General que 
haga estudiar la legitimidad del gobierno 
sudafricano, en vista de su política de apar­
theid y sobre todo de su negativa sistemá­
tica a aplicar los Principios de la Carta de 
las Naciones Unidas, del derecho de gentes 
y de la declaración sobre los principios de 
derecho internacional referentes a las rela­
ciones de amistad y a la cooperación entre 
los Estados de conformidad con la Carta de 
las Naciones Unidas, para luego deducir to ­
das las consecuencias de hecho y de dere­
cho". Esta propuesta de estudiar la legiti­
midad de un gobierno es una de las decisio­
nes más significativas del período de sesio­
nes de 1979 de la Comisión. Es la primera 
vez que un órgano de ONU llega a tomar 
una decisión de este tipo. A pesar de que 
los términos de la resolución lo presenta 
como una consecuencia de la negativa de 
Sudáfrica a aplicar los Principios de la Car­
ta, fue precisamente su conformidad con la 
Carta lo que fue cuestionado por parte de 
algunos delegados. De acuerdo con el repre­
sentante de USA (que votó contra la reso­
lución conjuntamente con Francia y la Re­
pública Federal de Alemania, y la absten­
ción de algunos países), dicha propuesta 
“podría debilitar el principio de no inge­
rencia en los asuntos internos" establecido 
en el artículo 2(7) de la Carta. Detrás de 
esta decisión jurídica hay también una 
cuestión política. Algunos representantes 
consideraron que “podrían sobrevenir re­
sultados graves e imprevisibles", tal vez



ante al temor de que, luego de Sudáfrica, el 
tema de la legitimidad de un gobierno, que 
es un concepto novel en derecho interna­
cional, pudiera ser aplicado con consecuen­
cias disturbantes a otros países.

Chile

Al grupo de trabajo sobre Chile, de la 
Comisión — otro de los países cuya situa­
ción de los derechos humanos es regular­
mente examinada por la Comisión — se le 
permitió el año pasado, por primera vez, vi­
sitar e investigar la situación dentro del 
país. En su informe, si bien agradece la co­
operación del gobierno chileno y nota cier­
tos progresos en la situación, de todas for­
mas condena que se sigan produciendo se­
rias violaciones de los derechos humanos, 
aunque a escala más reducida. Estas viola­
ciones incluyen detenciones por motivos 
políticos, desapariciones de personas, ma­
los tratos y tortura, y la represión y priva­
ción de derechos a los indígenas Mapuches. 
La Comisión expresó su horror ante el des­
cubrimiento en una mina abandonada en 
Lonquen, en diciembre de 1978, de los ca­
dáveres de personas que habían sido arres­
tadas hace algunos años por las autoridades 
de seguridad. Información detallada de esta 
atrocidad fue proporcionada en un docu­
mento presentado por la Comisión Interna­
cional de Juristas.

El Secretario General de la CIJ realizó 
también una intervención verbal analizando 
el proyecto de Constitución preparado por 
la comisión Ortuza, designada por el Gene­
ral Pinochet. Demostró que a pesar de las 
supuestas garantías de los derechos huma­
nos, las disposiciones referentes al Consejo 
de Seguridad Nacional, al Tribunal Consti­
tucional y a la Corte Suprema y las disposi­
ciones sobre estados de excepción, asegu­
ran que la actual élite dominante en Chile, 
pueda de acuerdo a esta Constitución,

“continuar la vía del régimen militar tal co­
mo lo ha hecho éste hasta ahora en Chile”, 
luego del golpe de 1973. También se refirió 
a los desaparecidos en Chile, enfatizando 
que este problema existe por lo menos en 
otros 5 países de América Latina.

La Comisión decidió para el futuro, re­
emplazar el grupo de trabajo ad-hoc sobre 
Chile por un Relator Especial y designar 
dos expertos para estudiar la suerte que co­
rrieron las personas desaparecidas en Chile. 
Esta última resolución tuvo algunas obje­
ciones, en especial del delegado de Austra­
lia, quien expresó que el problema de los 
desaparecidos debería ser tratado en forma 
más general y no limitado solamente a los 
desaparecidos en Chile.

Graves violaciones

La Comisión dedicó un número excep­
cional de reuniones a la consideración de 
las comunicaciones en que se denuncian 
“un cuadro persistente de graves violacio­
nes de los derechos humanos” , presentadas 
de acuerdo al procedimiento confidencial 
de la Resolución 1503. El año pasado la 
Comisión anunció los nombres de los paí­
ses respecto de los cuales se había decidido 
tomar alguna acción, de acuerdo al procedi­
miento confidencial. Hizo ésto para impe­
dir el debate sobre estos países durante la 
sesión pública.

Durante mucho tiempo se sostuvo que 
ningún gobierno representado en la Comi­
sión está autorizado a iniciar debate públi­
co sobre una situación particular. Sin em­
bargo, el Reino Unido el año anterior plan­
teó públicamente la situación de Kampu- 
chea Democrática y este año Cuba inició la 
discusión pública sobre Nicaragua y Guate­
mala. El punto que aún no fue resuelto es 
si se podría hacer referencia en la sesión 
pública o en qué momento de ella, a los ca­
sos que han sido señalados a la atención de 
la Comisión, de acuerdo al procedimiento



de comunicaciones confidenciales. El pro­
blema se presentó en 1977 cuando el dele­
gado del Reino Unido, descontento con la 
acción tomada por la Comisión de acuerdo 
al procedimiento confidencial respecto a 
Uganda, trató de plantear la cuestión nue­
vamente en la sesión pública. Fue frustrado 
en su objetivo por la decisión de la Comi­
sión de pasar nuevamente a sesión privada. 
Fue este incidente que condujo a la deci­
sión de 1978, de anunciar la lista de países 
sobre los cuales se tomaría alguna acción 
de acuerdo a la Resolución 1503. A su vez 
ésto condujo a una nueva dificultad. En 
una serie de casos, los países seleccionados 
por la vía del procedimiento confidencial 
habían simplemente respondido con una 
mera negativa a la solicitud de la Comisión 
de efectuar comentarios sobre las denun­
cias contenidas en las comunicaciones. Por 
lo tanto negaron toda cooperación a la Co­
misión. Ello produjo que para la Comisión 
sea virtualmente imposible continuar por 
esta vía cualquier tipo de encuesta o inves­
tigación. Las veces que ésto ha pasado, las 
normas de la confidencialidad sirven sola­
mente para proteger de una discusión pú­
blica a los gobiernos implicados.

Este año la Comisión empezó un proce­
dimiento nuevo al anunciar la decisión de 
que, frente al caso de Guinea Ecuatorial, la 
situación en ese país podía ser ahora objeto 
de discusión en sesión pública, porque el 
gobierno de ese país se había negado a coo­
perar con la Comisión. La importancia de 
esta decisión, aparte de su interés con res­
pecto a la situación concreta, es que la Co­
misión se ha armado ahora con un impor­
tante medio de persuasión, para que los go­
biernos cooperen en forma más constructi­
va con ella y por lo tanto se refuerce el pro­
cedimiento.

El Presidente de la Comisión anunció 
nuevamente nueve casos que estaban sien­
do considerados de acuerdo al procedi­
miento confidencial. Ellos eran los ocho

países anunciados el año precedente (Boli- 
via, Corea del Sur, Etiopía, Indonesia, 
Malawi, Paraguay, Uganda y Uruguay) y un 
nuevo caso: Birmania. No se comunicó la ac­
ción emprendida con respecto a estos nue­
ve casos. De acuerdo a algunos observado­
res no ha sido, sin embargo, suficientemen­
te fuerte. Parecería que en cierto momento 
los miembros pensaron tomar acciones más 
enérgicas con respecto a algunos de los ca­
sos, pero luego la aplicación del principio 
del “tratamiento equitativo" (que significa 
que los casos similares deben ser tratados 
de forma similar y dentro de un balance re­
gional equitativo) los inclinó a un cambio 
en sus propuestas. Sintieron que en rela­
ción con estos casos no podían tomar ac­
ciones más fuertes que las que tomaron en 
otros casos igualmente graves, pero con res­
pecto a los cuales, generalmente por razo­
nes políticas no pudieron ponerse de acuer­
do sobre ninguna acción más enérgica. En 
este sentido, la sugerencia de que no fueran 
aplicados “diferentes standards”, condujo a 
un debilitamiento de la acción de la Comi­
sión en defensa de los derechos humanos.

Durante la sesión pública una organiza­
ción no gubernamental describió la situa­
ción en Guinea Ecuatorial, haciendo refe­
rencia a la existencia de campos de concen­
tración, asesinatos y torturas masivas, entre 
otras violaciones de los derechos humanos. 
Esta situación fue condenada por una serie 
de delegaciones y se aprobó una resolución 
autorizando al Presidente de la Comisión 
a designar un relator especial para llevar a 
cabo un “estudio en profundidad” de la si­
tuación y presentar un informe en el próxi­
mo período de sesiones.

Varias situaciones fueron planteadas pú­
blicamente. Se acordó que el debate sobre 
Chipre fuera pospuesto hasta el año próxi­
mo. La situación en Nicaragua fue plantea­
da por Cuba y Venezuela. La resolución 
adoptada por la Comisión -  calificada por 
el representante nicaragüense como una



‘‘monstruosidad legal” -  condenó la viola­
ción de derechos humanos y libertades fun­
damentales por parte de las autoridades de 
ese país y solicitó al Secretario General que 
presentara un informe sobre la situación en 
el próximo período de sesiones.

La propuesta de enviar un telegrama al 
gobierno de Guatemala condujo a una dis­
cusión, iniciada por Colombia y apoyada 
especialmente por Austria y Estados Uni­
dos, sobre la necesidad de establecer un cri­
terio para decidir en qué casos se debe en­
viar un telegrama urgente a un país. No 
obstante, este asunto quedó sin resolver. 
Luego que el representante de Guatemala 
aseguró que su gobierno estaba “actuando 
con la debida diligencia” en relación con el 
caso que preocupaba a la Comisión, v.g. el 
asesinato del Dr. A. Fuentes Mohr, la Co­
misión resolvió sin votación, enviar un tele­
grama propuesto por Colombia y Perú. En 
él se toma nota con satisfacción de la decla­
ración del gobierno de Guatemala de actuar 
en este asunto y se expresa el deseo de reci­
bir información sobre el caso, antes del 
próximo período de sesiones.

Los protagonistas en la cuestión del Sa­
hara Occidental propusieron otros dos pro­
yectos de resolución. Ello dio oportunidad 
a que numerosas delegaciones y algunas 
ONG expresaran su preocupación e indigna­
ción ante la violación del derecho a la libre 
determinación del pueblo Sahárico. Tam­
bién se hizo referencia a las denuncias de 
las prácticas de las fuerzas marroquíes, que 
incluyen tortura, desaparición de personas 
y malos tratos a los prisioneros y a la po­
blación civil. Ninguna de estas resoluciones 
fue votada, ya que las partes opositoras 
acordaron retirarlas con el entendido de 
que la cuestión sería debatida durante el 
próximo período de sesiones.

En su anterior período de sesiones, la 
Comisión solicitó a la Subcomisión consi­
derar la documentación presentada ante la 
Secretaría, con referencia a Kampuchea

Democrática y posteriormente informar a 
la Comisión.

En consecuencia, el Presidente de la 
Subcomisión, Sr. Abdelwahab Bouhdiba en 
un discurso remarcable presentó un infor­
me amplio y claro de las terribles violacio­
nes de derechos humanos que tuvieron 
lugar durante el régimen de Pol Pot. Enu­
meró las violaciones que habían sido clara­
mente establecidas en la vasta documenta­
ción recibida de gobiernos y organizaciones 
no gubernamentales, entre ellas de la Comi­
sión Internacional de Juristas. Esta lista 
comprende entre otras violaciones, la de­
portación masiva forzada de las ciudades 
hacia el campo, sin ninguna consideración 
de edad o condición física; trabajos forza­
dos; limitaciones importantes a la libertad 
de movimiento; tortura y la “eliminación” 
de varias categorías de personas.

Surgió entonces una situación peculiar. 
El gobierno objeto de acusación había sido 
expulsado por la invasión vietnamita, pero 
era aún el gobierno reconocido por todos, 
salvo cuatro de los gobiernos representados 
en la Comisión.

Entre los cuatro estaba el gobierno de la 
URSS, que se había opuesto el año anterior 
a la propuesta del Reino Unido que solici­
taba una investigación de la situación en 
Kampuchea Democrática; entretanto la 
expedición punitiva de China contra 
Vietnam había comenzado. La perspectiva 
de un debate sobre este tema permitió que 
por primera vez apareciera ante la Comi­
sión un observador de la República Popular 
de China. Una serie de países, en especial 
del grupo occidental, estaban ansiosos de 
discutir el informe de la Subcomisión, pero 
se opuso a ello fuertemente la URSS y otra 
serie de Estados.

Finalmente la Comisión resolvió con 10 
votos en contra y 2 abstenciones, no consi­
derar el asunto hasta el año próximo. Apar­
te de los fundamentos esta fue una decisión 
desafortunada, ya que el admirable informe



de la Subcomisión hubiera abierto un pro­
cedimiento valioso y nuevo para tratar si­
tuaciones de violaciones graves de los dere­
chos humanos.

Desapariciones

Tal vez el asunto que causó más desilu­
sión en este período de sesiones fue el fra­
caso de la Comisión en tomar alguna ac­
ción, además de con respecto a Chile, en re­
lación con lo que actualmente es la peor y 
más expandida de las violaciones de dere­
chos humanos, o sea el fenómeno de las 
“personas desaparecidas” . Estas son perso­
nas que todo hace suponer fueron arresta­
das por autoridades de seguridad de sus 
países, que luego desaparecen sin dejar ras­
tros y que dichas autoridades niegan haber­
las arrestado. En algunos casos sus cuerpos 
fueron posteriormente descubiertos. Como 
señaló el Secretario General de la CIJ ante

la Comisión, actualmente existen por lo 
menos seis países latinoamericanos en 
donde hay un número substancial de perso­
nas desaparecidas. En el caso de Argentina, 
se presentó una lista a la Comisión, de más 
de 4000 casos documentados, y se cree que 
existen muchos más. A pesar de la solicitud 
de la Asamblea General a la Comisión (Re­
solución 33/173 del 20 de diciembre de 
1978) de que considerara la cuestión con 
miras a hacer recomendaciones para la in­
vestigación y prevención de tales hechos, la 
delegación de Canadá no consiguió el apo­
yo suficiente para proponer la designación 
de un relator especial sobre este problema.

Afortunadamente el asunto ha sido con­
siderado desde entonces por el ECOSOC, 
quién decidió solicitar a la Subcomisión 
que considerara el tema con miras a propo­
ner recomendaciones generales a la Comi­
sión de Derechos Humanos, en su próximo 
período de sesiones. A su vez solicitó a la 
Comisión la consideración del asunto con 
carácter prioritario.

Aplicación de los Convenios de la OIT: 
el caso checoslovaco

La Oficina Internacional del Trabajo 
(OIT) ha establecido una serie de procedi­
mientos para la aplicación de los Convenios 
de la OIT, procedimientos que pueden ubi­
carse entre los más efectivos en materia de 
protección internacional de los derechos 
humanos. Una de las razones de su efectivi­
dad radica en la estructura tripartita de di­
cha organización, en donde empleadores, 
representantes sindicales y gubernamenta­
les participan con igualdad de derechos en 
todos los niveles.

Comisión de Aplicación de 
Convenios y  Recomendaciones

El tema que nos interesa tratar es el de 
los diferentes procedimientos de quejas, 
pero primeramente haremos mención a la 
Comisión de Aplicación de Convenios y 
Recomendaciones. Esta comisión, com­
puesta de expertos independientes y de alto 
nivel, examina las medidas adoptadas por 
los miembros para dar efecto a las disposi­
ciones de los convenios en que sean parte.



También examina decisiones judiciales, co­
mentarios provenientes de organizaciones 
de empleadores y trabajadores, informacio­
nes recibidas en las deliberaciones de la 
Conferencia Internacional del Trabajo y los 
informes de las visitas de inspección a los 
estados miembros. Los informes de esta 
Comisión, publicados y discutidos por un 
Comité Tripartito de la Conferencia Inter­
nacional del Trabajo de la OIT, comentan 
en forma estrictamente legal y políticamen­
te imparcial, de qué manera los gobiernos 
cumplen con las obligaciones asumidas en 
virtud de los convenios.

Procedimientos de quejas

Existen tres procedimientos para exami­
nar las denuncias de violaciones específicas 
de las disposiciones de los convenios. Estos 
procedimientos se inician por reclamacio­
nes y quejas.

En primer lugar, están las llamadas “re­
clamaciones" de acuerdo con el artículo 24 
de la Constitución de la OIT. Este procedi­
miento que se refiere a la aplicación de los 
convenios de la OIT en aquellos países que 
los han ratificado, será descripto en forma 
detallada al hacer referencia específica al 
caso planteado por la Confederación Inter­
nacional de Organizaciones Sindicales 
Libres contra Checoslovaquia.

En segundo lugar existe un procedimien­
to de "quejas" de acuerdo con el artículo 
26 de la Constitución de la OIT, que se re­
fiere también a la aplicación de los conve­
nios por parte de los estados que los han ra­
tificado. De acuerdo con este procedimien­
to cualquier estado miembro puede presen­
tar ante la Oficina Internacional del Traba­
jo una queja contra otro estado miembro 
que, a su parecer, no haya adoptado medi­
das para el cumplimiento satisfactorio de 
un convenio que ambos ratificaron. Las 
quejas también pueden ser presentadas por

un delegado a la Conferencia Internacional 
del Trabajo, incluyendo los delegados de 
los trabajadores y de los empleadores. El 
Consejo de Administración puede comuni­
car la queja al gobierno interesado y si no 
recibe una respuesta satisfactoria, podrá 
nombrar una comisión de encuesta encarga­
da de estudiar la cuestión planteada, infor­
mar al respecto y hacer recomendaciones. 
Cuando se plentee el problema de designar 
una comisión de encuesta o de hacer públi­
ca la queja junto con la respuesta del go­
bierno -  si es que existe -  el gobierno inte­
resado tiene derecho a designar un delega­
do para que participe en las deliberaciones, 
antes de que se tome una decisión. El Con­
sejo de Administración puede también, en 
lugar de designar una comisión de encuesta, 
buscar una solución a través de contactos 
directos con el gobierno interesado, para 
llevar a cabo una visita al país, a cargo de 
un experto independiente.

En tercer lugar, existe un procedimiento 
para plantear quejas de violaciones de dere­
chos sindicales. A diferencia del procedi­
miento anterior, estas denuncias pueden ser 
hechas no solamente por los gobiernos sino 
también por organizaciones de trabajadores 
y de empleadores, cuando consideren que 
un gobierno no cumple de manera satisfac­
toria con un convenio de la OIT. Otra dife­
rencia con el procedimiento anterior es que 
en este caso no interesa que el gobierno 
contra el que se hace la denuncia haya o no 
ratificado el convenio en cuestión. Este 
procedimiento se basa en decisiones adop­
tadas por consenso por la OIT y por el 
Consejo Económico y Social de Naciones 
Unidas en 1950.

El Consejo de Administración de la OIT 
puede remitir estas quejas a la Comisión de 
Investigación y de Conciliación en Materia 
de Libertad Sindical con el consentimiento 
del gobierno interesado, o al Comité de L i­
bertad Sindical. Este comité está integrado 
por nueve miembros con igual número de



representantes gubernamentales, trabajado­
res y empleadores y con un presidente inde­
pendiente. Está facultado para examinar las 
quejas, e informar al Consejo de Adminis­
tración, haciendo recomendaciones. Sus in­
formes son generalmente publicados en el 
Boletín Oficial de la OIT. Este comité se 
encuentra actualmente examinando una 
queja relativa a violaciones de derechos sin­
dicales en la URSS; y también examina 
otra relativa a la no observancia por Argen­
tina del Convenio No. 87 de Libertad Sin­
dical y Protección del Derecho de Sindica­
ción.

Procedimiento de reclamación

Este procedimiento se basa en dos dis­
posiciones de la Constitución de la OIT, los 
artículos 24 y 25 y en las disposiciones re­
glamentarias sobre discusión de reclamacio­
nes, adoptadas por el Consejo de Adminis­
tración el 8 de abril de 1932, con las en­
miendas introducidas el 5 de febrero de 
1938.

De acuerdo al artículo 24, cualquier or­
ganización de trabajadores o de empleado­
res puede presentar una reclamación a la 
OIT cuando considere que un Estado Miem­
bro no ha adoptado medidas para el cum­
plimiento satisfactorio, dentro de su juris­
dicción, de un convenio en que dicho Esta­
do sea parte.

En primer lugar, el Consejo de Adminis­
tración envía la reclamación a un comité 
ad-hoc compuesto de tres de sus miembros, 
uno del grupo gubernamental, otro del em­
pleador y un tercero del trabajador. Se ex­
cluye toda representación del estado inte­
resado y de la organización profesional que 
presentó la reclamación. Este comité pre­
senta un informe al Consejo de Administra­
ción, con recomendaciones sobre las medi­
das a tomar.

Actuando con facultades delegadas por

el Consejo de Administración, el comité 
considera en primer lugar la admisibilidad 
formal de la denuncia. Si la acepta, exami­
na entonces el fondo del asunto. Si no la 
considera bien fundada, puede declarar el 
cierre del caso. Por otra parte, si considera 
la reclamación digna de mérito, puede co­
municarla al gobierno interesado, con o sin 
una invitación expresa para responder en 
forma escrita. El comité también puede so­
licitar a la organización denunciante que 
proporcione información complementaria.

Si, luego de considerar el informe del 
Comité, el Consejo de Administración con­
sidera que el gobierno no ha respondido 
“en un plazo prudencial" o que su respues­
ta no es “satisfactoria”, puede decidir "ha­
cer pública la reclamación y, en su caso, la 
respuesta recibida”. En ambos casos, debe 
invitar al gobierno interesado a enviar un 
representante para que tome parte en las 
discusiones del caso (pero sin derecho de 
voto).

El caso Checoslovaco

El 27 de enero de 1977 se presentó una 
reclamación a la OIT en nombre de la Con­
federación Internacional de Organizaciones 
Sindicales Libres (CIOSL). Se alegaba el no 
cumplimiento por parte de Checoslovaquia 
del Convenio No. 111 sobre Discrimina­
ción en Materia de Empleo y Ocupación, 
de 1958. Este Convenio fue ratificado por 
Checoslovaquia, entrando a regir para ese 
país a partir del 21 de enero de 1965. La 
reclamación señalaba que el gobierno no 
daba cumplimiento a sus obligaciones con­
traídas en virtud del Convenio de 1958 y 
que violaba otros derechos humanos funda­
mentales, inclusive el derecho al trabajo. Se 
citaban los nombres de numerosos trabaja­
dores que presuntamente habían sido dis­
criminados en sus trabajos, o habían sufri­
do medidas de represión, incluyendo desti­



tuciones injustas. Se citaba en concreto el 
caso de los autores o firmantes de la Carta 
77, manifiesto que buscaba informar a la 
opinión pública las violaciones de los dere­
chos humanos en Checoslovaquia. En la re­
clamación, la CIOSL solicitaba al Consejo 
de Administración la designación de una 
comisión de encuesta para investigar esta 
situación que describía como grave. La pri­
mera parte del procedimiento siguió su cur­
so durante poco más de un año. En primer 
lugar, el Director de la OIT comunicó la de­
nuncia al Consejo de Administración, el 
que designó un Comité ad-hoc para estu­
diar la situación e informar sobre las medi­
das a tomar. Dicho Comité estuvo integra­
do por el Sr. Héctor Griffin de Venezuela 
(miembro gubernamental y Presidente) y 
los Señores G. Polites y H. Maier en sus ca­
lidades de miembro empleador y trabajador 
respectivamente. En su primera reunión, 
adoptó tres decisiones: declaró procedente 
la reclamación, invitó a los autores de la de­
nuncia a proporcionar más información al 
respecto e invitó al gobierno de Checoslo­
vaquia a presentar una respuesta antes del 
30 de setiembre de 1977.

La CIOSL en respuesta, presentó al Co­
mité un documento en el que describe la si­
tuación con abundantes detalles, acompa­
ñando pruebas tales como copias de cartas 
de despido y una enumeración de medidas 
tomadas contra los firmantes y sostenedo­
res del Manifiesto Carta 77. Un mes des­
pués de la fecha indicada, el Gobierno de 
Checoslovaquia respondió al Comité sólo 
para anunciarle que el problema planteado 
en la denuncia estaba aún siendo examina­
do. El Comité decidió entonces extender el 
plazo límite para la respuesta hasta el 15 de 
enero de 1978, pero recién el 6 de febrero 
de 1978 llegó a la  OIT la respuesta del go­
bierno. En ella rechazaba todas las acusa­
ciones y calificaba como infundada la recla­

mación, así como la aplicación por la OIT 
de los procedimientos especiales previstos 
por los artículos 24 y 25 de la Constitución. 
En un último intento para agotar todos los 
medios, antes de redactar su informe, el 
Comité llamó la atención del gobierno che­
coslovaco sobre el carácter excesivamente 
vago de su respuesta y lo invitó nuevamen­
te a presentar observaciones complementa­
rias. Sin embargo, el gobierno respondió 
que sus observaciones eran claras y sufi­
cientemente exhaustivas, indicando que no 
tenía nada que agregar. En su informe al 
Consejo de Administración, el comité dijo 
que consideraba que la declaración del Go­
bierno de Checoslovaquia estaba hecha en 
términos muy generales y que no consti­
tuía una respuesta adecuada a la denuncia 
concreta formulada en la reclamación, con 
respecto a los despidos con o sin aviso pre­
vio, y a otras medidas que habían afectado 
la relación de trabajo. En consecuencia, el 
comité consideró la respuesta del gobierno 
como no satisfactoria y recomendó al Con­
sejo de Administración:
-  que decida abrir el debate de acuerdo al 

artículo 25 (publicación de la reclama­
ción y la respuesta dada a la misma por 
el gobierno interesado), y

-  que invite al gobierno a enviar un repre­
sentante para tomar parte en las delibe­
raciones.

Las deliberaciones tuvieron lugar en no­
viembre de 1978. A raíz de esta reunión, el 
Consejo de Administración decidió darle 
publicidad al asunto de acuerdo al artículo 
25. La reclamación de la CIOSL, la respues­
ta del Gobierno de Checoslovaquia y el in­
forme del Comité ad-hoc al Consejo de 
Administración fueron conjuntamente pu­
blicados en el Boletín Oficial de la OIT 
(Vol. LXI, 1978, Serial A, No. 3).

Esta no es la primera vez que se hace 
una publicación de este tipo. Por ejemplo, 
en 1972, se publicó una reclamación hecha



por la Confederación General de la Agricul­
tura Italiana, referente a la no observancia 
del Convenio No. 88, sobre Organización 
del Servicio del Empleo, y la respuesta pro­
porcionada por el Gobierno de Italia. Sin 
embargo, la publicación no fue el resultado 
de una decisión formal del Consejo de Ad­
ministración de acuerdo con el artículo 25, 
sino que se hizo luego que el caso había 
sido declarado cerrado, en razón de la de­
nuncia por parte del Gobierno Italiano del 
Convenio en cuestión.

Por lo tanto, el caso checoslovaco no 
tiene precedente. Es la primera vez que una 
reclamación, la respuesta y el informe del 
comité ad-hoc se publican en virtud de una 
decisión formal del Consejo de Administra­
ción, de acuerdo al desarrollo del procedi­
miento. Este caso está lejos de cerrarse, ya 
que el Consejo de Administración en el pe­
ríodo de sesiones de noviembre de 1978 
decidió remitir el asunto a la Comisión de 
Aplicación de Convenios y  Recomendacio­
nes para su ulterior examen (organismo 
permanente que mencionamos al principio 
del artículo). Esta Comisión se reunió en 
marzo de 1979, estudió el caso y formuló 
comentarios que serán enviados a la próxi­
ma Conferencia Internacional del Trabajo 
de la OIT, de junio de 1979. El Gobierno 
checoslovaco justifica el despido de los fir­
mantes de la Carta 77, en virtud de los artí­
culos 46 y 53 de su Código del Trabajo. 
Esos artículos permiten el despido cuando 
un trabajador demuestra incompetencia 
para realizar su trabajo o cuando su perma­

nencia en él puede poner en peligro la segu­
ridad del Estado, o la realización de las ta­
reas de la empresa que lo emplea. Los co­
mentarios de la Comisión de Expertos fue­
ron los siguientes: “En relación con las ob­
servaciones anteriores, la Comisión recuer­
da que las medidas autorizadas por el Con­
venio con respecto a la seguridad del Esta­
do o los requisitos para el desempeño de 
ciertos trabajos, no deben ser aplicadas en 
forma tal que entren en conflicto con la 
protección fundamental prevista en el Con­
venio contra la discriminación en el traba­
jo, basada en opiniones políticas. Por lo 
tanto, pide al gobierno que indique las me­
didas tomadas o contempladas para asegu­
rar que todas las sanciones previamente im­
puestas, en base a razones incompatibles 
con esta protección, sean debidamente con­
sideradas a la luz de las disposiciones del 
Convenio. La Comisión también espera que 
el gobierno tome todas las medidas necesa­
rias para garantizar más efectivamente, que 
las disposiciones de las leyes nacionales en 
este campo, no se apliquen por razones que 
son incompatibles con la protección esta­
blecida en el Convenio, con respecto a la 
eliminación de la discriminación por moti­
vo de opiniones políticas” . Los expertos pi­
dieron al Gobierno de Checoslovaquia que 
presentara su respuesta a la Conferencia 
Internacional del Trabajo en su período de 
sesiones de junio de 1979, donde la cues­
tión será debatida en la Conferencia Tripar­
tita, por la Comisión de Aplicación de Con­
venios y Recomendaciones.



ARTICULOS

Cómo hacer eficaz la Convención contra la Tortura: 
un proyecto de Protocolo Facultativo

por
Niall MacDermot *

En 1977 la Asamblea General de N.U. 
solicitó a la Comisión de Derechos Huma­
nos de N.U. que preparara un proyecto de 
Convención Internacional contra la Tortura 
y otras Penas o Tratos Crueles, Inhumanos 
o Degradantes.

En la sesión de dicha Comisión celebra­
da en 1978, el gobierno de Suecia presentó 
un proyecto de Convención. Este proyecto, 
junto con otro preparado por la Asociación 
Internacional de Derecho Penal, fue estu­
diado por un Grupo de Trabajo de la mis­
ma Comisión, en sus sesiones de 1978 y 
1979. Las discusiones del Grupo de Traba­
jo han sido constructivas y parecería que 
todos los países representados en la Comi­
sión están verdaderamente interesados en 
llegar a un acuerdo sobre el proyecto. Desa­
fortunadamente, debido al apremio de 
otros asuntos, el tiempo asignado al grupo 
de trabajo ha sido muy limitado, por lo 
cual éste sólo ha podido examinar hasta 
ahora 4 artículos del proyecto de Conven­
ción. Sin embargo, el grupo de trabajo de­
berá reunirse durante una semana inmedia­
tamente antes de la sesión de la Comisión 
en 1980. Se espera que en esa ocasión se 
logre un avance considerable y que se lle­
gue a un acuerdo, por lo menos en cuanto 
a las restantes propuestas de fondo para la 
prevención y represión de la tortura. Posi­
blemente no se llegará a los artículos relati­

vos a la puesta en ejecución de la Conven­
ción, antes de 1981.

La puesta en ejecución, o implementa- 
ción según el término usado en Naciones 
Unidas, constituye el meollo de la Conven­
ción. Es bien sabido que los gobiernos se 
han mostrado en general renuentes a adop­
tar medidas eficaces para la implementa- 
ción internacional de los pactos y conven­
ciones de derechos humanos, y los proce­
dimientos existentes con frecuencia resul­
tan aun menos eficaces, debido a las tácti­
cas dilatorias y a las trabas opuestas por los 
gobiernos afectados. Tanto el gobierno 
Sueco como la Asociación Internacional de 
Derecho Penal pensando que es el camino 
apropiado, han propuesto procedimientos 
de informes, comunicaciones o investiga­
ciones, siguiendo el modelo de los procedi­
mientos incorporados a convenciones ya vi­
gentes.

La Comisión Internacional de Juristas 
considera que si hay un asunto sobre el 
cual pueda lograrse acuerdo para obtener 
un medio más eficaz de implementación, 
ese asunto debe ser el de la tortura. De con­
formidad, la Comisión ha propuesto un 
Proyecto de Protocolo Facultativo a la 
Convención contra la Tortura. Se basa en 
propuestas inicialmente formuladas por un 
abogado suizo, el señor Jean-Jacques 
Gautier. La propuesta, en breve, consiste

* Secretario General de la Comisión Internacional de Juristas



en que aquellos Estados que estén dispues­
tos a aceptar el procedimiento, constitui­
rían un Comité de expertos que estaría fa­
cultado para enviar delegados en visitas tan­
to  ordinarias como extraordinarias (en este 
último caso, cuando las circunstancias lo 
exijan), a cualquier lugar de detención si­
tuado en un territorio sujeto a la jurisdic­
ción de aquellos Estados. Posteriormente, 
el Comité presentaría un informe confiden­
cial al gobierno respectivo.

A continuación se comparan las pro­
puestas de implementación contenidas en 
el Proyecto de Convención del Gobierno 
Sueco, en el Proyecto de Convención de la 
Asociación Internacional de Derecho Penal 
y en el proyecto de Protocolo Facultativo 
de la Comisión Internacional de Juristas.

Las propuestas suecas

El proyecto de convención del gobierno 
sueco propone tres métodos de implemen­
tación.

En primer lugar, en su artículo 16 pro­
pone un sistema de informes que los Esta­
dos Partes deberán presentar al Comité de 
Derechos Humanos establecido por el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos. Tales informes señalarían las me­
didas tomadas para suprimir y castigar la 
tortura. Los Estados Partes deben presen­
tar los informes “cuando así lo solicite” el 
Comité, y éste debe examinarlos según los 
procedimientos establecidos en el Pacto y 
en el reglamento del Comité. Es decir, el 
Comité los examinará y luego los transmiti­
rá a los Estados Partes con los comentarios 
generales que estime oportunos. Podrá tam­
bién transmitirlos al Consejo Económico y 
Social de las Naciones Unidas. El Comité, 
al examinar estos informes puede formular 
preguntas al representante del Estado Parte 
respectivo, y puede también solicitar infor­
mación adicional.

La segunda propuesta, incluida en el ar­
tículo 17, facultaría al Comité de Derechos 
Humanos — si recibe información de que se 
está practicando sistemáticamente la tortu­
ra en un país -  a designar a uno o más de 
sus miembros para que proceda a una inves­
tigación e informe urgentemente al Comité. 
No se establece la manera en que debe rea­
lizarse la investigación, aunque sí se propo­
ne que ella “puede incluir una visita al Es­
tado interesado, siempre que el Gobierno... 
dé su consentimiento” . No se exige que el 
gobierno ofrezca alguna facilidad a los 
miembros investigadores, como por ejem­
plo permitirles visitar los lugares de deten­
ción o hablar en privado con los prisione­
ros, o con sus abogados o con sus familia­
res. La experiencia demuestra que obtener 
el consentimiento del gobierno para una in­
vestigación de este tipo tiende a dilatar los 
procedimientos.

La tercera propuesta (artículos 18 a 20) 
consiste en que el Comité de Derechos Hu­
manos previsto por el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos, pueda reci­
bir comunicaciones en las cuales se denun­
cie que un Estado Parte no cumple con las 
obligaciones que le impone la Convención, 
siempre y cuando ese Estado Parte haya de­
clarado formalmente que acepta someterse 
a este procedimiento de comunicaciones. 
Las comunicaciones pueden ser de dos ti­
pos: las provenientes de otros Estados Par­
tes que hayan aceptado también someterse 
a este procedimiento, y las provenientes de 
individuos que aleguen ser víctimas de tor­
tura.

Estas comunicaciones se tramitarán de 
acuerdo con el reglamento del Comité de 
Derechos Humanos, que implica un largo 
examen. Como primer paso, el Comité 
debe estudiar si la comunicación es admi­
sible, lo cual puede requerir consultas adi­
cionales, como por ejemplo para determi­
nar si se han agotado todos los recursos de 
la jurisdicción interna.



Las comunicaciones de los Estados Par­
tes están sujetas a un complicado procedi­
miento de varias etapas, que incluye esfuer­
zos por llegar a una solución amistosa del 
asunto a través de un mecanismo de buenos 
oficios y por medio de una Comisión ad- 
hoc de Conciliación.

Las comunicaciones de individuos se tra­
mitarían de acuerdo con los procedimien­
tos especificados en el Protocolo Facultati­
vo del Pacto Internacional de Derechos Ci­
viles y Políticos y según el reglamento del 
Comité de Derechos Humanos. El Estado 
Parte respectivo tiene 6 meses para presen­
tar sus comentarios sobre la denuncia. 
Estos se transmiten al quejoso, quien a su 
vez puede presentar sus comentarios. Cuan­
do el Comité ha reunido la información re­
querida, o al menos la que ha podido obte­
ner, examina el asunto en sesión privada y 
luego remite sus observaciones al Estado 
Parte y al individuo denunciante. El Comi­
té carece de facultades para imponer san­
ciones o para ordenar el pago de indemni­
zaciones si concluyere que la denuncia es 
fundada. Estos procedimientos demorarían 
por lo menos un año y probablemente dos 
o más.

Finalmente, el proyecto sueco propone 
que el Comité de Derechos Humanos inclu­
ya en su informe anual a la Asamblea Gene­
ral de N.U. un resumen de sus actividades 
relativas a los varios procedimientos men­
cionados. Parece improbable que estos lle­
garan a describir casos particulares.

Varios gobiernos han planteado la cues­
tión de si es jurídicamente factible que el 
Comité de Derechos Humanos establecido 
por un tratado internacional, a saber el Pac­
to Internacional de Derechos Civiles y Polí­
ticos, sea utilizado como instrumento para 
la puesta en ejecución de otro tratado bien 
diferente, a saber la propuesta Convención 
contra la Tortura, en la cual presumible­
mente serán Partes otros Estados. El Comi­
té de Derechos Humanos no es un órgano

de Naciones Unidas. Fue creado por los 
Estados Partes en el Pacto Internacional, y 
es órgano de ellos. Esa es la realidad, aun­
que se beneficia de los servicios del perso­
nal de la División de Derechos Humanos 
del Secretariado de N.U. y sus gastos (algo 
ilógicamente) se pagan del presupuesto ge­
neral de Naciones Unidas, lo cual ha dado 
origen a protestas de un Estado que no es 
Parte en el Pacto Internacional, la Repúbli­
ca Argentina.

El Asesor Jurídico de Naciones Unidas 
ha expresado que se requerirá el consenti­
miento de cada uno de los Estados Partes 
en el Pacto Internacional de Derechos Civi­
les y Políticos para que el Comité de Dere­
chos Humanos pueda cumplir las funciones 
comentadas.

Además de los problemas jurídicos que 
resultarían de los intentos para obligar a 
este Comité a servir en dos campos, cabe 
dudar de la capacidad del Comité dé Dere­
chos Humanos para tramitar con suficiente 
diligencia las denuncias de tortura en los 
términos de la Convención, puesto que ya 
está fuertemente sobrecargado con el tra­
bajo que le impone el Pacto.

Los argumentos en favor de emplear el 
Comité de Derechos Humanos para este 
propósito, consisten en que se evitaría la 
creación de otro órgano especial, y en que 
se evitaría cualquier posible conflicto de 
jurisdicción o de jurisprudencia entre la 
puesta en ejecución de la Convención con­
tra la Tortura y la puesta en ejecución del 
artículo 7 del Pacto de Derechos Civiles y 
Políticos, que contiene una prohibición ge­
neral de la tortura.

Sin duda, sería ventajoso emplear el mis­
mo órgano si ello es posible, pero si ocasio­
na la necesidad de sesiones adicionales del 
Comité de Derechos Humanos, el ahorro fi­
nanciero puede no ser muy grande. Si la 
Convención contra la Tortura contara con 
su propio Comité, elegido por sus propios 
miembros, y encargado solamente de asun­



tos atinentes a la tortura y no de otras dis­
posiciones del Pacto, sería de esperar que 
podría ocuparse de las comunicaciones con 
mucha mayor celeridad.

La cuestión del conflicto de jurisdicción 
no parece presentar problemas insuperables 
y podría resolverse tal como hoy se hace 
con las comunicaciones dirigidas al Comité 
de Derechos Humanos en virtud del Pacto 
de Derechos Civiles y Políticos y con las 
comunicaciones dirigidas a la Comisión de 
Derechos Humanos de N.U., en virtud de 
los procedimientos por ella creados. El con­
flicto de jurisprudencia difícilmente podría 
surgir ya que ninguno de los dos organis­
mos es tribunal facultado para dictar sen­
tencias.

Las propuestas de la AIDP

La Asociación Internacional de Derecho 
Penal también propone en su proyecto de 
Convención contra la Tortura un sistema 
de informes que los Estados Partes deben 
presentar al Comité de Derechos Humanos 
creado por el Pacto Internacional de Dere­
chos Civiles y Políticos, pero precisa que el 
Comité nombraría cinco de sus miembros 
para conocer de aquellos informes y que ta­
les miembros deberán ser nacionales de 
Estados Partes en la Convención. No se 
contempla en el proyecto de la AIDP nin­
gún procedimiento de investigaciones ni de 
comunicaciones.

El Proyecto de 
Protocolo Facultativo

El proyecto de Protocolo Facultativo 
publicado por la Comisión Internacional de 
Juristas (junto con el Comité Suizo contra 
la Tortura) propone que los Estados Partes 
en el Protocolo se reúnan anualmente en 
Asamblea para:

-  nombrar un Comité internacional de ex­
pertos,

-  recibir y examinar los informes anuales
del Comité, y

-  aprobar el presupuesto.

Los gastos de administración que genere 
el Protocolo serían cubiertos por los Esta­
dos Partes en el Protocolo y no por el pre­
supuesto de Naciones Unidas. Por lo tanto 
los Estados Partes en el Protocolo, tendrían 
control total sobre éste.

Con asistencia de su personal, el Comité 
acordaría visitas periódicas de delegados a 
todo tipo de lugares de detención, inclusive 
a lugares de interrogatorio y, además, acor­
daría visitas ad hoc cuando considere que 
existe urgente necesidad de hacerlo. Los 
Estados Partes en el Protocolo se compro­
meterían a conceder a los delegados todas 
las facilidades para llevar a cabo su misión, 
incluyendo el acceso a cualquier lugar de 
detención sin aviso previo y el derecho de 
conversar a solas con los detenidos, con sus 
abogados o con los familiares.

El Comité y sus delegados podrían to­
mar en cuenta informaciones provenientes 
de cualquier fuente, cuando se trate de de­
cidir cuáles lugares deben ser visitados. La 
función de los delegados sería la de com­
probar que las personas detenidas son trata­
das de conformidad con las disposiciones 
de la Convención. Si se incluye en la Con­
vención una obligación general de impedir 
otras formas de penas o tratos crueles, in­
humanos o degradantes, los delegados se 
ocuparían de las condiciones generales de 
detención y no únicamente de la cuestión 
de la tortura.

Los delegados estarían facultados para 
hacer gestiones urgentes ante el gobierno 
respectivo, pero como norma general pre­
sentarían primero su informe al Comité, 
que a su vez comunicaría a título confiden­
cial al gobierno respectivo las observaciones 
y recomendaciones del informe, si las hu­



biere. Sólo en caso de un desacuerdo insu­
perable con el gobierno respectivo, podría 
el Comité publicar sus observaciones y re­
comendaciones.

Estas propuestas, como se deducirá fá­
cilmente, se basan en la experiencia recogi­
da por el Comité Internacional de la Cruz 
Roja (CICR) después de muchos años de 
llevar adelante su programa de visitas a pri­
siones, en unos 80 países. Las visitas las 
realiza en virtud de acuerdos voluntarios 
con los gobiernos y no se basan en conven­
ción alguna. Las diferencias entre la pro­
puesta y la práctica actual del CICR, serían 
que los Estados Partes aceptarían la obliga­
ción:
-  de permitir visitas en todo momento, y 

no simplemente en ocasiones convenidas 
especialmente;

-  de permitir visitas a todos los lugares de 
detención, y no solamente a las prisio­
nes como se acostumbra en el caso de 
las visitas del CICR; y

-  de aceptar la facultad del Comité de ha­
cer públicas aquellas observaciones que 
el gobierno no creyó estar en capacidad 
de aceptar.

No cabe duda que estas visitas, en los 
países que las permitieran, demostrarían 
ser un medio efectivo de evitar la práctica 
sistemática de la tortura. En las escasas oca­
siones en que se ha autorizado al CICR 
para que visite todos los lugares de deten­
ción, incluyendo centros de interrogación 
y locales de la policía (v.gr. Grecia en 1971 
e Irán en 1977/8), las visitas han tenido un 
marcado efecto en la reducción de la tor­
tura.

Quienes auspician esta propuesta consi­
deran que su ventaja principal radica en 
que no envuelve ningún ataque público, ni 
acusaciones contra el gobierno respectivo. 
En consecuencia el gobierno no queda co­
locado a la defensiva y  no tendrá alicientes 
para imponer dilaciones. Más bien, contará

con un aliciente para cooperar, según un 
procedimiento confidencial, en corregir 
cualquier abuso que pueda existir. Además, 
podrán tomarse medidas rápidamente, tan­
to a nivel nacional como internacional, sin 
necesidad de seguir prolongados procedi­
mientos jurídicos.

Quienes han estudiado estas propuestas, 
entre los cuales se cuentan varios gobier­
nos, no han puesto en duda sus méritos o 
en todo caso, han formulado objeciones 
menores. Algunos temen que el examen del 
Protocolo Facultativo demoraría indebida­
mente un acuerdo sobre la Convención. 
Otros creen que sólo un puñado de gobier­
nos aceptaría estos procedimientos, y que 
entre ellos no habría ningún país donde se 
sospecha que se practica la tortura.

Una de las pocas dudas que se han ex­
presado acerca de la eficacia del procedi­
miento, consiste en saber si el Comité po­
dría inspeccionar de manera efectiva los 
centros de interrogación donde se practica 
la tortura, desde que tales lugares normal­
mente se mantienen en secreto. Sin embar­
go, la experiencia muestra que pasado un 
cierto tiempo viene a conocerse la existen­
cia y la ubicación de tales centros y, como 
se dijo, el Comité podría actuar basado en 
informaciones provenientes de cualquier 
fuente. Por supuesto, todo depende de la 
buena fe del gobierno respectivo. Ningún 
sistema de implementación será efectivo 
contra un gobierno que pretenda corrom­
perlo. Por ejemplo, si en tal caso fueran de­
moradas las visitas de los delegados hasta 
que todas las víctimas y el equipo de tortu­
ra hayan sido retirados del centro de inte­
rrogación, se frustraría el propósito de 
esclarecer los hechos. Pero en tal caso la 
obstrucción sería obvia y en caso de persis­
tir, el Comité podría denunciarla, lo que 
también llevaría a la obvia conclusión de 
que las denuncias de torturas son fundadas.

La objeción en cuanto a la posible de­
mora en lograr acuerdo sobre la Conven­



ción, puede superarse si se llegara a un 
acuerdo para presentar la Convención y el 
Protocolo Facultativo a la Asamblea Gene­
ral, en dos etapas sucesivas.

La objeción en cuanto a que pocos paí­
ses ratificarían el Protocolo constituye, tal 
vez inconscientemente, un homenaje a la 
probable efectividad del procedimiento, e 
insinúa que hay menos probabilidad de que 
los procedimientos de los proyectos sueco 
y de la AIDP lleguen a embarazar a un país 
que practica la tortura. No obstante, se tra­
ta de un argumento singular contra una 
propuesta que se basa en una práctica 
adoptada voluntariamente por casi 80 paí­
ses, como son las visitas que el Comité In­
ternacional de la Cruz Roja realiza a las pri­
siones. Esto apoya la opinión de que el pro­
cedimiento sería menos embarazoso para 
los gobiernos al tiempo que sería más efec­
tivo, y muestra que carece de fundamento 
la suposición de que pocos Estados Partes 
en la Convención estarían dispuestos a rati­
ficar el Protocolo Facultativo.

Sin embargo, aún si resultara cierto que 
relativamente pocos países estarían dis­
puestos inicialmente a ratificar el protoco­

lo, ello no es motivo suficiente para no 
adoptarlo. Ha habido otros Convenios, co­
mo los de Ginebra sobre derecho humanita­
rio, que inicialmente tuvieron relativamen­
te pocas ratificaciones, pero que luego fue­
ron aceptados casi universalmente. Se pien­
sa que una vez establecidos los procedi­
mientos del Protocolo Facultativo y proba­
da su efectividad, con el tiempo muchos 
otros Estados adherirían a él. De los son­
deos hechos hasta el momento ante distin­
tos gobiernos, surgen motivos para creer 
que una mayoría de ratificaciones iniciales 
podría incluso provenir de países del Ter­
cer Mundo.

Habría que reconocer que los países que 
practican la tortura como programa de go­
bierno, probablemente tampoco ratifica­
rían la Convención. El Protocolo podría te­
ner un efecto disuasivo útil en aquellos ca­
sos en que un gobierno lo haya ratificado, 
y al ser sucedido por otro gobierno más re­
presivo, éste se vea tentado a torturar a los 
sospechosos. Sería muy difícil para un tal 
gobierno denunciar el Protocolo, y si lo hi­
ciera ello constituiría una clara señal de su 
intención de recurrir a esta horrible práctica.



El derecho al trabajo y  la discriminación política 
en las leyes laborales soviéticas

por el
Dr. Ger P. van den Berg (#)

Introducción

En el Convenio No. 111 de la Organiza­
ción Internacional del Trabajo, sobre Dis­
criminación en materia de Empleo y Ocu­
pación, en el cual es parte la Unión Soviéti­
ca1 , se definen los siguientes límites a una 
tolerable discriminación basada en la opi­
nión política:

“Las distinciones, exclusiones o prefe­
rencias basadas en las calificaciones exigi­
das para un empleo determinado, no serán 
consideradas como discriminación” (art. 1, 
numeral 2).

“No se consideran como discriminato­
rias las medidas que afecten a una persona 
sobre la que recaiga sospecha legítima de 
que se dedica a una actividad perjudicial a 
la seguridad del Estado, o acerca de la cual 
se haya establecido que de hecho se dedica 
a esta actividad, siempre que dicha persona 
tenga el derecho a recurrir a un tribunal 
competente conforme a la práctica nacio­
nal” (art. 4).

La Comisión de Aplicación de Conve­
nios y Recomendaciones de la OIT declara­
ba, en su informe de 1963, que el Convenio 
No. 111 está referido a las actividades de 
los individuos y no a sus intenciones. Por lo 
tanto, cualquier medida adoptada contra 
una persona por la sola razón de pertenecer 
a un grupo, se juzga como discriminatoria. 
Términos tan amplios como, “falta de leal­
tad”, acciones contra “el interés público” o 
“conducta antidemocrática”, se considera­

ron incompatibles con el texto de la Con­
vención. La Comisión declaraba también 
que “el Tribunal competente” mencionado 
en el Convenio, debería ser "independiente 
de las autoridades gubernamentales... el 
mero derecho de apelación ante las autori­
dades administrativas o gubernamentales je­
rárquicamente superiores a la autoridad 
que dictó la medida, es insuficiente. (...El 
tribunal) debería estar facultado para de­
terminar las razones que subyacen en las 
medidas adoptadas y otorgar al apelante 
los recursos para presentar su caso en for­
ma completa”2.

Al ser requerida por la Comisión una in­
formación sobre las garantías prácticas y 
sus aplicaciones, en relación con la discri­
minación en el empleo fundada en la opi­
nión política, el Gobierno Soviético infor­
mó en 1973 que, “durante el período en 
examen, no ha habido casos de discrimina­
ción en el campo del empleo fundada en las 
creencias políticas”3.

Casi todos los empleados en la URSS, 
son contratados a través de una institución, 
organización o empresa (de aquí en adelan­
te nos referiremos a la organización), suje­
tas al control directo de organizaciones 
estatales creadas con este propósito. De 
aquí que pueda decirse que todos los em­
pleados son contratados por el estado, aun­
que las leyes administrativas soviéticas no 
usen el concepto de servicio estatal en ese 
sentido amplio. El problema de la discrimi­
nación en el empleo no puede ser analizado



en forma fructífera, utilizando las doctrinas 
occidentales, tales como las que surgieron 
en las discusiones sobre el Berufsverbote en 
la República Federal de Alemania. El pro­
blema de la legalidad del Berufsverbote sur­
gió con motivo del dilema si un estado de­
mocrático puede excluir de sus servicios 
públicos, a personas con una ideología po­
lítica que se juzgue peligrosa para el estado. 
La Unión Soviética es un estado de partido 
único, y así está expresado en su Constitu­
ción. Este partido además, tiene una ideo­
logía específica, y basado en esta ideología 
el partido ha definido los objetivos de la 
política estatal. En la Unión Soviética, el 
problema no consiste en si una política 
específica es o no antidemocrática, o si es o 
no discriminatoria, sino más bien en si esta 
política sirve o no para el logro de los obje­
tivos establecidos por el partido.

Por esta razón, el problema de la discri­
minación política en la Unión Soviética no 
es una cuestión que pueda ser fácilmente 
estudiada en el marco de los principios de 
una sociedad democrática; el problema 
tiene que ser visto a la luz de los propósitos 
concretos del estado en cuanto instrumen­
to, en manos del Partido, para construir 
una sociedad comunista. Para ellos no 
existe dilema. Tal como afirmó Brezhnev 
en el XXV Congreso del Partido: “demo­
cracia significa para nosotros, aquello que 
sirve a los intereses del pueblo, los intereses 
de la construcción del comunismo. Noso­
tros repudiamos todo lo que se dirija en 
contra de estos intereses, y nadie puede 
convencernos de que éste no sea el correcto 
enfoque”4 .

Medidas Anti-discriminatorias en las 
Leyes Constitucionales y  Laborales

La Constitución de 1977 de la URSS, al 
igual que la Constitución de 1936, declara 
que “los ciudadanos de la URSS tienen de­

recho al trabajo, es decir, al empleo garanti­
do (...), incluyendo el derecho a elegir una 
profesión, ocupación y trabajo, de acuerdo 
con su vocación, habilidad, capacitación 
profesional y educación, teniendo en cuen­
ta las necesidades de la sociedad” (art. 40).

Esto no significa que el derecho al traba­
jo deba ser considerado como un derecho 
subjetivo, que otorgue una demanda exigi- 
ble contra el estado o las organizaciones 
económicas. No obstante, la declaración 
constitucional de este derecho es más que 
la proclamación de una política de pleno 
empleo. El derecho al trabajo sirve como 
modelo para los actos legislativos o las nor­
mas internas de las organizaciones, que se 
relacionan con la política de empleo de di­
chas organizaciones.

De acuerdo con las leyes laborales, “la 
negativa infundada de emplear (a una per­
sona) estará prohibida, (y) toda infracción 
de derechos de cualquier naturaleza, sea di­
recta o indirecta, o el establecimiento de 
ventajas, directas o indirectas en el empleo, 
por razones de sexo, raza, nacionalidad o 
creencia religiosa, no estará permitido” 
(art. 9 de los Principios de Legislación La­
boral de 1970, de la URSS y de la Unión 
de Repúblicas, que de aquí en adelante de­
nominaremos “los Principios de Legislación 
Laboral” , y art. 16 del Código Laboral de 
la RSFSR, de 1971).

Un aspirante a quien se le ha negado el 
empleo, no tiene recurso legal contra la or­
ganización que lo rechaza. Puede iniciar 
una acción de reclamación ante los órganos 
administrativos de nivel superior, los sindi­
catos, la procuraduría, la prensa, etc., pero 
en ese caso, depende enteramente de la opi­
nión de estos organismos sobre su asunto. 
La negativa infundada para contratar a un 
futuro empleado constituye no obstante, 
una violación de las leyes laborales y puede 
acarrear responsabilidad disciplinaria, y aun 
penal, cuando el motivo del rechazo sea 
por ejemplo, la “creencia religiosa” del



aspirante5. Lo mismo se aplica a la negativa 
basada en el origen social, la condena penal 
de un familiar, sentencias penales en el pa­
sado, etc., salvo que otra cosa se prevea al 
respecto en una ley especial. El autor no 
tiene conocimiento de ningún caso penal 
relacionado con alguno de estos motivos de 
discriminación, salvo los que tienen rela­
ción con mujeres embarazadas. Las leyes la­
borales guardan silencio con respecto a la 
discriminación basada en convicciones polí­
ticas stricto sensus, pero este silencio sólo 
no es suficiente para concluir que la discri­
minación se considere permisible por las 
leyes.

El problema de la discriminación funda­
da en motivos políticos no se plantea ofi­
cialmente como tal dentro de la Unión So­
viética. Begichev, un intelectual soviético 
que publicó estudios sobre “los derechos 
del ciudadano en las leyes laborales”, se 
muestra más bien indefinido sobre esta 
cuestión. De acuerdo con su posición, es in­
fundada la negativa para contratar a una 
persona si no se menciona ninguna causa 
para el rechazo, o si los motivos no están 
relacionados ni con las.cualidades profesio­
nales del aspirante, ni con “los intereses del 
colectivo o de los empleados”6 . Este régi­
men, aplicado a un disidente, le daría pocas 
oportunidades. Interesa al colectivo tener a 
un “disidente” en sus filas?

El art. 34 de la Constitución de 1977 
contiene otra norma que sirve para exami­
nar las leyes laborales soviéticas. Este artí­
culo proclama el principio de igualdad: 
“Los ciudadanos de la URSS son iguales 
ante la ley, con independencia de su origen, 
estado social y propiedad, raza o nacionali­
dad, sexo, educación, idioma, creencia reli­
giosa, clase y carácter de su ocupación, lu­
gar de residencia u otras circunstancias. La 
igualdad de los ciudadanos de la URSS está 
asegurada en todos los campos de la vida 
económica, política, social y cultural'1.

La discriminación por motivos políticos

no se menciona en este artículo de la Cons­
titución, y en este aspecto, nada agrega a 
las medidas anti-discriminatorias de las Le­
yes Laborales. Claro que un tribunal podría 
incluir las convicciones políticas dentro de 
las “otras circunstancias” mencionadas en 
el art. 34 de la Constitución, pero no es 
muy probable que tal interpretación del 
artículo tenga lugar. El llamado principio 
Leninista de “selección de personal según 
las cualidades profesionales y políticas” 
constituye, como coincidirán todos los 
escritores soviéticos en la materia, la base 
de la política de empleo. Una norma cons­
titucional que pudiera invalidar las normas 
políticas, sería altamente peligrosa para el 
régimen. Por lo tanto, las convicciones po­
líticas han sido omitidas deliberadamente 
como norma constitucional, a pesar de las 
obligaciones internacionales de la Unión 
Soviética de tomar medidas para asegurar 
que no ocurran tales formas de discrimina­
ción.

Algunos aspectos de las 
Leyes Laborales Soviéticas

Las leyes laborales de hoy día, tal como 
se establecen en los Principios de Legisla­
ción Laboral y en el Código Laboral de la 
RSFSR, en esencia sólo difieren levemente 
de las leyes laborales introducidas a co­
mienzos de los años 1920. Por lo tanto, la 
práctica que se ha desarrollado antes de 
1970, es de importancia y no solamente 
por su valor histórico.

Si bien el derecho constitucional al tra­
bajo limita la arbitrariedad del empleador 
para contratar personal, el punto de partida 
de la política de empleo es la libertad del 
empleador para seleccionar personal de 
acuerdo con las calificaciones del aspirante. 
Las pruebas de pre-empleo son sólo escasa­
mente utilizadas. Las normas sobre el con­
trol de seguridad no han sido publicadas (y



posiblemente no existan) en Unión Sovié­
tica7. Como tales controles son manejados 
por los órganos correspondientes del Parti­
do o por su iniciativa, tales reglas no tienen 
carácter legal. Desde un punto de vista for­
mal, el empleador tiene que extraer toda 
información del libro de trabajo del em­
pleado, que el aspirante debe presentar a su 
futuro empleador. A pesar de sus imperfec­
ciones, el libro de trabajo es un indicador 
útil sobre las prácticas discriminatorias, ya 
que registra por ejemplo, las sentencias pe­
nales que ocasionan privación de libertad e 
información concerniente a las recompen­
sas e incentivos recibidos por el portador 
del libro.

El empleador no puede como norma, 
despedir a un empleado más que sobre la 
base de alguna de las causas enumeradas en 
el Código Laboral. Dos fundamentos son 
de especial importancia: el despido de un 
empleado que es incompetente para su tra­
bajo, y el despido disciplinario. El Art. 33 
del Código Laboral de la RSFSR autoriza 
el despido fundado en “la no correspon­
dencia probada del empleado ... con la po­
sición que ocupa o con el trabajo que reali­
za, como consecuencia de la insuficiente 
calificación o el estado de salud que impide 
la continuación del trabajo... incumpli­
miento sistemático por parte del empleado 
..., sin razones justificadas, de las responsa­
bilidades que se le asignaren por el contrato 
de trabajo o los reglamentos internos de 
trabajo, siempre que previamente se hayan 
tomado las medidas disciplinarias o las san­
ciones sociales contra el empleado

Debe hacerse notar que la ineptitud para 
el trabajo, como fundamento del despido, 
se limita a circunstancias objetivas específi­
cas. La ineptitud no comprende la actitud 
personal del empleado hacia sus deberes o 
circunstancias personales similares. La acti­
tud personal del empleado puede constituir 
legalmente, una base para el despido sólo 
en el campo disciplinario. Aún así, “la con­

ducta incorrecta de un empleado que no 
tenga relación con sus deberes laborales 
(v.gr.: violación del orden público, ocupa­
ción premeditada de un departamento, in­
cumplimiento de sus deberes sociales), no 
puede ser considerada como causa para 
su despido”8.

Las leyes laborales Soviéticas han sido 
cautelosas en establecer fundamentos de 
despido en razón de haber “puesto en peli­
gro la seguridad del estado” . El Código La­
boral de 1971 vincula el despido sólo con 
la imposición de una condena penal “que 
excluye la posibilidad de prolongar el em­
pleo” (art. 29). Por lo tanto, una infracción 
penal como tal, no basta como fundamento 
del despido.

Otras normas, tales como la necesidad 
del consentimiento del comité del sindicato 
para proceder al despido, y la existencia de 
procedimientos adecuados para buscar el 
reingreso al trabajo, proveen regularmente 
al trabajador soviético las necesarias garan­
tías inherentes al derecho al trabajo.

Las leyes laborales generales, excluyen 
la posibilidad de despido de un empleado 
por sus convicciones políticas o religiosas. 
De acuerdo con la práctica judicial, las cau­
sas señaladas para el despido tienen que ser 
los motivos reales del despido. Esto hace 
difícil al empleador, buscar razones espú­
reas para despedir a alguien de quien se 
quiere desembarazar.

Trabajadores sin protección o 
sólo parcialmente protegidos 
por las Leyes Laborales

Las leyes laborales soviéticas no ampa­
ran a todas las personas contratadas por or­
ganizaciones, para la realización de un tra­
bajo por una remunéración fija. Los miem­
bros del Kolkhoz no son considerados em­
pleados, debido a las particulares relaciones 
de propiedad y estructura del kolkhoz. Los



hombres al servicio de las Fuerzas Arma­
das, de los órganos de la KGB (Comité de 
Seguridad del Estado) y de organizaciones 
similares, no son considerados empleados, 
como sucede también en muchos otros paí­
ses. Una categoría especial, compuesta por 
las personas que trabajan en el Ministerio 
de Asuntos Internos, tales como policía, 
personal de prisiones y similares, tampoco 
se rige por las leyes laborales. Según un 
Edicto del Presidium del Soviet Supremo 
de la URSS de 8 de junio de 1973, todos 
los reclutas de la fuerza policial deben “de­
dicarse a la Patria Socialista y a la causa del 
comunismo”.

Las personas incluidas en las categorías 
arriba mencionadas, están desprovistas del 
derecho de iniciar acción contra el emplea­
dor ante un tribunal común o de otra cate­
goría, o ante cualquier cuerpo independien­
te de las autoridades del gobierno.

Por lo que puede apreciarse todas las de­
más personas vinculadas al sector estatal, 
son consideradas empleados. No obstante, 
se han dictado estatutos disciplinarios para 
algunas categorías dentro de ciertas ramas 
de empleo, como por ejemplo en los siste­
mas de comunicación del país. Estos esta­
tutos formalmente protegen a los emplea­
dos contra la discriminación por motivos 
políticos. Los empleados que se rigen por 
alguno de los respectivos estatutos discipli­
narios, no pueden sin embargo, iniciar ac­
ción ante un tribunal u otro órgano indepen­
diente y competente, contra la imposición 
de una sanción disciplinaria (incluyendo el 
despido), que esté mencionada en el estatu­
to (art. 94 de los Principios de Legislación 
Laboral; art. 220 del Código Laboral de la 
RSFSR).

En conclusión, las leyes soviéticas no 
preveen normas legales u otras medidas 
para prevenir la discriminación por motivos 
políticos (u otras formas de discrimina­
ción) en estas esferas de empleo. Podría ar­
gumentarse, sin embargo, que algunas de

estas esferas están directamente relaciona­
das con la ejecución de la política del go­
bierno, lo cual constituye un campo posi­
ble de discriminación según el Convenio de 
la OIT. Aún así, las opiniones políticas 
pueden no tomarse en cuenta, según el 
Convenio, en aquellos empleos donde no se 
ha previsto ningún recurso, salvo ante las 
autoridades superiores de la organización 
empleadora.

La posición legal de los empleados de 
organizaciones religiosas, ha sido objeto de 
múltiples cambios. Su estatuto legal, defi­
nido por Decreto del Consejo de Ministros 
de la URSS de 23 de mayo de 1956, y las 
normas posteriores dictadas por los sindica­
tos, han variado considerablemente en fun­
ción de la fuerza de la política atea del Par­
tido. De acuerdo con la legislación ahora vi­
gente, sólo los limpiadores de las oficinas, 
los vigilantes, guardias y fogoneros, se rigen 
por las leyes laborales y los sistemas de se­
guridad social (siempre que no ocupen al 
mismo tiempo, un cargo relacionado con 
actividades religiosas de la iglesia). Estos 
empleados deben registrar su contrato de 
trabajo en los corresondientes sindicatos. 
Una norma similar se aplica al personal do­
méstico. Si el sindicato se niega al registro, 
la persona en cuestión no adquiere el status 
de empleado. De esta forma se ha impedido 
que algunos disidentes encuentren un “re­
fugio” frente a las leyes anti-parásitos.

Las leyes laborales mismas no contienen 
ninguna norma que discrimine entre los 
miembros del Partido y los ciudadanos “co­
munes”. El empleo de los miembros del 
Partido se encuentra sin embargo, significa­
tivamente afectado por su calidad de tal, en 
especial con relación a la libertad de elegir 
el lugar de trabajo. Una instrucción del Co­
mité Central del PCUS del 11 de diciembre 
de 1972, prevée que los miembros del Par­
tido deben cambiar su lugar de trabajo 
frente a una orden de las autoridades, y 
que para cambiarlo por voluntad propia,



necesitan tener el consentimiento de su em­
pleador.

Procedimientos de ingreso al trabajo

Según el Convenio No. 111 de la OIT, 
toda persona deberá tener iguales condicio­
nes de acceso al trabajo de su elección, de 
acuerdo con sus capacidades.

La norma básica para el reclutamiento 
de personal en la URSS, consiste en que to ­
dos los puestos claves en las esferas políti­
ca, económica u otras de la vida pública, 
son ocupados por miembros del Partido o, 
al menos, bajo su supervisión. Esta regla 
data del primer año de la revolución. Este 
monopolio del Partido — conocido como la 
nomenklatura del Partido — no fue objeto 
de ninguna regulación formal por el Esta­
do, pero tiene su contrapartida legal en las 
normas que regulan el despido. Los emplea­
dos que trabajan en puestos claves o en car­
gos de caracter político, no están protegi­
dos por el Código Laboral ni por los tribu­
nales, en caso de despido. Pueden presentar 
quejas ante autoridades superiores, pero 
ello no les permite una auténtica posibili­
dad de exponer su caso. El sistema de no­
menklatura no se limita sin embargo, a los 
empleados de alto nivel que realicen tareas 
que tengan el carácter de toma de decisión
o de dirección. Comprende todos los pues­
tos, incluyendo el nivel más bajo, que do­
tan al empleado de alguna autoridad den­
tro de la organización9. Todo empleado 
que tenga uno o más empleados a su cargo, 
se rige por el monopolio del Partido, es de­
cir, su designación en ese puesto tiene que 
ser aprobada por un órgano del Partido.

La interferencia del Partido en la políti­
ca de reclutamiento demuestra que los cri­
terios políticos pueden ser usados para el 
ingreso de personal. De acuerdo con el a rtí­
culo 2 del Estatuto del Partido, cada miem­
bro de éste tiene el deber de “levar a cabo

la política del Partido, sin desviaciones, con 
relación a una adecuada selección de perso­
nal, en función de sus cualidades políticas 
y profesionales. (Deberá) ser intransigente 
cada vez que sean quebrantados los princi­
pios Leninistas de selección y capacitación 
de los cuadros”. El Estatuto General sobre 
Ministerios de la URSS, de 1967, determi­
na que los deberes ministeriales consisten 
en crear “condiciones para la promoción de 
especialistas políticamente maduros en 
puestos de responsabilidad”.

La influencia del Partido en las designa­
ciones, no se limita al sistema de nomenkla­
tura. De acuerdo con los arts. 67 y 68 del 
Estatuto del Partido, se formarán grupos 
del Partido en todos los órganos colegiados, 
estatales y sociales, “y que tengan, al me­
nos, tres miembros del Partido”, para ase­
gurar su influencia en la organización. 
Estos grupos están subordinados a los órga­
nos correspondientes del Partido y “deben 
sujetarse estricta y constantemente a las de­
cisiones de los principales organismos del 
Partido”.

Esta influencia del Partido sólo excep­
cionalmente, sin embargo, se expresa en 
normas legales. Un ejemplo bien conocido 
al respecto, puede hallarse en los procedi­
mientos de selección para el personal uni­
versitario. La selección por concurso para 
el personal universitario existe desde el pri­
mer año de la revolución; las normas co­
rrespondientes se han modificado con fre­
cuencia. Las vigentes actualmente, fueron 
establecidas en 1973. Contienen requisitos 
políticos para los candidatos a los puestos 
del personal profesional y de enseñanza de 
las instituciones, en la educación superior. 
El artículo 2 de la instrucción de 1973 
establece que los candidatos deben estar 
"capacitados para brindar preparación a los 
especialistas altamente calificados, de 
acuerdo con los requisitos de la ciencia y la 
tecnología, con un espíritu de profunda 
ideología y dedicación al comunismo” 10'



Certificados de Evaluación

En la pasada década, se ha impuesto un 
sistema de certificados de evaluación de los 
empleados (en ruso: attestatsiia), para cier­
tos cargos superiores. De acuerdo a este sis­
tema, los certificados se expiden por comi­
siones que evalúan la actuación del emplea­
do, con miras a recomendar su promoción
o traslado en los casos apropiados. Al co­
mienzo, sólo se aplicaba al personal cientí­
fico de los institutos de investigación que 
no hubieran sido designados por concurso. 
Posteriormente el sistema se extendió a to ­
dos los altos cargos en la economía y a los 
profesores de escuelas de gramática, escue­
las secundarias y escuelas de capacitación 
avanzada. Más tarde aún, se introdujo en 
forma más general. Un decreto del gobier­
no Soviético, de 26 de julio de 1973, lo 
aplicaba a los “empleados supervisores, tra­
bajadores ingeniero-técnicos, y otros espe­
cialistas de empresas y organizaciones de la 
industria, construcción, agricultura, trans­
porte y comunicaciones".

Al comienzo, el sistema no contenía cri­
terios políticos. El Decreto de 1973, sin 
embargo, recomendaba a los órganos de go­
bierno de la URSS y de la unión de repúbli­
cas, la introducción de la evaluación para 
varias categorías de empleados, “a fin de 
promover la eficiencia de su trabajo y su 
responsabilidad en los asuntos que se le 
confían, para elevar su calificación profe­
sional y nivel político-ideológico” .

Las consideraciones políticas entran en 
el sistema por dos vías. En primer lugar, co­
mo se ha visto, se mencionan expresamente 
los criterios políticos y, en cuanto no son 
objetivamente mensurables, la participa­
ción y calidad de miembro del Partido en el 
trabajo político tiende a jugar un rol pre­
ponderante. En segundo lugar, el Partido 
está representado en las comisiones de eva­
luación. Al aplicarse los criterios políticos, 
el punto de vista del representante del

Partido no es formalmente decisivo; no 
obstante, el énfasis en los aspectos políti­
cos de la evaluación parecerían tornar deci­
sivo el voto del Partido.

Esta evaluación constituye, en la prácti­
ca, una decisión de la comisión de evalua­
ción respecto a si la persona en cuestión es 
competente para el puesto que ocupa, aun­
que formalmente sólo se trate de una reco­
mendación al empleador para promover o 
trasladar al empleado, o para despedirlo, en 
los casos en que el traslado a otro trabajo, 
con el consentimiento del empleado sea im­
posible. Los recursos contra la decisión del 
empleador son resueltos ya sea por los tri­
bunales (para el caso de los especialistas, 
según el Decreto de 1973, salvo que se rijan 
por la nomenklatura del Partido, y de los 
profesores de educación secundaria espe­
cial), o por una autoridad superior. En esta 
última situación, la posición legal del em­
pleado es muy débil.

El procedimiento común parece consis­
tir en que el empleador, o un representante 
del comité del Partido en la organización, 
adviertan de antemano al empleado que no 
podrá aprobar la evaluación, y lo presionen 
para que solicite su propia renuncia. Esto 
puede observarse en las informaciones de la 
prensa soviética y en otras publicaciones.

La concesión de Títulos 
y  Grados Académicos

Un procedimiento relacionado con este 
sistema, es el de la concesión y pérdida de 
los títulos y grados académicos. El lugar 
central en este procedimiento está ocupado 
por la Comisión de Alta Evaluación (CAE), 
que es responsable ante el Consejo de Mi­
nistros de la URSS. El grado generalmente 
se otorga después de la defensa de una tesis. 
El Estatuto del 29 de diciembre de 1975 
sobre Procedimientos para la Concesión de 
Grados Académicos e Investidura de T ítu­



los Académicos, establece que la tesis debe 
responder, inter alia, “a los requisitos que 
impone el esfuerzo para el desarrollo y pu­
reza de la teoría Marxista-Leninista, la crí­
tica argumentada de la ideología burguesa 
(...), la formación de una perspectiva mun­
dial del Marxismo-Leninismo entre los tra­
bajadores” (art. 30). El grado sólo se otor­
ga a las personas que hayan “dominado la 
teoría Marxista-Leninista, que se manifies­
ten en forma positiva (...) en las actividades 
públicas, que guarden las normas de la mo­
ral comunista y cuyas actividades se guíen 
por los principios del patriotismo soviético 
y del internacionalismo proletario” (art. 
24)11.

Aparece claro, asi, que los criterios polí­
ticos y morales juegan un rol significativo 
en la adjudicación de los grados académi­
cos. Además, la decisión de otorgar los gra­
dos, no se toma en forma exclusiva por un 
cuerpo académico, sino por los consejos y 
comités, en los cuales tienen importante 
peso el gobierno (a través de la CAE), el 
Partido y los sindicatos.

Las personas pueden también ser priva­
das de sus grados y títulos académicos por 
motivos políticos. Según, el art. 104 del 
Estatuto de 1975, el consejo competente 
“puede tomar la decisión de enviar a la 
CAE de la URSS una petición para privar a 
los empleados científicos y científico-peda­
gogos, de los títulos y grados académicos 
(...) en los casos de conducta amoral, anti­
patriótica u otra conducta desviada, no 
compatible con el título de intelectual so­
viético”11 .

Ley de Despido y  la Discriminación 
por M otivos Políticos

El Código Laboral de la RSFSR de 1922 
no contenía norma alguna que hiciera po­
sible a las autoridades o al empleador, pro­
ceder al despido de un empleado por moti­

vos políticos. El art. 49 establecía, no 
obstante, que “todo contrato de trabajo 
también puede darse por terminado a pedi­
do del sindicato”. Mientras que el emplea­
dor puede interponer una apelación contra 
este “pedido”, el empleado sólo puede soli­
citar la revocación de la decisión a los órga­
nos sindicales superiores. Se considera que 
el pedido del propio sindicato, constituye 
la base de un subsecuente despido; por lo 
tanto, un sindicato puede solicitar el despi­
do por motivos no enumerados en el Có­
digo.

Los sindicatos han usado esta facultad 
principalmente, para solicitar el despido de 
miembros del personal de dirección pero, 
en algunos casos, también la han usado 
contra los empleados de inferior jerarquía. 
Sin embargo de acuerdo con el artículo 20 
de los Principios de las Leyes Laborales, los 
artículos correspondientes de los códigos 
laborales de las Repúblicas, una decisión 
del Comité del Estado para el Trabajo y los 
Salarios y del Consejo Central de los Sindi­
catos, de 23 de junio de 1971, dispuso que 
los sindicatos sólo pueden recurrir a este 
derecho a fin de dar término a un contrato 
de trabajo de un "empleado supervisor” 
(director, jefe especialista, jefe de sección o 
sus delegados), y aún así, sólo en los casos 
de violación de las Leyes Laborales o de 
conducta “burocrática”. Así, esta facultad 
de los sindicatos ya no puede ser utilizada, 
al menos legalmente, contra los disidentes 
de inferior jerarquía. No obstante, estos 
poderes sindicales permanecen como ins­
trumentos políticamente útiles para el Par­
tido, a fin de manejarse con los directores 
que no son políticamente confiables.

Hay otros medios disponibles para des­
prenderse de “elementos indeseables” . En 
un fallo de 1924, la Suprema Corte de la 
RSFSR, sostuvo que eran posibles los des­
pidos sumarios ordenados por los órganos 
de seguridad del Estado, en el caso de los 
empleados de los Ferrocarriles Voronezh12.



Este fallo, sin embargo, no fue seguido de 
otros (al menos, nada se ha publicado). Las 
autoridades favorecieron otra solución para 
los casos que involucraban riesgos para la 
seguridad: simplemente privando a ciertos 
empleados de toda protección judicial.

Después de la consolidación del sistema 
de nomenklatura del Partido, en 1926, la 
Suprema Corte de la RSFSR dictaminó 
que, “tomando en consideración la especial 
naturaleza del trabajo de los empleados de 
instituciones y empresas estatales, que re­
quiere no sólo una capacitación específica 
sino también una particular confianza en la 
persona, y que reciben la misma remunera­
ción de los empleados con responsabilidad 
política, las quejas de las personas enume­
radas relativas al despido injusto, sólo pue­
den ser consideradas por la vía administra­
tiva” 13. Esta decisión judicial fue adoptada 
en 1928, y fue la base para las normas de 
1928 sobre el arreglo de conflictos labora­
les, según las cuales un empleado incluido 
en una lista especial no puede recurrir ante 
los tribunales para impugnar (en particular) 
su despido. En 1940, la Suprema Corte de 
la URSS las hizo extensivas al personal 
superior docente en las universidades.

Aunque esta lista especial resultó objeto 
de muchas críticas en la URSS, fue amplia­
da en 1974. La débil posición del personal 
de mayor jerarquía se vuelve más aguda por 
el hecho de que, las leyes soviéticas no les 
otorgan garantías procesales. No existen 
normas que establezcan que un empleado 
de esta categoría, que demande su reincor­
poración, deba ser oído; ni siquiera hay 
normas respecto a cómo, y especialmente, 
quién, considerará este "conflicto”. Las 
únicas normas establecidas señalan que los 
conflictos tienen que se considerados den­
tro de los 10 días, y que la decisión debe 
ser comunicada al empleado de inmediato.

Sobre la base de una instrucción emitida 
en 1930, un profesor podía ser despedido 
por indignidad cuando, por ejemplo, hubie­

ra participado en servicios religiosos o hu­
biera cometido actos “anti-pedagógicos” 
(uso de fuerza, intemperancia, etc.). Esta 
instrucción fue derogada en 1947, y se hizo 
aplicable la ley general de despido. No 
obstante diez años más tarde, los tribunales 
hicieron posible el despido de un profesor 
por “conducta inmoral”, y esta causa de 
despido se incluyó en los Principios de Le­
gislación Laboral de 1970.

Los profesores universitarios también 
pueden ser despedidos cuando no sean re­
electos al término de su mandato, o cuando 
no presenten una solicitud de re-elección, o 
cuando sean declarados no aptos para el 
puesto que ocupan, ya sea por el consejo 
de la facultad o de la universidad, o por el 
rector o jerarca de la institución. La re-elec­
ción de los empleados universitarios de­
signados mediante concurso, debe llevarse 
a cabo cada cinco años. La decisión que 
toma el consejo de la facultad o el consejo 
universitario, se adopta con base en el in­
forme de una comisión en la cual tiene re­
presentación el Partido. El candidato debe 
presentar una declaración sobre, inter alia, 
los resultados de su capacitación político- 
ideológica. Al decidirse la re-elección del 
candidato, debe tomarse en cuenta su tra­
bajo educativo-ideológico.

Las Leyes Penales

Todas las normas arriba citadas, para la 
aplicación de criterios políticos en relación 
con el empleo, pertenecen a las leyes labo­
rales o administrativas. Además, las leyes 
penales soviéticas preveen dos sanciones 
que afectan directamente el empleo o "la 
capacidad legal laboral” de las personas.

Los Códigos Penales establecen la priva­
ción del derecho a ocupar cierto puesto, 
por un término superior a cinco años, y la 
sanción de despido del trabajo (art. 29, Có­
digo Penal de la RSFSR). Estas sanciones



se pueden imponer como resultado de una 
condena penal, si el tribunal opina que el 
acusado no es idóneo para ocupar un pues­
to específico, debido a la naturaleza de su 
delito, siempre que la conducta penal se re­
lacione directamente con su trabajo.

A fines de 1970, los Jueces dé las Supre­
mas Cortes de la RSFSR y de la URSS, de­
clararon, en forma no oficial, que las órde­
nes de despido basadas en la causal de inep­
titud sólo deberían darse en casos muy se­
rios, ya que tal despido “no sólo priva a la 
persona de la posibilidad de trabajar en su 
organización, sino también en la especiali­
dad que ha elegido”, es decir en su profe­
sión14 . Por estos motivos, se emplazó a los 
tribunales a considerar si la no ejecución de 
los deberes, no puede haber sido provocada 
por otras circunstancias, como por ejemplo 
inconducta.

La profesión del empleado y el hecho de 
su despido por ineptitud, se incluyen en su 
libro de trabajo. Este libro debe presentarlo 
a todo futuro empleador. De allí que le re­
sulte difícil o imposible conseguir otro em­
pleo en su profesión anterior. Por consi­
guiente, en su esfuerzo por usar las leyes la­
borales contra los disidentes, las autorida­
des de seguridad se han concentrado en las 
disposiciones relativas a “ineptitud” y en 
las relativas a “conducta inmoral” .

Como se indicara anteriormente, con 
frecuencia se ejercen presiones para provo­
car que los empleados disidentes y otros 
“elementos no deseables” renuncien a su 
empleo. De acuerdo con las decisiones judi­
ciales, en los casos no políticos cuando 
ocurren presiones de este tipo, no se consi­
dera de carácter voluntario la renuncia del 
empleado. En consecuencia, el empleador 
no puede despedirlo legalmente sobre la 
base de tal petición. El principio desarrolla­
do en los tribunales es que, la renuncia 
debe ser expresión de una “voluntad real” . 
En los casos políticos estas normas no se 
aplican en forma estricta, y son muy comu­

nes las presiones del empleador, del Partido 
u otros órganos, como surge claramente de 
los informes del Chronicle o f Current 
Events (Crónica de asuntos corrientes).

Otra de las causas legales utilizadas con 
frecuencia para el despido de empleados in­
deseables, es el despido por superabundan­
cia. En los casos políticos, los tribunales no 
examinan estos asuntos de la misma forma 
que en los no políticos, y existen menos 
posibilidades de obtener su revisión por 
apelación.

Conclusiones

El conjunto del derecho laboral soviéti­
co, en cuanto respecta a los empleados co­
munes y corrientes guarda armonía en ge­
neral, con el Convenio No. 111 de la OIT 
sobre Discriminación en materia de Empleo 
y Ocupación. El empleado está protegido 
por una serie de garantías que son superio­
res a las de muchos otros países, al menos 
desde el punto de vista formal.

Los tribunales y el legislador soviético 
sin embargo, ya habían decidido en 1920, 
rechazar el principio de igualdad. Se colo­
caba al personal de mayor jerarquía en una 
posición especial que lo dejaba, por dispo­
sición de la ley bajo total dependencia de 
su empleador, de las autoridades de mayor 
jerarquía y, especialmente del Partido. Esta 
política discriminatoria se estableció, inter 
alia, por razones políticas. A través de la in­
troducción de leyes especiales en ese perío­
do, se hizo posible la discriminación por 
motivos políticos en el empleo, sin que se 
concediera ningún recurso legal como de­
fensa. La política actual de la Unión Sovié­
tica está basada en los mismos lineamientos 
pero el número de puestos que se regulan 
por estas medidas especiales ha crecido du­
rante los últimos años.

Las leyes soviéticas, formalmente, no hi­
cieron ni hacen extensible el requisito de



lealtad política a todos los empleados. Por 
el contrario, han determinado aquellos car­
gos donde la opinión política puede utili­
zarse como base del empleo. Pero al enu­
merar estos cargos, el legislador soviético 
no ha usado el régimen del Convenio de la 
OIT, es decir, las personas involucradas en 
la ejecución de políticas del gobierno. El 
director de un restaurante, un capataz, un 
director de cine, un locutor de radio, un 
intérprete de Intourist y otros muchos 
comprendidos en la nomenklatura del Par­
tido, no están involucrados, en opinión del 
autor, en la ejecución de la política del go­
bierno. Tampoco lo están los profesores, el 
personal universitario o los investigadores.

Además, los procedimientos especiales 
que se aplican a estos y otros empleados, 
entran en conflicto con la exigencia de un 
"tribunal competente" independiente, que 
debería entender en las apelaciones contra 
las formas permisibles de discriminación 
política, de acuerdo con el artículo 4 del 
Convenio No. 111.

Antes de 1971 el legislador no sentíala 
necesidad de incluir una base legal especí­
fica para la utilización de criterios políticos 
en el empleo, fuera de la ya implícita en el 
sistema de la nomenklatura.

A partir de 1971, han comenzado a apa­
recer en los estatutos cláusulas sobre la dis­
criminación, relativas a los procedimientos 
para la selección por concurso y para los 
certificados de evaluación. Algunos escrito­
res han señalado una tendencia creciente 
hacia la “legalidad” (zakonnost) en la 
Unión Soviética. Si la legalidad sólo signifi­
ca que debería existir una base legal para la 
acción de las autoridades administrativas y 
del empleador, entonces este artículo no 
pone en duda la hipótesis de una tendencia 
hacia la legalidad. En su trabajo sobre "Las

Leyes Soviéticas sobre la Seguridad en el 
Empleo”, Zigurds L. Zile llega a la conclu­
sión de que, como “resultado de los cre­
cientes progresos en las últimas décadas”, 
los empleados parecen estar en "mejor si­
tuación de lo que estaban veinte años 
atrás” . En opinión de Zile, los tribunales 
están “favoreciendo a los empleados frente 
a los directores -  en el espíritu de la ley 
escrita — en las contiendas que afectan la 
seguridad del empleo”15. En función de los 
temas analizados en este trabajo, debería 
agregarse, sin embargo: “salvo cuando la 
política juega un rol” .

La posición de los especialistas no co­
munistas en un Estado de trabajadores, ha 
sido un delicado problema desde los prime­
ros años de la Revolución de 1917. Hoy en 
día obviamente, los políticos soviéticos 
opinan que su país tiene suficiente personal 
capacitado, políticamente confiable, como 
para permitirles llevar a cabo una política 
de exclusión de todos los especialistas que 
no sean plenamente leales desde los puestos 
que corresponden a su capacitación. Como 
se ha enfatizado en los decretos del Comité 
Central del PCUS y del Consejo de Minis­
tros de la URSS, todos los especialistas de­
ben ser “portadores activos de la política 
del Partido”16. No obstante la adhesión de 
la Unión Soviética a la OIT, una organiza­
ción internacional cuya política está dirigi­
da contra la discriminación por motivos 
políticos en el empleo y, a pesar de la rati­
ficación por la Unión Soviética del Conve­
nio No. 111 sobre Discriminación en mate­
ria de Empleo y Ocupación, la URSS ha 
perfeccionado su marco legal en los últimos 
10 años, a fin de exonerar de sus organiza­
ciones a los especialistas que no concuer- 
den con todos los aspectos de la política 
del Partido y del gobierno.
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El desarrollo de las normas sobre 
los derechos de los indígenas

por
Gordon Bennett (#)

Introducción

La condición de las poblaciones indíge­
nas en el mundo contemporáneo, consti­
tuye un problema mucho más extendido de 
lo que frecuentemente se supone. El radica­
lismo de las organizaciones nativas en Nor­
te América, ha centralizado nuevamente la 
atención en la materia, y el movimiento in­
dígena está ganando rápidamente impulso 
en Australia. Pero la expansión de la socie­
dad industrial sobre los grupos tribuales 
analfabetos ha constituido, en casi todas 
partes, un rasgo de la colonización Euro­
pea, como también ocurre en contextos 
menos obvios. Cara a cara con las poblacio­
nes indígenas en China, Japón e India, vi­
ven poblaciones tribuales y semitribuales, 
cuyas tierras y tradiciones son amenazadas 
en forma creciente por la cultura mayorita- 
ria. En Africa, un grupo tribual general­
mente ejerce una influencia dominante 
sobre los otros, como sucede por ejemplo, 
con los Tswana sobre los hombres de Bush, 
en Botswana. Y los terribles problemas que 
actualmente enfrentan los Indios del Ama­
zonas, también son afrontados, aunque en 
forma menos dramática, por las tribus nó­

mades del Medio Este, Siberia y el Sudeste 
Asiático.

El impacto de la civilización moderna 
sobre sociedades “simples” es por tanto, un 
fenómeno de extensión mundial, con con­
secuencias sociales y económicas que han 
sido bien documentadas por los cientistas 
sociales y otros especialistas. No obstante 
desde su nacimiento, también ha provoca­
do una multitud de problemas legales, pero 
que han recibido un menor tratamiento 
metódico. En muchos países las reservas in­
dígenas están ahora reguladas por estatu­
tos, pero estas normas permanecen en for­
ma curiosamente imprecisa tanto con rela­
ción a los derechos de las poblaciones indí­
genas como con respecto a las tierras reser­
vadas y no reservadas. La situación legal de 
sus Tratados es oscura, como lo es también 
la posición Constitucional de las tribus mis­
mas. Salvo en los Estados Unidos, donde la 
Suprema Corte desarrolló tempranamente 
un concepto de los derechos de los indíge­
nas y de limitada soberanía, la mayoría de 
las jurisdicciones han demorado la elabora­
ción de una doctrina coherente sobre los 
derechos de los indígenas.

$) Abogado, y miembro del Ejecutivo de Survival International. Los lectores que se consideren con 
posibilidades de contribuir a la protección de los derechos indígenas, en cualquier país, están invitados 
a ponerse en contacto con el autor en: Survival International, 36, Craven Street, Londres, WC2N 5NG.



Antecedentes Nacionales

En consecuencia, ha quedado demostra­
da a menudo, la inutilidad de los esfuerzos 
para hacer cumplir aquellos derechos a tra­
vés de los tribunales. El primer juicio en 
Australia se produjo en 1971, en el asunto 
Milirrpumv.Nabaleo Pty. (1971) 17 F.L.R. 
141, cuando la concesión de los arrenda­
mientos de minería sobre tierras indígenas 
fue apelada ante la Suprema Corte del Te­
rritorio del Norte. Los demandantes indíge­
nas sostenían que ellos habían ocupado sus 
tierras desde tiempo inmemorial, lo que les 
otorgaba un legítimo “interés en las tie­
rras” , dentro del concepto de la Ley de Ad­
quisición de Tierras de 1955-1966. Su in­
terés no había sido reconocido de acuerdo 
con los términos de la Ley antes de otor­
garse los arrendamientos y, por lo tanto, 
los arrendamientos mismos eran nulos. Al 
rechazar este argumento, Blackburn J. exa­
minó casi toda la jurisprudencia de Améri­
ca, India, Canadá y Nueva Zelandia: un ma­
sivo estudio que lo llevó a la conclusión de 
que la doctrina sobre los derechos comuni­
tarios indígenas no forma ni nunca ha for­
mado parte de la legislación de Australia. 
Por el contrario, la Corte siguió el concep­
to feudal de que la base de todos los títulos 
sobre la tierra surge de una concesión de 
la Corona, y sostuvo que, como los deman­
dantes indígenas no podían aspirar a una 
tal concesión, carecían de “interés en las 
tierras”, y se debía rechazar su demanda. 
Desde entonces, Nabalco ha sido citada en 
otras jurisdicciones para la alarmante decla­
ración de que las naciones civilizadas, no 
sólo adquieren por “descubrimiento” la so­
beranía de las tierras ya pobladas por habi­
tantes indígenas, sino que también, el dere­
cho de aquellos habitantes para continuar 
en posesión de sus hogares ancestrales, debe 
recibir un reconocimiento ejecutivo o legis­
lativo, antes de que pueda admitirse que 
existe como tal.

Las aspiraciones de los indígenas han si­
do tratadas algo mejor por los tribunales 
canadienses. Una Proclama Real de 1763 
reservaba “para el uso de las múltiples Na­
ciones y Tribus de Indígenas con las cuales 
estamos en contacto”, todas las tierras no 
incluidas dentro de los límites de Quebec, 
Este y Oeste de Florida, ni los territorios 
de la Compañía de la Bahía de Hudson; 
pero el derecho a las tierras de los indíge­
nas, fuera de estos (aún controvertidos) lí­
mites, permanece incierto. Si bien varios 
tribunales provinciales han reconocido un 
título posesorio con independencia de la 
Proclama Real, fue recién en 1973 que el 
problema llegó ante la Suprema Corte de 
Canadá, en el asunto Calder v. A ttorney  
General o í British Columbia (Calder v. 
Fiscal del Estado de Columbia Británica) 
(1973) 34 D.L.R. (3d) 145. La nación 
Nishga demandó allí que se reconociera 
que tenía un derecho autóctono al Valle 
del Río Nass en Columbia Británica. Tres 
Magistrados sostuvieron que el Derecho 
Consuetudinario reconocía efectivamente 
los títulos indígenas, los cuales no depen­
dían de los tratados o la legislación, sino 
que fluían del hecho de la posesión inme­
morial per se. No obstante, tres de sus cole­
gas opinaron que la Proclama Real era la 
fuente exclusiva de los derechos indígenas 
y que nunca se había aplicado en la Colum­
bia Británica. Irónicamente, se dejó en ma­
nos del séptimo miembro del estrado dese­
char la demanda con el argumento técnico 
de que la Corte no tenía jurisdicción para 
conceder la declaración reclamada sin una 
orden del Vice-Gobernador de la Provincia.

La decisión más famosa en los últimos 
años ha sido el asunto Tito v. Waddell (No. 
2) (1977) 2W.L.R. 496. El caso se refería a 
la Isla Océano, un pequeño desprendimien­
to de tierra en el Pacífico, y cuyos habitan­
tes eran los Banabans. Allí se descubrió fos­
fato en 1900, y en el mismo año la isla se 
convirtió en una colonia Británica. Durante



las décadas siguientes la isla fue de tal 
forma devastada por las operaciones de 
minería, que los Banabans se vieron final­
mente obligados a abandonarla.

La evidencia demostraba que los Bana­
bans tenían escaso o ningún conocimiento 
sobre el valor del fosfato y el efecto de la 
inflación, y que en la negociación de los 
acuerdos de royalty recibieron escasa 
asistencia de los círculos oficiales Británi­
cos.

Los Banabans solicitaron ante la Divi­
sión de Tribunales Ingleses, un reconoci­
miento de que la Corona era la fideicomi­
saria de los royalties obtenidos de las 
minas, y que, con abuso de confianza, 
ellos obtenían un rendimiento ínfimo de lo 
producido por dichas minas, ya que debían 
vender el fosfato a un precio mucho más 
bajo que el del mercado.

Megarry V.C. reconoció que en efecto, 
habían existido graves infracciones en las 
obligaciones gubernamentales hacia los 
Banabans.

El consejo de la Corona admitió incluso 
que una de las Ordenanzas por la cual se 
fijaban los royalties, era “bastante teme­
raria”, y el Vice-Canciller no podía 
“entender cómo la omisión de alentar 
a los Banabans a solicitar consejo y asis­
tencia y acelerar lentamente ... (la nego­
ciación de nuevos royalties) podía ser 
posible denominarla un buen gobierno
o el cumplimiento apropiado de los deberes 
del fideicomiso” .

No obstante, en cuanto asunto legal, 
él distinguía entre fideicomisos de nivel 
“más bajo”, que son exigibles ante tri­
bunal, y los de nivel “más alto” que no son 
exigibles.

Dado que, desde su punto de vista, las 
normas vigentes en las Islas del Pacífico 
sólo imponían un fideicomiso de nivel 
“más alto” para la Corona, se encontraba 
“sin facultades para otorgar a los de­
mandantes ninguna ayuda en esta materia” .

El Estatuto de las Poblaciones 
Indígenas en el Derecho Internacional

Frustrados en sus esfuerzos por obtener 
el reconocimiento de sus derechos a través 
de los tribunales locales, los demandantes 
indígenas han venido recurriendo en forma 
creciente a la asistencia de la comunidad 
internacional. La Conferencia de las ONG 
sobre Discriminación contra las Poblacio­
nes Indígenas en las Américas, que tuvo lu­
gar en Ginebra en 1977, fue sintomática de 
este desarrollo. La Conferencia elaboró una 
Declaración de Principios que buscaba el 
reconocimiento de las poblaciones indíge­
nas como Naciones, de acuerdo con el dere­
cho internacional, siempre que tuvieran 
“una población permanente, un territorio 
definido, un gobierno, y la capacidad de en­
trar en relación con otros Estados” . A las 
poblaciones que no pudieran reunir estos 
criterios, debería no obstante “acordárseles 
un grado tal de independencia que resulte 
compatible con las normas internacionales”, 
y sus tratados y acuerdos deberían gozar de 
la misma fuerza legal que los convenios ce­
lebrados entre estados.

Todo esto por supuesto, constituye un 
distante llamado de atención hacia las nor­
mas internacionales clásicas que negaron 
cualquier forma de personería jurídica a los 
grupos tribuales. En el Cayuga Indians Case 
(asunto de los Indios Cayuga) (1926) 6 R.I. 
A.A. 173 en pág. 179, el Tribunal Británico 
y Americano de Apelaciones sostuvo que 
una tribu Indígena no era sujeto de dere­
cho internacional y sólo constituía una uni­
dad jurídica en la medida que fuera recono­
cida como tal por las normas de derecho 
interno. Dos años después, la controvertida 
soberanía de la Isla de Palmas produjo otro 
arbitraje internacional (Palmas ísland Arbi- 
tration (Arbitraje de la Isla de Palmas) 
(1928) 2 R.I.A.A. 831 pág. 856), en el 
cual el Arbitro Max Huber aceptó como 
cosa natural que los contratos celebrados



entre la compañía de Indias Orientales con 
los jefes nativos de la isla “no constituyen, 
en el sentido del derecho internacional, tra­
tados o convenios capaces de crear dere­
chos y obligaciones, tal como pueden surgir 
de los tratados regulados por normas inter­
nacionales”. Y la Corte Internacional de 
Justicia adoptó un criterio similar en el Sta­
tus of Eastern Greenland Case (Asunto 
sobre el Estatuto de Groenlandia Oriental), 
(1933) P.C.I.J. Rep. Ser. A/B No. 53 en 
Pág. 47, considerando térra nullius cual­
quier territorio habitado por poblaciones 
“atrasadas" cuya organización política no 
se correspondiera con las normas occiden­
tales. De aquí surge que tales territorios 
entraron automáticamente en posisión de 
la primera potencia civilizada que decidió 
ocuparlos, con prescindencia de los deseos
o resistencia de las poblaciones indígenas.

La Corte Internacional de Justicia, sin 
embargo, ha adoptado una posición menos 
doctrinaria. En el Advisory Opinión on 
Western Sahara (Opinión Consultiva sobre 
el Sahara Occidental) (C.I.J. Rep. 1975, 
Págs. 6 a 39), se consultaba la opinión de la 
Corte acerca de si el Sahara Occidental 
constituía un “territorio que a nadie perte­
necía (térra nullius) al tiempo de ser colo­
nizado por España en 1884”. Contestando 
en forma negativa, la Corte observó que 
“cualesquiera diferencias de opinión que 
pueda haber habido entre juristas, las prác­
ticas estatales en el período en cuestión in­
dican que los territorios habitados por tri­
bus o poblaciones que tuvieran una organi­
zación política y social, no podían ser con­
siderados térra nullius. Ello demuestra que 
en el caso de tales territorios, la adquisición 
de la soberanía no se consideraba en gene­
ral como efectuada unilateralmente a través 
de la ‘ocupación’ de térra nullius por un 
título original, sino a través de los acuerdos 
concluidos con los gobernantes locales... 
(Estos acuerdos), ya se les considerara o no 
como una ‘cesión’ real del territorio, se

entendían como raíces que derivaban del 
título y no el título originario obtenido 
por ocupación de térra nullius".

La Corte declinó pronunciarse directa­
mente sobre el carácter legal de los acuer­
dos entre estados y tribus indígenas, pero 
resulta difícil comprender cómo puede ne­
garse toda clase de efecto en el derecho in­
ternacional a tales acuerdos, si al mismo 
tiempo constituyen "raíces derivadas del 
títu lo”. Los demandantes indígenas pue­
den también obtener un apoyo en la Opi­
nión Separada emitida por el Vice Presi­
dente de la Corte, Juez Fouad Ammoun, 
en la cual adoptó los razonamientos adelan­
tados siglos atrás por el primer defensor de 
los derechos indígenas, Francisco de 
Vitoria. En el De Indis et de lure Belli Re- 
flectionis (1557), Vitoria sostenía que en 
derecho internacional "... los indígenas te­
nían, sin lugar a duda, verdadero dominio 
tanto en asuntos públicos como privados, 
exactamente igual que los cristianos, y ni 
sus príncipes ni las personas privadas po­
dían ser despojadas de sus bienes sobre la 
base de que no fueran sus dueños”. La doc­
trina de la res nullius era convenientemente 
esgrimida para desechar tales argumentos, 
pero según el criterio del Juez Ammoun, 
dicha doctrina, “utilizada en todos los 
tiempos, hasta los albores del Siglo Veinte 
para justificar la conquista y la coloniza­
ción, se encuentra ahora condenada. Es 
bien sabido que en el Siglo XVI Francisco 
de Vitoria protestaba contra la aplicación 
del concepto de res nullius con el fin de 
privar de sus tierras a los Indios America­
nos. Este criterio del eminente jurista y ca­
nónigo español, adoptado por Vattel en el 
Siglo XIX, apenas tuvo eco en la Conferen­
cia de Berlín de 1885. Sin embargo, es eJ 
concepto que debería adoptarse hoy en 
día" (C.I.J. Rep. 1975, Págs. 86-87).

Si el Juez Ammoun pudiera persuadir a 
sus colegas magistrados hacia una conclu­
sión similar, podrían derivarse algunos



resultados notables. Dado que las normas 
internacionales reconocen la “ocupación” 
como método de adquisición de territorios 
sólo cuando el territorio constituye ierra 
nullius, los Estados que reclamen tierras 
indígenas necesariamente deberán sostener 
su pretensión sobre algún otro fundamento. 
Surgirían pocas dificultades allí donde el 
Estado pueda demostrar una anexión for­
mal o cesión, o cuando la población indí­
gena haya sido conquistada por la fuerza de 
las armas; pero, ¿qué'sucede con los habi­
tantes de las selvas, por ejemplo, cuyas tie­
rras rara vez han sido objeto de un tratado 
de cesión o de una invasión militar? Si tales 
territorios no deben considerarse como 
ierra nullius, ¿no permanecen por derecho 
bajo el dominio exclusivo de sus habitantes 
originarios?

En la medida en que las comunidades 
indígenas sigan siendo calificadas como 
objeto en lugar de sujetos del derecho in­
ternacional, seguirán estando incapacitados, 
no obstante, para reivindicar a través de la 
justicia, cualquier derecho del que podrían 
disfrutar bajo aquellas normas. Aunque una 
tribu pueda llegar a ocupar áreas de tierra 
mucho mayores que el territorio de mu­
chos mini-estados y ejercer un grado sus­
tancial de independencia económica y so­
cial, no tendrá locus standi ante un tribunal 
internacional. Pocos abogados argumenta­
rían que a las "naciones” indígenas debe 
reconocérseles plena soberanía, pero en 
algunas instancias su peculiar posición 
puede justificar que se les reconozca como 
sujetos con cierta capacidad en derecho in­
ternacional, poseedores de derechos legíti­
mos y habilitados para hacerlos valer con­
tra el estado dentro de cuyos límites están 
viviendo.

Una base jurídica para esta proposición 
se encuentra en el Artículo 1(1) del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políti­
cos (Naciones Unidas), que declara que 
“Todos los pueblos tienen el derecho de

libre determinación. En virtud de este dere­
cho establecen libremente su condición po­
lítica y proveen asimismo a su desarrollo 
económico, social y cultural”. ¿Qué signi­
fica “pueblo" en este contexto? En los de­
bates de la Tercera Comisión sobre el A rtí­
culo 1, una escuela de pensamiento atribu­
yó el ámbito más amplio posible al derecho 
de libre determinación, recomendando que 
fuera siempre aplicable "a fin de prevenir 
que los pueblos débiles sean dominados por 
los pueblos más fuertes”. Pero esta pro­
puesta se encontró con una fuerte resisten­
cia. Canadá por ejemplo, en atención sin 
duda a las aspiraciones indígenas en su 
país, observó en forma indignada, que 
“ciertamente se crearía un serio problema 
si, a través de una decisión de las Naciones 
Unidas, se colocara a los países miembros 
en la posición de quedar moral y quizás 
también jurídicamente obligados a conce­
der a esos grupos minoritarios el derecho 
de determinar sus propias instituciones, sin 
consideración de las aspiraciones de la co­
munidad como un todo” (Registro de la 
Asamblea General, 5o. período de Sesio­
nes, Tercera Comisión, Reunión 310, Págs. 
457, 469). Finalmente, fue el último crite­
rio el que se adoptó, y en el período inme­
diato a la post-guerra se fue aceptando en 
forma general que el principio de libre de­
terminación podía ser invocado sólo para la 
liberación de los pueblos coloniales en los 
territorios no metropolitanos.

En la última década, esta estrecha inter­
pretación del Artículo 1, se ha desgastado 
en forma significativa. El derecho de libre 
determinación se ha convertido en parte 
integrante de las normas internacionales 
consuetudinarias, y en forma creciente, se 
ha acordado, no sólo a los pueblos bajo do­
minación colonial, sino también a aquellos 
dentro de las naciones Afro-asiáticas, del 
Medio Oriente y de las Américas. El status 
político del territorio habitado por pueblos 
dominados ya no se considera como factor
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relevante, tal como surge de la observación 
del Juez Dillard en el caso del Sahara Occi­
dental, de que “apenas parece necesario ha­
cer más explícita la restricción cardinal que 
impone el derecho legítimo de libre deter­
minación. Esta restricción puede encerrarse 
en una sola frase. Es el pueblo el que deter­
mina el destino del territorio, y no el terri­
torio el destino del pueblo" (C.I.J. Rep. 
Pág. 114).

Contribución de las Naciones Unidas

A pesar de esta evolución, para la mayo- 
I ría de los pueblos indígenas el logro de su
'! libre determinación sigue siendo un objeti-
1 vo distante. A corto plazo, deben atenerse
i a soluciones convencionales dentro de las

Naciones Unidas y sus organismos especia­
! lizados. Aún en este sentido las dificultades
1 son considerables, como lo ilustra amplia­
: mente la interpretación restrictiva que se
' realiza sobre el Capítulo XI de la Carta de
í la ONU.
! En el mismo se requiere a los Estados

Miembros la presentación al Secretario Ge­
neral de informes regulares sobre las condi-

I ciones económicas, sociales y educacionales
1 de sus territorios no autónomos. Estos in-
j formes han constituido a veces la base de
} Resoluciones de cierta importancia, de la
j Asamblea General, y se acepta que la per-
j sistente violación por un Estado Miembro
j de sus obligaciones, de acuerdo al Capítulo
í XI, lo haría pasible de ser expulsado de la
} Organización. Con mayor consecuencia
f práctica, el Capítulo XI habilita a las Na-
j ciones Unidas a tratar asuntos que de otro

modo, podrían ser considerados como de 
¡ exclusiva jurisdicción interna, de acuerdo
¡ con el Artículo 2(7) de la Carta. Pero,
¡ ¿qué son los “territorios no autónomos”

en este contexto? En los albores de la déca­
da de 1950, Bélgica llamaba la atención 
sobre las comunidades “primitivas” que vi­
vían dentro de las fronteras de muchos Es­
tados, y argumentaba que su necesidad de 
protección, ofrecida por la Carta, no se dis­
tinguía de la de los pueblos coloniales. En 
consecuencia, atacaba como arbitrario y 
discriminatorio el criterio de que el Capítu­
lo XI se aplicara sólo a las colonias y pro­
tectorados.1 La tesis belga tropezó con una 
vigorosa oposición de los países en desarro­
llo que, en 1960 promovieron la adopción 
de la Resolución 1541 de la Asamblea 
General. Esta estipula que “existe una obli­
gación de informar con relación a un terri­
torio geográficamente separado ... del país 
que lo administra” , y tiende claramente a 
excluir del ámbito del Capítulo XI los pue­
blos indígenas que viven en los países inde­
pendientes. De hecho, los términos en que 
se expresa la Resolución no se ajustan bien 
a este propósito, ya que existen muchas co­
munidades isleñas que, aunque normalmen­
te no descritas como pueblos coloniales, 
están “geográficamente separadas” del país 
que las administra. Las poblaciones tribua­
les del Irían Occidental, por ejemplo, están 
separadas del resto de Indonesia, al igual 
que los isleños Andaman de la India. En 
términos prácticos, no obstante, la Resolu­
ción 1541 ha tenido el efecto perseguido, y 
no se han producido nuevos intentos de in­
vocar el Capítulo XI en defensa de los pue­
blos indígenas.

Con la entrada en vigor de los Pactos 
sobre Derechos Humanos en 1976, se abre 
una nueva base alternativa para involucrar 
a las Naciones Unidas. El Pacto sobre Dere­
chos Civiles y Políticos en particular, de­
clara la protección contra las penas crueles
o degradantes (Artículo 7), contra la escla­
vitud y el trabajo forzoso (Artículo 8), el

1) La llamada “Tesis belga” ha sido ampliamente expuesta en un docum ento de N.U., A/AC 67/2, 
págs. 3 a 31, 8 de m ayo de 1953 (Text of Replies to the Ad-Hoc Committee on Factors).



derecho de toda persona a ser informado 
en un idioma que comprenda de todas las 
acusaciones penales formuladas contra ella 
(Artículo 14(3)) y el derecho a no sufrir in­
gerencias arbitrarias en su vida privada 
(Artículo 17(1)). El derecho de reunión pa­
cífica (Artículo 21) y el derecho a asociar­
se libremente (Artículo 22), deben aplicar­
se tanto a reuniones y asociaciones tribua­
les como a los otros grupos. Todos ellos 
constituyen salvaguardias de las cuales los 
pueblos indígenas se encuentran urgente­
mente necesitados. Y el Artículo 18 del 
mismo Pacto, que declara que “nadie será 
objeto de medidas coercitivas que puedan 
menoscabar su libertad de tener o de adop­
tar la religión o las creencias de su elec­
ción”, bien podría facultar la prohibición 
de las actividades misioneras entre las po­
blaciones indígenas, que implican el ofre­
cimiento de recompensas materiales a cam­
bio de la renuncia a las creencias tribuales y 
la aceptación del Cristianismo.

Pero como instrumento de protección 
de los indígenas, los Pactos Internaciones 
de Derechos Humanos contienen serias au­
sencias. Ninguno de los Pactos fue redacta­
do con la mira puesta en las comunidades 
indígenas y ambos contienen normas que 
derivan de los valores occidentales, que tie­
nen escaso significado para las culturas tri­
buales. Más aún, el Pacto Internacional 
sobre Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales se refiere casi exclusivamente a 
los derechos del individuo, como opuestos 
a los del grupo, y  en el Pacto sobre Dere­
chos Civiles y Políticos, sólo los Artículos
1 y 27 están dirigidos a los derechos de las 
minorías. Este último estipula que “no se 
negará” a las personas que pertenezcan a 
minorías étnicas, “el derecho que les co­
rresponde, en común con los demás miem­
bros de su grupo, a tener su propia vida cul­
tural, a profesar y practicar su propia reli­
gión y a emplear su propio idioma”. Si bien 
el Artículo 27 constituye un útil comple­

mento al derecho de libre determinación 
contenido en el Artículo 1, los términos 
negativos en que está expresado sugiere que 
el Estado no asume ninguna obligación po­
sitiva para fomentar y proteger las minorías 
en el mantenimiento de su propia identi­
dad. Este énfasis puesto sobre los derechos 
de los individuos más que en los derechos 
colectivos es deliberado, pero no resulta 
apropiado para los pueblos indígenas cuyas 
vidas están organizadas casi exclusivamente 
sobre una base comunitaria.

Recientemente ha habido en la ONU una 
creciente conciencia sobre la necesidad de 
formular nuevas normas, dirigidas específi­
camente a las poblaciones indígenas. En 
1969, la Subcomisión de Prevención de Dis­
criminaciones y Protección a las Minorías 
encargó un estudio especial sobre la discri­
minación racial, y en su informe provisorio 
el Relator observaba, con magistral delica­
deza que “ni la ONU ni los otros organismos 
interesados, parecen haber considerado 
efectivamente, por lo menos hasta el mo­
mento, los componentes de la discrimina­
ción racial que constituyen casi invariable­
mente, un factor importante que afecta el 
tratamiento del problema de las poblaciones 
indígenas” (E/CN. 4/Sub. 2/302, Pág. 119). 
Como consecuencia, se encuentra ahora en 
elaboración un completo “Estudio sobre el 
Problema de la Discriminación contra las 
Poblaciones Indígenas” , cuyo texto final 
debe ser sometido a la Subcomisión en agos­
to próximo. Con el tiempo, esta iniciativa 
puede conducir a un Pacto sobre los Pueblos 
Indígenas; pero la burocracia de la ONU no 
es famosa por su celeridad y una vez com­
pletado, el instrumento de la propuesta pue­
de permanecer estancado por varios años. 
Mientras tanto, el único instrumento que 
regula directamente la conducta de los 
Estados hacia sus poblaciones indígenas es 
un Convenio Internacional del Trabajo, que 
ha languidecido en relativa oscuridad desde 
su adopción en 1957.



Convenio sobre Poblaciones 
Indígenas y  Tribuales de la OIT

El Convenio 107 relativo a la Protección 
e Integración de las Poblaciones Indígenas 
y de Otras Poblaciones Tribuales y Semitri- 
buales en los Países Independientes — es su 
título completo -  ha sido ratificado por 
veintisiete países, la mayor parte de ellos 
de Centro y Sud América. Se aplica a todas 
las poblaciones tribuales o semi-tribuales 
que, a) viven en condiciones económicas y 
sociales menos avanzadas que las alcanza­
das por otros sectores de la colectividad na­
cional y están regidas totas o parcialmente 
por sus propias costumbres y tradiciones; 
y b) son “consideradas indígenas por el 
hecho de descender de poblaciones que ha­
bitaban en el país ... en la época de la con­
quista o colonización y, ... viven más de 
acuerdo con las instituciones sociales, eco­
nómicas y culturales de dicha época que 
con las instituciones de la nación a que per­
tenecen” (Artículo 1).

El Convenio tiene un amplio campo de 
acción. Prohibe el uso de la fuerza y la co­
erción contra las poblaciones indígenas y 
requiere, cuando sea necesario, la adopción 
de medidas especiales para proteger sus ins­
tituciones, libertades personales, bienes y 
trabajo. Se les permite mantener sus pro­
pias instituciones y costumbres, cuando 
éstas “no sean incompatibles” con el orde­
namiento jurídico nacional, y el Convenio 
estipula que, para la represión de los delitos 
cometidos por miembros del grupo, debe­
rán ser utilizados en lo posible, los métodos 
de control social de los indígenas. También 
se establecen normas sobre política de con­
tratación y condiciones de empleo, y sobre 
igualdad en las oportunidades de educación 
y formación profesional. La Recomenda­
ción 104 de la OIT contiene medidas com­
plementarias que entraron en vigor en la 
misma época que el Convenio y es designa­
da con el mismo título.

De gran importancia es el Artículo 11 
del Convenio que declara que “se deberá 
reconocer el derecho de propiedad, colecti­
vo o individual a favor de los miembros de 
las poblaciones en cuestión sobre las tierras 
tradicionalmente ocupadas por ellas”. El 
análisis de los trabajos preparatorios al 
Convenio, pone en evidencia la intención 
del redactor en el sentido de que se debería 
garantizar a las poblaciones indígenas, el 
derecho a la propiedad plena sobre sus tie­
rras ancestrales, en lugar de un derecho me­
ramente de usufructo. También queda cla­
ro que el término "tierra” es genérico, e in­
cluye los ríos, lagos y bosques. Aunque el 
Articulo 11 no habla de propiedad de los 
depósitos minerales, el Artículo 4 de la Re­
comendación establece que las poblaciones 
indígenas “deberían recibir igual tratamien­
to que los otros miembros de la población 
nacional, en relación con la propiedad de la 
riqueza del subsuelo y en los derechos pre­
ferentes para el desarrollo de tal riqueza” . 
Finalmente, por los Artículos 12 y 13 del 
Convenio se prohibe el traslado de las po­
blaciones indígenas de sus territorios habi­
tuales, excepto en circunstancias definidas; 
y se requiere que los Estados adopten me­
didas para impedir que personas extrañas se 
puedan aprovechar de las costumbres o la 
ignorancia de los indígenas para obtener las 
tierras que les pertenezcan.

Estas medidas señalan un importante 
avance en el reconocimiento de los dere­
chos indígenas, aunque su generalidad limi­
ta seriamente la efectividad. No queda de 
ningún modo claro, por ejemplo, si se pue­
de decir de los grupos nómades, que conti­
nuamente cambian su asentamiento, que 
"ocupan tradicionalmente” un sitio parti­
cular a los fines del Artículo 11. Las pobla­
ciones indígenas tienen derecho a una com­
pensación si son trasladadas de sus territo­
rios habituales, pero no se establece ningu­
na indicación de cómo se va a evaluar dicha 
compensación o en qué forma sería pagada.



El Convenio también guarda silencio sobre 
el derecho al acceso a los lugares sagrados y 
tumbas mortuorias fuera de las tierras re­
servadas; sobre el derecho de las tribus 
fronterizas a cruzar las fronteras internacio­
nales; o sobre el derecho de los padres indí­
genas a educar a sus hijos de acuerdo con 
las costumbres tradicionales en el caso de 
que así lo desearan. Además, la premisa bá­
sica de que la integración de las comunida­
des indígenas en la cultura mayoritaria sea 
tanto deseable como inevitable, ha perdido 
actualmente mucho del fundamento que 
tenía cuando el Convenio fue aprobado.

El impacto práctico del Convenio 107 
ha sido probablemente mínimo. Algunos 
Estados han sido capaces de frustrar del 
todo su puesta en práctica. El Salvador, por 
ejemplo, ha negado repetidamente que la 
definición contenida en el Artículo 1 se 
aplique a alguno de sus pueblos, aunque al­
rededor del 20 por ciento de su población 
es de hecho indígena, incluyendo los pe­
queños grupos no integrados, de Indios 
Natwa, Quiche y Cakchequel. Malawi tam­
bién ha rehusado a admitir la aplicabilidad 
del Convenio a ningún sector de su pobla­
ción indígena, como alguna vez lo hiciera 
Ghana. A los países que reconocidamente 
contienen poblaciones indígenas, tal como 
se las define por el Artículo 1, se les exige 
que presenten informes bi-anuales a una 
Comisión de Expertos de la OIT. Con fre­
cuencia estos informes citan en forma volu­
minosa la existencia de legislación nacional 
como prueba de acatamiento del Convenio, 
sin indicar hasta dónde se ha llegado con la 
aplicación práctica de tal legislación. Aun­
que la Comisión está facultada para solici­
tar información complementaría, tales peti­
ciones se han encontrado con respuestas 
poco uniformes. Brasil por ejemplo, ha pro­
visto a la Comisión de detalladas referen­
cias de su política indigenista, mientras que 
su vecina Colombia continúa ignorando los 
pedidos de informe que la Comisión le ha

venido haciendo desde 1972, con respecto 
a las denuncias de malos tratos a los Indios 
Planas. Si la Comisión no se convence que 
un Estado ratificante haya cumplido las 
obligaciones asumidas en virtud del Conve­
nio, puede en este sentido, incluir observa­
ciones en su propio informe a la Conferen­
cia anual de la OIT; hasta la fecha, sin em­
bargo, la Comisión sólo ha efectuado vein­
tiocho observaciones sobre once países di­
ferentes.

De ahí que, a más de veinte años de su 
adopción, existe poca evidencia de que, por 
la ratificación del Convenio 107, se haya 
estimulado, o bien inhibido a los Estados 
de realizar ciertas prácticas en sus relacio­
nes con los pueblos indígenas. Ello puede 
ser en parte el resultado de la vaga termino­
logía con que se expresa el Convenio, aun­
que existen otros factores en juego. La Co­
misión de Expertos carece de experiencia 
antropológica, y el énfasis que tradicional­
mente ha puesto en la situación de jure an­
tes que en la de facto, no se ajusta a las ne­
cesidades del Convenio 107. La estructura 
tripartita de la OIT, tal como se diseñó 
para asegurar la efectiva representación de 
empleados y empleadores, determina que 
los derechos de los indígenas tengan poca 
prioridad en la Agenda de la Conferencia. 
En especial, el Convenio 107 plantea te­
mas que caen totalmente fuera de la expe­
riencia normal de la OIT, con la indiferen­
cia resultante sobre su desarrollo. Ello se 
refleja en la disolución en 1958, de la Co­
misión sobre Trabajo Indígena; y del Panel 
de Consultantes sobre Poblaciones Indíge­
nas y Tribuales en 1967. A todos los efec­
tos prácticos, el Convenio 107 se encuentra 
actualmente agonizando.

Conclusiones

El descubrimiento de riquezas minera­
les, la expansión de las comunicaciones, y



el desarrollo de la tecnología industrial se 
han combinado ya, privando a la mayoría 
de las comunidades indígenas de la autono­
mía que alguna vez tuvieron. Sería ilusorio 
pretender que este proceso puede ser dete­
nido, y menos aún invertido por el estable­
cimiento de leyes; las consideraciones polí­
ticas y económicas son los reales determi­
nantes del destino de los pueblos autócto­
nos. Pero la invasión de las tierras tribuales, 
hasta ahora un fenómeno casi invariable­
mente hecho fuera de la norma legal, puede 
ser sometido a contenciones jurídicas, así 
como puede controlarse dentro de un mar­
co legal, la intervención tanto de las comu­
nidades indígenas como no indígenas.

Aunque se trata principalmente de una 
tarea para la legislación y tribunales nacio­
nales, el problema tiene un interés mucho 
más amplio, y constituye objeto legítimo 
de normas internacionales. En ausencia de 
tales normas, el futuro bienestar de los pue­
blos indígenas corre un serio riesgo, dado 
que las autoridades nacionales podrían fá­
cilmente ignorar las demandas de las mino­
rías étnicas que carecen de influencia polí­
tica, y que son objeto de un extendido pre­
juicio por parte de otros sectores de la so­
ciedad. La participación casi constante de 
un sistema de inversiones internacionales, 
en proyectos de desarrollo en gran escala 
en el Tercer Mundo, y que a menudo plan­
tean una mayor amenaza a las comunidades 
indígenas, nuevamente pone de relieve la 
necesidad de un control internacional.

Queda por ver si la comunidad interna­
cional se pondrá a la altura de las circun­
stancias. En el plano regional, la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos ha 
reconocido que “la protección especial de 
las poblaciones indígenas constituye un

compromiso sagrado” de todos los Miem­
bros de la Organización de Estados Ameri­
canos, pero la Comisión aún tiene que 
adoptar medidas mas positivas para su pro­
tección. En el Hemisferio Norte, la Conven­
ción Europea de Derechos Humanos pudo 
poner un arma poderosa en manos de los 
Lapones de Noruega y los Esquimales de 
Groenlandia. Dentro de la Organización In­
ternacional del Trabajo, el restablecimiento 
de la Comisión de Expertos sobre Trabajo 
Indígena o, mejor aún la creación de un 
nuevo organismo dedicado exclusivamente 
a los derechos indígenas, podría conceder 
nueva vida al Convenio 107.

No debería permitirse, sin embargo, que 
la responsabilidad principal de garantizar el 
bienestar de los indígenas, se siga mante­
niendo indefinidamente dentro de la OIT, 
organismo que no fue pensado para tales 
tareas. Hasta tanto no se elabore un nuevo 
Pacto o Tratado sobre los Pueblos Indíge­
nas, la Subcomisión (Naciones Unidas) de 
Prevención de Discriminaciones y Protec­
ción a las Minorías, debería abrir el cami­
no. En recientes sesiones de dicha Subco­
misión se han discutido varios aspectos del 
problema indígena, y su creciente interés 
en el tema debería ser realzado con la fina­
lización del Estudio especial sobre Discri­
minación contra las Poblaciones Indígenas, 
ahora en las etapas finales de elaboración. 
Si la Subcomisión logra ir más allá de su rol 
convencional, de acuerdo al que meramen­
te fomenta programas y recoge informa­
ción general para supervisar la legislación y 
la observancia práctica de los derechos hu­
manos, se convertiría en un fórum eficaz 
en el que pudieran ventilarse las injusticias 
que soportan los indígenas.



NOTICIAS DE LA CIJ

Deceso de Joseph T. Thorson, P.C., Q.C., primer Presidente de la CIJ.
Le corresponde a la CIJ el penoso deber de anunciar el fallecimiento de Joseph 

T. Thorson, de Canadá. Hombre de gran integridad, valor y fortaleza de carácter, 
prestó importantes servicios al desarrollo y formación de la CIJ durante sus prime­
ros aftos de existencia.

Conferencia de Varsovia sobre 
la Protección Jurídica de los Derechos del Niño

Del 16 al 19 de enero de 1979 se cele­
bró en Varsovia una Conferencia sobre la 
Protección Jurídica de los Derechos del 
Niño organizada por la Comisión Interna­
cional de Juristas, la Asociación Interna­
cional de Juristas Demócratas y la Asocia­
ción Polaca de Juristas.

La Asociación Polaca de Juristas, como 
organización huésped, facilitó generosa­
mente locales para la Conferencia en el Pa­
lacio de la Cultura y la Ciencia y servicios 
de interpretación en cuatro idiomas (pola­
co, ruso, francés e inglés), y organizó para 
los participantes una serie de visitas de su­
mo interés, incluida una al nuevo Hospital 
Pediátrico, construido en memoria de los 
13 millones de niños muertos en la Segun­
da Guerra mundial, de los cuales más de 2 
millones eran de Polonia.

Además de numerosos juristas polacos, 
asistieron unos 50 participantes proceden­
tes del extranjero, de los cuales aproxima­
damente la mitad provenían de los países 
socialistas de Europa oriental (Bulgaria, 
Checoslovaquia, Hungría, República Demo­

crática Alemana, Rumania, URSS y Yugos­
lavia) y la otra mitad de Europa occidental 
(Austria, Bélgica, Francia, Irlanda, Italia, 
Noruega, Países Bajos, Reino Unido, Repú­
blica Federal de Alemania, Suecia y Suiza), 
así como representantes de la Secretaría de 
las Naciones Unidas para el Año Internacio­
nal del Niño, la División de Derechos Hu­
manos de las Naciones Unidas y el Alto Co­
misionado de las Naciones Unidás para los 
Refugiados. Muchos de los participantes 
eran juristas eminentes, expertos en dere­
cho de la familia.

El Profesor Adam Lopatka, Presidente 
de la Asociación Polaca de Juristas y dele­
gado de Polonia en la Comisión de Dere­
chos Humanos de las Naciones Unidas, pre­
sidió la sesión inaugural, y el Ministro de 
Justicia de Polonia, Sr. Jerzy Bafia, asistió 
a las sesiones de apertura y de clausura de 
la Conferencia, y ofreció una recepción a 
los participantes.

Los tres relatores generales de las tres 
comisiones de la Conferencia prepararon 
los documentos de trabajo siguientes:



I. Evolución del concepto de los dere­
chos del niño, por Roland Weyl 
(Francia, Asociación Internacional de 
Juristas Demócratas);

II. Responsabilidad de la familia y de la 
sociedad para con el niño, por el Dr. 
Olive Stone (Reino Unido y Canadá, 
Comisión Internacional de Juristas);

III. Organos estatales facultados para 
adoptar decisiones acerca de los ni­
ños, por la doctora Marta Katona 
Soltez (Presidenta de Cámara, Tribu­
nal Supremo de Hungría).

Otros participantes prepararon diversos 
documentos de información, en los que se 
describían la legislación y la práctica relati­
vas a los derechos del niño en sus respecti­
vos países.

En la sesión plenaria de clausura, presi­
dida por el Sr. N. MacDermot, Secretario 
General de la Comisión Internacional de 
Juristas, se recibieron informes de las tres 
comisiones y se aprobó una declaración de 
principios sobre la protección jurídica de 
los derechos del niño, cuyo texto es el si­
guiente:

Declaración de principios sobre la protección jurídica de 
los derechos del niño

Los participantes convinieron unánima- 
mente en los siguientes principios:

1. Corresponde al Estado una responsa­
bilidad importante en la realización de los 
derechos del niño, mediante el apoyo a las 
familias necesitadas, asegurando de ese mo­
do que, desde su nacimiento, el niño crezca 
en un ambiente propicio.

2. Con este fin, el Estado debería esti­
pular claramente lo que los padres deben 
hacer para garantizar el bienestar del niño 
en la sociedad y la forma en que el Estado, 
las organizaciones y los particulares se pro­
ponen asistir a los padres en la crianza y en 
la educación de sus hijos.

3. Al mismo tiempo, tanto el Estado 
como los padres deberían respetar el dere­
cho del niño a ser consultado con respecto 
a su bienestar siempre que esté en condicio­
nes de dar su opinión al respecto.

En cuanto a los sectores particulares del 
desarrollo del niño que corresponden a la 
esfera de la enseñanza, la salud y el recreo, 
se llegó a las siguientes conclusiones más 
detalladas.

Enseñanza

4. Recae en primer lugar sobre el Esta­
do la obligación de facilitar medios de ense­
ñanza (incluida la formación de maestros 
en número suficiente).

5. En las decisiones acerca del conteni­
do y la forma de los programas de enseñan­
za, corresponde una función importante al 
Estado, a los padres, a los maestros y a los 
propios niños, así como a las organizacio­
nes que los representan. La manera en que 
se comparte la responsabilidad de esas deci­
siones dependerá, en parte, de las estructu­
ras institucionales y sociales y de las tradi­
ciones de los distintos países, pero es arries­
gado conferir un grado excesivo de respon­
sabilidad a una cualquiera de esas cuatro 
partes, con exclusión de las demás. Por 
consiguiente, aun en los casos en que la 
ley atribuye esa responsabilidad a un 
solo órgano, dicho órgano debería velar 
por que todas las demás partes puedan 
participar en la adopción de las decisio­
nes.



6. En lo posible, tanto los padres como 
los niños deberían beneficiarse de las mejo­
ras que se introduzcan en los métodos de 
enseñanza y poder optar por los más idó­
neos para permitir el pleno desarrollo de las 
aptitudes del niño.

7. Aunque es conveniente prever servi­
cios especiales de enseñanza para niños ex­
cepcionales, ya sea por sus dotes o por sus 
incapacidades, es importante que su educa­
ción esté, en la medida de lo posible, inte­
grada con la de otros niños.

8. En los casos en que no se hubiera he­
cho todavía, ni en la legislación ni en la 
práctica, debería darse la prioridad, dentro 
de los recursos disponibles, a la igualdad de 
la enseñanza para las niñas y mujeres y para 
los niños y hombres, en todos los sectores 
y a todos los niveles, incluidas las matemá­
ticas, las ciencias, la ingeniería, la econo­
mía, la medicina (en todas sus especialida­
des) y la administración, así como las artes, 
las humanidades y los deportes.

Salud

9. Incumbe principalmente al Estado la 
obligación de prestar a todos los niños una 
asistencia sanitaria adecuada.

10. A medida que el niño se vuelve ma­
yor y más responsable, adquieren una im­
portancia creciente sus propias opiniones 
sobre los acontecimientos que modelarán 
su porvenir. Incluso antes de llegar a la ma­
yoría de edad, el niño debería estar en con­
diciones de participar en todas las decisio­
nes importantes acerca de su salud física y 
mental. Para poder participar en ellas libre­
mente y con conocimiento de causa, el 
niño debería tener acceso a información 
completa y a asesoramiento independiente, 
y deberían establecerse procedimientos 
para resolver las diferencias de opinión 
entre los niños y sus padres.

11. Los padres tienen la principal respon­
sabilidad en lo que se refiere a impedir que 
un niño desarrolle actividades nocivas para 
él (beber alcohol, fumar tabaco, hacer uso 
de otras drogas, etc.), tanto por la educa­
ción como por el ejemplo. Aunque el Esta­
do pueda reforzar esta protección mediante 
una legislación y una información adecua­
das, hay una edad (no después de la mayo­
ría de edad) a partir de la cual el individuo 
es el único responsable de las decisiones 
que adopte respecto de estos asuntos, y 
debe aceptar las consecuencias impuestas 
por la ley de su país. *

Recreo

12. La obligación de facilitar medios de 
recreo a los niños recae principalmente 
sobre el Estado.

13. A medida que los niños crecen, debe­
rían aumentar también las diferentes for­
mas de recreo por las que pueden optar. No 
debería forzarse a los niños de más edad a 
emprender actividades de recreo que no de­
sean realizar; al mismo tiempo, los niños 
deberían tener libertad para emprender 
actividades recreativas en las que disfrutan 
y que no perjudican a los demás.

Trabajo infantil

14. Además, como el trabajo infantil 
es perjudicial para el desarrollo del niño 
en lo que respecta a su educación, su 
salud y sus actividades recreativas, pedimos 
que se ponga fin al trabajo infantil en 
todas partes, y hacemos un llamamiento 
a todas las naciones para que apliquen 
las disposiciones del Convenio No. 138 
de la Organización Internacional del 
Trabajo.

Por consiguiente, la Conferencia ha lle­
gado a las conclusiones siguientes:



15. Debería establecerse una distinción 
entre la forma de abordar los derechos de 
los niños que, por su edad, tienen una inca­
pacidad jurídica absolutas, y los de aque­
llos para los cuales, por su mayor madurez, 
la ley puede prever formas de capacidad ju- 
rídical parcial, especialmente en lo que se 
refiere a la elección de los estudios, la pro­
fesión y, de ser necesario, la residencia, con 
lo que se les prepararía por etapas para el 
ejercicio de su plena capacidad jurídica al 
llegar a la mayoría de edad.

16. En el caso de intervención de las au­
toridades públicas, la protección del niño 
debería ir acompañada de procedimientos 
jurídicos que garantizasen un control judi­
cial, una discusión plena y un derecho de 
apelación, con objeto de velar por que se 
aplique con la máxima objetividad el con­
cepto de los “intereses del niño” , teniendo 
en cuenta las complejas realidades de cada 
situación concreta.

17. Las instituciones estatales y las orga­
nizaciones sociales deberían evitar en lo po­
sible, en su relación con las familias y los 
individuos respecto de los niños, hacer del 
niño un objeto de conflicto, y deberían 
actuar con el máximo espíritu de coopera­
ción, como de hecho deberían también ha­
cer los individuos, en particular los padres, 
en sus relaciones mutuas.

18. Se atribuye una importancia particu­
lar al principio 7 de la Declaración de las

Naciones Unidas de los Derechos del Niño, 
puesto que el interés del niño comprende el 
derecho a recibir una educación adecuada 
que le prepare para hacer frente a los com­
plejos problemas de su futura vida de adul­
to, con todo lo que esto supone de deberes, 
esfuerzos y restricciones inherentes a la 
vida en sociedad.

19. Los hijos de refugiados y los niños 
refugiados deberían recibir el mismo trato 
que los demás niños y gozar de la misma 
protección, tanto en el país de asilo como 
en el extranjero.

20. El mismo principio debería aplicarse 
a los niños de trabajadores migrantes.

21. Es también evidente que debería 
garantizarse eficazmente a los niños la 
igualdad de oportunidades, proporcionán­
doles los medios materiales y culturales ne­
cesarios. Esto debería hacerse tanto a tra­
vés de los servicios públicos que la comuni­
dad y el Estado ponen a disposición de los 
niños y de los adultos responsables de ellos, 
en razón de su importancia para el desarro­
llo multilateral del niño, como por conduc­
to de prestaciones de la seguridad social y 
de asistencia social que garanticen a las fa­
milias condiciones materiales y culturales 
de vida que les permitan cumplir su fun­
ción en condiciones realmente favorables. 
La satisfacción de estas necesidades debería 
convertirse en parte integrante de los pla­
nes de desarrollo de cada país.
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el Fondo Internacional de Intercambio Universitario:

Ginebra, diciembre de 1979; 75 pp. Disponible en idioma inglés y  español.
4 Francos Suizos ó 2,50 dólares USA, más franqueo postal.

Describe la represión bajo el régimen de Macías, así como las condiciones económi­
cas, sociales y culturales que derivaron de ella. El informe critica ciertos aspectos 
legales del juicio llevado a cabo, aunque el observador considera que la mayoría de 

las acusaciones resultaron ampliamente probadas.

La persecución de abogados en Corea del Sur
Inform e de la misión efectuada a Corea del Sur por Adran W. DeWind, abogado y  ex-Presidente 

de la Asociación de A bogados de la ciudad de N ew  York, y  por John Woodhouse, 
Secretario del Centro para la Independencia de Jueces y  Abogados.

Publicado por la Comisión Internacional de Juristas,
Ginebra, noviembre de 1979; 68 pp. Disponible en inglés.

4 Francos Suizos ó 2,50 dólares USA, más franqueo postal.
El informe describe la persecución y castigo de nueve abogados, por haber defendi­
do judicialmente a prisioneros políticos. Estos casos ponen en evidencia un hostiga­
miento hacia el pequeño grupo de abogados que intenta cumplir sus obligaciones. 
Describe también el marco institucional de la represión política y los ataques a la 

independencia del Poder Judicial.

Derechos humanos en Guatemala
Inform e de la misión efectuada por Donald T. Fox, abogado de N ew  York, 

publicado por la Comisión Internacional de Juristas 
Ginebra, setiembre de 1979; 50  pp. Disponible en idioma inglés y  español.

4 Francos Suizos ó 2,50 dólares USA, más franqueo postal.
Describe los factores históricos, sociales y económicos que provocaron una “exten­
dida situación de injusticia y de explotación institucionalizadas"; expone la violen­
cia prevaleciente, de fuerzas de derecha y de izquierda, en su mayor parte causada 
por fuerzas militares y paramilitares (éstas clandestinas) que defienden los intereses 

económicos de los grupos dominantes.

ICJ Newsletter
Inform e trimestral sobre las actividades de la CIJ; publicado en enero, abril, julio y  octubre.

Disponible sólo en inglés.
Suscripción anuai: 20 Francos Suizos (vía terrestre) y  25 Francos Suizos (aérea).

Describe las actividades de la CIJ, sus seminarios, iniciativas en Naciones Unidas, 
misiones de observación, publicaciones, comunicados de prensa, intervenciones e 
informes sobre conferencias. En el apéndice se incluyen algunos documentos prepa­

rados por el Secretariado.

Estas publicaciones pueden solicitarse a:
CIJ, B.P. 120, CH-1224 Chéne-Bougeries/GE, Suiza 

AAICJ, 777 UN Plaza, New York, N. Y. 10017, USA


